por una nueva 

esfera pública
la experiencia del

PRESUPUESTO PARTICIPATIVO

Nilton Bueno Fisher y Jaqueline Moll

(compiladores)


autores:

Ladislau Dowbor

Tarso Genro 

Raul Pont

Luciano Fedozzi

Luiza Helena Moll

Ángel Merino

Tomás Villasante

Jaqueline Moll 

Nilton Bueno Fischer 

del libro original en portugués 

“Por uma Nova Esfera Pública – a experiência do orçamento participativo” compiladores Nilton Bueno Fisher, Jaqueline Moll   

Edit. Vozes, 2000, Petrópolis  

                                                                                   Traducción
: Jorge Dobal
del Área de Presupuesto Participativo

Instituto de Estudios y Formación
Director: Claudio Lozano
CTA – Central de los Trabajadores Argentinos

SOLAPA DE TAPA

La reformulación de las funciones del Estado en el mundo actual sólo puede pro​ce​sarse a través de un “shock democrático” con la disolución de las barreras burocráticas que separan al Estado del ciudadano común. Por otra parte, el llamado a una participación directa de los ciudadanos por el control, la elaboración y la ejecu​ción del Presupuesto      -que  es por donde pasa el poder real del Estado y son mediados los intereses grupales de clase- puede ser la base de este vuelco regenera​tivo de la democracia.

Este desafío para las democracias requiere dos niveles de reflexión. Uno teórico y otro práctico. Una re​flexión sobre las nuevas formas institucionales capaces de promover un “nuevo contrato social” en la mo​dernidad, forjar no sola​mente un nuevo tipo de Estado, y también un nuevo pensar sobre una reno​vada socia​bilidad, una práctica cotidiana de la ciudadanía que ex​prese un modo superior de vida.

 “Por una Nueva Esfera pública: la experiencia del Presupuesto Participativo” reúne dis​tintas mi​radas en torno a dos aprendizajes que se producen a partir de esta experiencia de demo​cracia y parti​cipación que, rompiendo con la discontinuidad común en el campo de las políticas pú​blicas brasileñas, ya cumple 12 años. 

Al lector lo invitamos para que acompañe atento los diversos argumentos que a lo largo del libro se com​ple​mentan y buscan provocar a fin de alcanzar un calificado foco de reflexión.

Lo positivo de esta práctica social, el PP, está presente en los análisis desde la perspectiva del Ejecutivo Mu​nicipal, mediante la palabra de dos prefectos de PoA así como en los textos de investigadores de la propia ciudad y de fuera del país.

La circulación de esta información se instituye como el objetivo central de la obra: esta innovación puede y debiera ser trasladada a otros territorios, a otras lecturas, a otros actores, para poder ser recreada.
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Prólogo para esta versión 

¿A quién puede interesarle este libro? Suponemos que a tres destinatarios: 

1. a quien el tema Presupuesto Participativo (en adelante PP) le despierte marcada curiosidad. Por fuerza tiene que ser marcada ya que si no lo fuese el interés no daría para leer más de cien páginas de un libro que, mirado a la ligera, puede parecer poco atractivo;

2. a quien conoce el tema, valora su importancia como herramienta política para el cambio social y está en busca de los caminos para su implementación;

3. a quien percibe lo relevante del tema, prevé su significación y, en la medida que cuenta con cierto poder (que quiere conservar), trata de capacitarse para seguir esquivando el asunto, postergando su puesta en práctica, dilatando su aplicación.

Esta última es una variante para tener muy en cuenta ya que quienes estamos enrolados en el grupo del medio venimos siendo cercados por ésta especie. Siempre creí, y de hecho la historia avala esa creencia, que quienes mejor estudiaron y entendieron los textos revolucionarios fundamentales no fueron sus previsibles destinatarios y supuestos ejecutores sino sus antagonistas, que los supieron usar como fuente defensiva de sus intereses e incluso para ir dominando en la puja y diferir, lo más posible, el cambio. Y qué duda cabe que lo vinieron consiguiendo. 

Llevar esta obra a nuestro idioma persiguió varios propósitos:

a) acercar, sin barreras idiomáticas, la ejemplar experiencia brasileña sobre el tema PP. En particular, la aplicación de este instrumento por parte de aquellos que podría decirse fueron sus pioneros, que lo vienen probando y desarrollando con éxito a lo largo de más de una década, vale decir, los ciudadanos y funcionarios políticos del gobierno de la ciudad de Porto Alegre; 

b) aportar argumentos útiles para disipar dudas sobre: 

I. democracia participativa, 

II. Presupuesto Participativo 

III. esfera pública no estatal, 

y su vinculación entre sí;

c) desenmascarar actitudes ficticias o contradicciones amañadas como es, por un lado, llamar PP a prácticas que distan de serlo (en alguna ciudad cercana se dice aplicar este sistema y ello está bastante lejos de ser así; el PP no es sólo adoptar el nombre y acercarse a él con algún mínimo rasgo participativo; para que merezca tal nombre su aplicación debe ajustarse en lo esencial a la práctica concreta, similar a lo que se hace en PoA) o, por otro lado, el haberle dado un encuadre jurídico de alto vuelo como fue incluir la figura del PP en la Constitución de la Ciudad para después ignorarlo en su aplicación por más de un lustro, tal lo ocurrido en nuestra ciudad de Buenos Aires. Oponerse al PP equivale a retacear la participación democrática en lo que quizás sea el más acabado y contundente marco de aplicación. Es menguar la propia democracia en una medida que la termina invalidando;

d) advertir que los encuadres legales pueden quedar distanciados en proporción relativa y de signo negativo a su importancia ya que el PP en Buenos Aires, pese a estar consagrado en la propia Constitución de la Ciudad, sigue sin aplicarse a través de los años mientras que en Porto Alegre el PP funciona con, además de la voluntad política concertada, una simple ordenanza municipal que se modifica al ritmo de la experiencia en tanto se autoreglamenta. O sea, que la práctica popular es la que permite ir definiendo su encuadre funcional, institucional y legal. Toda herramienta se define y potencializa en el acto de su propia aplicación; 

e) resaltar que aun cuando la responsabilidad del retraso de la aplicación del PP cae en mayor grado en la clase política con función legislativa y ejecutiva ya que ella tiene en sus manos la posibilidad de impulsar los medios para disponer su instalación, también hay quienes en algún sentido comparten dicha responsabilidad: p/ej algunos actores de la dirigencia gremial que conociendo bastante el tema no lo promocionan con decisión ni aun entre los afiliados a sus propios gremios; 

f) acordar que la construcción de una alternativa democrática no es posible apoyarla tan sólo en su mera declaratoria sino que requiere la existencia de un marco adecuado con una cierta posibilidad para su desarrollo, capacidad que innegablemente tiene el PP;    

g) revelar que la construcción de una “esfera pública no estatal” precisa interactuar con un estado popular y dinámico que, para que este pueda llegar a ser, debe nutrirse recíprocamente de un expandido protagonismo popular y participativo al estilo, por ejemplo, de esta novedosa y singular herramienta que es el PP;

h) señalar que el ejercicio continuado y en aumento del PP tiende a replantear las relaciones del poder político en beneficio del quehacer democrático por cuanto quiebra los viejos y nocivos esquemas del verticalismo, personal o partidario. En su esencia tiende a rechazar cualquier hegemonismo que no sea el del propio pueblo desde el ejercicio vital de su plena soberanía;

i) demostrar que la implementación creciente del PP en Porto Alegre no es el producto de una jugada de inspiración política aleatoria a cargo de algún iluminado ocasional, ni tampoco el de una burda especulación electoralista. Es el resultado de largos años de experimentación y búsqueda y de la coherencia profesional de muchos cientistas sociales brasileños que desde hace tiempo vienen realizando una inteligente y valiente introspección de la realidad política y social de su país y, principalmente, es el fruto de la claridad conceptual, profundidad analítica, sentido de la perspectiva histórica, congruencia ejecutiva  –más allá de los secundarios disensos formales que puedan existir– y, por cierto, de la osadía constructiva de los actores políticos que lo aplican;

j) convenir en la significación del crecimiento en escala espacial progresiva que se inició en el Brasil con la aplicación del PP, comenzando desde el reducido ámbito municipal de Porto Alegre, a poco de andar imitado por otras ciudades también del Brasil, expandiéndose ahora al estado de Rio Grande do Sul, lo que implica incorporar el PP nada menos que al estado con sus 467 municipios y así sucesivamente, con la predecible perpectiva de llegar a lo nacional y al mismo tiempo comenzar a repicar en varios otros lugares, ciudades, provincias o departamentos y luego a países por dentro y por fuera de las fronteras brasileñas. El PP representa un sensible cambio en la cultura política de los pueblos y como tal su aplicación requiere un proceso gradual condicionado, por supuesto, a la capacidad y cantidad de los actores políticos y técnicos con verdadera vocación democrática encargados de conducirlo. Su alcance y grado de expansión se ajusta a la metáfora de la piedra caída sobre las aguas quietas del estanque con sus ondas extendiéndose hasta llegar a las orillas más remotas;

k) incorporar, a partir del punto anterior, los elementos para debatir la cuestión de que si el PP es susceptible de ser llevado fuera de su ámbito de creación y aplicación original (ciudad Porto Alegre – país Brasil). Hay algunas posiciones que, aunque cueste creerlo, niegan esa idea, actitud que además de carecer de consistencia, sirve para abonarle el terreno a quienes tienen personales intereses en cerrar los caminos a la participación democrática;

l) promover, del mismo modo, la discusión entre el criterio que sustenta la importancia que el PP tiene para la construcción de una democracia en profundidad y los que le asignan a esta herramienta un mero carácter accesorio de índole reformista o pequeño burguesa.

Es muy posible que se hayan escapado, en estos señalamientos, algunos otros motivos de importancia que, por supuesto, podrán agregarse a la lista consignada o, del mismo modo, que haya enfoques que discrepen con los expuestos. Lo más rico que ofrece un ejercicio como el que encarna el PP es la apertura incesante que puede ir surgiendo a partir de su aplicación (la participación popular) como práctica permanente y creciente. Por todo esto es que creímos importante hacer este trabajo de traducción, para que este material pudiera ser abiertamente difundido y discutido entre nosotros. 

El PP es posible a partir de una estrecha interrelación entre el sector social, muy en especial las organizaciones y movimientos sociales, y los actores políticos que lo promuevan para conseguir derribar las barreras que se le resisten y lograr su pronta, efectiva y creciente puesta en marcha.

Jorge Dobal

Área de Promoción del Presupuesto Participativo 

Instituto de Estudios y Formación 

CTA

Buenos Aires, Noviembre de 2001.

Presentación de los compiladores

A contramano de los procesos político-económicos contemporáneos que vacían al Estado de sus funciones sociales, tornándolo rehén de los juegos económicos de aquellos que detentan el capital, se constituyó la innovadora experiencia de gestión pública local de la ciudad de Porto Alegre (PoA), foco de la reflexión propuesta por este libro.

Desde la mirada de varios autores, actores sociales envueltos de diferentes maneras en los distintos tiempos de construcción y consolidación del PP, este libro “Por Una Nueva Esfera Pública” se propone como una acción reflexiva junto a quienes procuran sorber de esa propuesta radicalmente dialógica y que también se disponen como partícipes de proyectos que desafíen el monolitismo del mercado como regulador de la vida social. 

La combinación de las miradas locales y extranjeras no es fortuita. Proponemos que este libro también combine reflexiones y argumentos acerca de lo singular-universal del PP, proveniente de inserciones en distintos contextos sociales, aunando gestores municipales e investigadores.

Los hilos conductores de todos los artículos están tejidos mediante la apuesta tanto en la reinvención de la democracia como sistema político, como por la reinvención del Estado como espacio de poder y gestión pública que precisa ser reformulado por las dinámicas y demandas de la sociedad.

Porto Alegre viene siendo centro de interés de visitantes de muchas partes del mundo dispuestos a aprender con respecto al inédito viable que el PP representa, sobre todo por las posibilidades que abre para la acción pública al interior de una sociedad tercer-mundista, pautada por los presupuestos de dependencia de un Estado nacional subordinado, tanto a los grandes intereses económicos internacionales como a los tradicionales grupos de poder internos.

En fin, el esfuerzo para la organización de este libro se relaciona con la necesidad de socialización de lo nuevo que se está produciendo aquí (en PoA) y con la urgencia de reflexiones plurales, portadoras de análisis que contengan una apuesta casi incondicional de su positividad y que, al mismo tiempo, produzcan señales de alerta en el sentido de la calificación y ampliación de la política pública.

Los compiladores, 

Jaqueline Moll y Nilton Bueno Fisher,

desde la primavera de Barcelona y

el otoño de Porto Alegre.

Prefacio
Ladislau Dowbor*
Abril 2000

Para muchos la política local y la administración municipal constituyen una especie de política en diminutivo. Asuntos locales, de poca importancia. Mientras tanto es en el espacio local donde vive la gente y las personas se están dando cuenta gradualmente que la gran política, nacional o global, nunca tendrá mucho sentido si no se traduce en la prosaica calidad de vida del ciudadano, en la seguridad del ir y venir, en la densidad de los espacios verdes, en el confort de servicios bien organizados, en la propia belleza de la ciudad, en la organización adecuada de su potencial de trabajo.

Todos sentimos los vientos del cambio. Para la organización de la política del ámbito local son esenciales tres megatendencias:

Primero la urbanización, que nos llevó de dos tercios de población rural en los años 50 al 80% de población urbana al comienzo del año 2000
. En el campo, una familia resuelve sus problemas individualmente: la basura es un tacho, el agua se busca en el río o en un pozo, el transporte es un carro. En la ciudad es preciso conectar el conjunto de casas con la electricidad, redes de transportes, telefónicas, agua, cloacas además de equipar al barrio con salud, escuela, parques, etc. En otros términos, en la vida urbana se descubre el peso y la importancia de la organización social. El gobierno deja de ser una cosa distante de quien gusta de la política convirtiéndose en un elemento esencial de nuestro cotidiano.

Como el Brasil se urbanizó muy tardíamente, de manera acelerada y caótica, se generó un trágico desencuentro entre el ritmo de urbanización y el desarrollo de infraestructuras y servicios así como entre la urgencia de los problemas y el atraso de las instituciones. No es sorprendente que las principales innovaciones y avances políticos en el Brasil se estén dando en el seno de las administraciones locales.

Una segunda megatendencia es el emergente sector social. Mucho se habla de “servicios” en general, concepto vago y engañador. Lo que emerge con mayor fuerza en realidad son los servicios sociales, el conjunto de actividades tales como salud, educación, cultura, deportes, entretenimientos que tienen en común el hecho de que se ocupan del ser humano, de su calidad de vida. Vale recordar que la salud, por ejemplo, representa en los EEUU el 14% del PBI superando por lejos a las tradicionales industrias locomotrices como la automovilística y la bélica. Este defasaje del eje principal de actividades encierra una profunda transformación en la organización política. En efecto, la salud como la educación y otros servicios constituyen servicios capilares, tienen que atender a todas las familias, a todos los 160 millones de individuos del país (Brasil). No es viable ocuparse de manera centralizada de problemas tan diferenciados y ramificados.
Y este razonamiento sirve tanto para la burocracia estatal como para la burocracia de las grandes empresas privadas de salud. Nos estamos dando cuenta que este gigante que emerge, el sector social, aún está construyendo los paradigmas de su gestión. Y son, sin duda, estos problemas, sentidos en la piel de cada barrio en nuestras ciudades, que se están orientando en procura de nuevas formas de gestión. Lo social es eminentemente local y, naturalmente, participativo.

Una tercera megatendencia son las tecnologías, en particular la información y la comunicación que están transformando el universo del trabajo, abriendo nuevas posibilidades de articulación social, haciendo posible el acceso universal a los datos financieros de una administración a través de simples terminales, multiplicando consultas intermunicipales e internacionales sobre mejores formas de enfrentar problemas y así por el estilo. Un municipio, o un barrio, pueden ser pequeños pero no estarán ya tan aislados. Los contactos, consultas, reuniones, el conjunto de las actividades de gestión, se tornan más transparentes, más accesibles al ciudadano. Se generan nuevos espacios de democracia directa.

El camino a seguir es, sin duda, todavía largo. El nada subversivo Banco Mundial
 nos informa que, en promedio, el Estado insume el 50% del PBI en los países desarrollados y el 25% en los países del Tercer Mundo. O sea, la mitad. Los EEUU tienen 19 millones de funcionarios públicos y el número sigue creciendo. El Estado mínimo no es sólo una tontería teórica, sino una deformación de los hechos. Más importante todavía es ver adónde está el Estado: en los países desarrollados, como síntoma de grandeza, los poderes locales insumen entre 40 y 60% de todos los recursos públicos, con Suecia llegando a más del 70%. En los países del Tercer Mundo esta cifra se sitúa en la faja del 5 al 15%.

En el caso del Brasil lo que ocurre es simple: los problemas, con la urbanización y el avance de la problemática social, se trasladarán al espacio local pero la administración pública continúa centralizada, como al inicio del siglo (pasado 
), cuando todo se resolvía desde el gobierno central, en la capital, porque el resto eran poblaciones rurales dispersas. La constitución de 1988 representó un pequeño avance y los municipios brasileños llegaron probablemente al 17% de los recursos públicos.

Hoy, con el grueso de la población en las ciudades, con la necesidad de infraestructura y servicios sistémicamente coherentes y por lo tanto de políticas públicas mucho más complejas, con la presión de las inmensas necesidades del área social que busca formas renovadas de organización y con la fuerza de nuevas tecnologías que cambian la propia lógica de gestión y de organización social, la construcción de la nueva gobernabilidad urbana se tornó una cuestión preeminente, incluso con inmensa visibilidad mundial.

El último informe de las Naciones Unidas, después de referirse a la experiencia de Porto Alegre, hizo un balance elocuente: “El proceso del participatory budgeting (PP) ha sido instrumentado para reducir la corrupción, priorizar las necesidades de los pobres urbanos, legitimar las organizaciones de base comunitarias (OBCs), aumentar la capacidad de respuesta y responsabilidad del gobierno de la ciudad y desarrollar la infraestructura física de la ciudad”. Quien hizo este balance no es un administrador del Partido Trabalhista
 sino Bharat Dahiya, investigador de la Universidad de Cambridge, ex funcionario del Banco Mundial.

Una mirada a las experiencias exitosas en la gestión local, premiadas nacional e internacionalmente, demuestra una presencia muy fuerte en las administraciones progresistas del país. Este hecho es en sí muy significativo. El siglo XX nos aprisionó en dos gigantescas simplificaciones, el estatismo de izquierda y el liberalismo de derecha, cada uno con sus clases redentoras, proletariado y burguesía. Curiosamente, fruto de la derrota de tal simplificación, la izquierda está buscando de manera muy creativa nuevos caminos, descubriendo asociados, sectores responsables, participación, un conjunto de formas democráticas y más humanas de organización social. El liberalismo, con toda su fuerza, se convirtió en una única gran ideología extremista, detenida en el vale todo de las empresas globales, en el surrealismo de la especulación financiera, en la concentración de la renta con sus trágicas consecuencias sociales, en la corrupción y la complicación de gobernabilidad y sobre todo en la pérdida generalizada de los valores que ya lo comienzan a inquietar.

El impresionante avance de los municipios brasileños que adoptaron el sistema de PP se hace así mucho más visible, muestra que incluso con los magros recursos con que cuentan las administraciones locales se pueden obtener inmensos avances.

Al asegurar una administración mucho más racional de los recursos públicos el PP rompe con la propia cultura política heredada de las viejas y corruptas oligarquías que todavía controlan el país. Al restituir la decisión sobre el uso de los recursos públicos a la propia población le devuelve a la política su carácter de dimensión inalienable de cada ciudadano, en lugar de ser la especialidad de una “clase” política que hace la política  “para” ellos. Al organizar al ciudadano para la discusión de sus problemas reconstruye el ágora, el espacio social de discusión política, en vez del tradicional comicio donde se aplaude al candidato. Al favorecer un tejido de organizaciones sociales en torno de sus intereses, ello lleva a que la política se torne una dimensión permanente de nuestra vida en lugar de ser una actividad formal del voto cada cuatro años. Al reunir técnicos y población para discutir problemas prácticos genera una nueva ciudadanía que sabe cuánto cuesta asfaltar un kilómetro de la calle, que pasa a conocer quién contamina el agua de su barrio, que transforma su irritación en acción constructiva.

No basta, y no sustituye a la ciudadanía nacional o a la ciudadanía global, lo que está emergiendo. Pero una ciudadanía conciente y organizada constituye sin duda una inversión más sólida a mediano y largo plazo para que consigamos transformaciones políticas más amplias. 

Un estudio como este, presentando nombres de primera línea, cruzando la visión de investigadores con la experiencia de administradores, abre caminos que son de inmensa importancia para todos nosotros.

- 1 -

Co-gestión: reforma democrática del Estado

Tarso Genro

I

La cuestión del control público del Estado pasa a ser la cuestión institucional “llave” para el futuro de los regímenes democráticos descendientes de las revoluciones de la modernidad. El simple cierre melancólico de los regímenes del Este Europeo, en verdad no sólo fue inservible para impulsar las soluciones políticas en Occidente, tampoco permitió que se acelerasen cambios económicos que renuevan los poderes, “de hecho”, de las elites, reduciendo la importancia de la representación política y del carácter público del Estado.

Este desafío para las democracias requiere dos niveles de reflexión. Uno teórico y otro práctico. No sólo una reflexión arbitrada sobre las nuevas formas institucionales capaces de promover un “nuevo contrato social” de la modernidad, para forjar no solamente un nuevo tipo de Estado, sino también una nueva reflexión sobre un nuevo tipo de sociabilidad, una práctica cotidiana de la ciudadanía que exprese un nuevo modo de vida.

Un modo de vida concientemente orientado. Tal vez ésta sea la consigna que sustituya, en el presente, la concepción inscripta en las luchas sociales cuya traducción teórica cabía en la máxima “a cada cual según su trabajo”. Esta fórmula guió la experiencia de millares de movimientos en este siglo (XX)
, siempre inspirados en un “mesianismo” clasista, derrotado por la incapacidad de responder a un mundo cada vez más complejo.

Una sociedad que posibilite una vida conscientemente orientada presupone –como ideal– la oportunidad de que sus ciudadanos decidan sobre el derecho de recibir del fondo social, construido por la comunión de esfuerzos de toda la colectividad, aquello que mínimamente necesitan para reproducir sus condiciones de existencia. Y presupone también un reglamento ajustado, a través de sucesivas disputas democráticas, que formen una voluntad democrática hegemónica, basada en valores destinados a afirmar una tendencia a la igualdad y la solidaridad.

Los medios actuales, producidos por la revolución científico-tecnológica en curso permiten la consulta permanente a la población, la institución de controles estadísticos, el cálculo y almacenamiento de informaciones, capaces de dar una concreta imagen distributiva a esta idea. Ella  –la idea de la democracia material– se torna mediadora de la acción del Estado y además un “principio general del Derecho”. 

¿Cómo y porqué ésta fórmula “modo de vida conscientemente orientado” substituye  –como utopía concreta– la síntesis tradicional: “a cada cuál según su trabajo”? 

El valor trabajo, tomado en su sentido tradicional, será cada vez más relativizado en las sociedades altamente desarrolladas y, en algunas actividades, el propio tiempo libre será cada vez mayor. Como ya mostró Doménico de Masi en brillantes análisis, el entretenimiento y el ocio, por la reducción creciente del trabajo productivo, también pueden tornarse fuentes de empleo y actividad. Es cierto que el trabajo “productivo” será cada vez menor y más repartido entre los vendedores de la fuerza de trabajo. Este reconocimiento sólo aumenta la necesidad de que estemos preparados para vivir en una sociedad que no sea solamente el trabajo en su sentido clásico, nada más que la medida absoluta para ofrecer los recursos que respondan a las necesidades de cada ciudadano.

El modo de vida a ser definido como posible y necesario –por la acción política– con sus necesidades mínimas satisfechas y la infinita pluralidad de “gustos” que, en las sociedades “informáticas” (o “digitales”) deberá ser cada vez más variado y diferenciado (con grados de necesidad material del todo diferenciados) tendrá que definir la contrapartida material, pasible de ser diferida a cada ciudadano. Pero esta contrapartida deberá resguardar aquel mínimo exigible para una “sobrevivencia civilizada”
.

La cuestión que se plantea hoy es cómo generar una democracia capaz de proporcionar estas condiciones. Para eso es necesario explorar las condiciones del Estado actual y su irrenunciable forma democrática. Me serviré de algunas ideas ya expresadas en otros debates que paso a exponer
 :

II

Las teorías de la Ilustración sobre legitimidad están ligadas, como es reconocido universalmente, a la soberanía popular. A través del contractualismo, que expresa una tensión dialéctica entre regulación social y emancipación social y que se reproduce por la “polarización constante entre voluntad individual y voluntad general”
, un sistema de normas (construido a partir de un cierto consenso) organiza y reproduce el poder del Estado. Por eso, para Rousseau “el Estado legítimo es únicamente el Estado regido por las leyes que son los actos de la voluntad general
 que está identificada en el Derecho moderno con la Constitución, que pasa a revelar la verdadera densidad alcanzada por la soberanía del pueblo.

En el proyecto que se afirmó –aunque ya esté en crisis– sobre el predominio de la “rentabilidad” financiera, la validez abstracta de la “voluntad general” (expresada por la soberanía convertida en norma jurídica) viene perdiendo su capacidad de generar cohesión social y la Constitución jurídica se torna menos “normativa”.

El reconocimiento de la “voluntad general”, erigida en forma constitucional (que confería legitimidad al Estado y en consecuencia a sus órganos judiciales) está siendo substituido por la “inevitabilidad” de los ajustes exigidos por el capital financiero globalizado.

El “valor” contractual, que orienta la reorganización del derecho interno de cada país, queda fundamentado en una dogmática “legitimidad de la deuda pública”
. Esta deuda exige de los movimientos del Estado una única racionalidad posible: la sumisión de los deudores. La “voluntad general”, oriunda de la soberanía del pueblo, en lugar de afirmarse como un proceso de construcción de legalidad pasa a ser un mero reflejo de una necesidad incontrolable, que así conforma la totalidad del ordenamiento. 

Lucio Levy, uno de los compañeros de Bobbio en la producción del lapidario “Diccionario de Política”, vincula la categoría de “legitimidad” a una “situación” y a un “valor” en la configuración del Estado Democrático del Derecho. Una situación, a saber: la de “aceptación del Estado por un segmento relevante de la población”; y a un valor, a saber: “el consenso libremente manifestado por una comunidad de hombres auténticos y conscientes”
.

Esta “situación” y este “valor” que conforman el concepto de legitimidad que está en la base de las democracias contemporáneas desde que está asumido el compromiso con el Estado de Derecho-Democrático, deben ser considerados como permanentes. A partir de ellos, por lo tanto, es que es posible fundamentar una crítica democrática con las limitaciones que el Estado de Derecho actual contrajo con el capital financiero para colocarlo en un estadio superior. Eso es necesario para no permitir que, preservada apenas la “fachada” del Estado de Derecho, la política se convierta en un simple “concurso de popularidad donde los problemas se evaporan en ejercicios de relaciones públicas”
 y las libertades formales permanezcan, apenas, como el esqueleto de una dominación pre-política.

Para que sea viable la recuperación del Estado de Derecho y para que la legalidad, en consecuencia, se torne un instrumento de regeneración democrática, el nuevo abordaje de la teoría de la legitimidad debe partir de la teoría clásica pero no puede limitarse exclusivamente a sus presupuestos formales.

Debe partir de ellos y verificar cómo la “situación” y el “valor” operan en el mundo social real, hacen a las grandes transformaciones económicas y tecnológicas actuales. Estas transformaciones inciden directamente sobre cómo se forman los consensos, que hoy son más fácilmente manipulables lo que explica, también, la reducción de la fuerza constituyente de la política, visible en todos los países del mundo.

Es irrecusable que hoy se erige sobre las naciones una fuerza normativa que obstruye la elección de determinados caminos, impone decisiones y exige ciertas reformas. Esta fuerza opera por “reformas” que reorganizan la relación Estado–sociedad a través de mecanismos decisorios, suprapolíticos y extrajurídicos, sofocando el juego democrático. El creciente “decisionismo”, que permea a los Ejecutivos en sus decisiones más importantes y la desarticulación referencial de valores de la esfera de la política hacia el espacio de la economía comprueban esa tendencia.

Toda la desagregación de la estabilidad e integración social, que fue producida por más de un siglo de luchas sociales  –si tomamos como referencia las revoluciones de 1848–  inducen a la emergencia de nuevos tipos de “desajustes” que son respondidos por los actuales “ajustes” del proyecto neoliberal.

Se trata de un proceso estimulado por una nueva toma de conciencia del “hombre mundial (...) brutalizado por el carácter tecnocrático y desequilibrado de la globalización que tiene efectos profundamente negativos, especialmente en lo que hace a la seguridad y a la paz, a la par que se desarrolla una mundialización de la violencia”
.

El Estado Democrático de Derecho –entonces– aparentemente libre de sus “enemigos totalitarios”, el stalinismo en sus diversas variantes y el fascismo en sus diversas adaptaciones culturales, enfrenta sus propios límites: ellos son marcados por la impotencia de su orden jurídico en contrarrestar la formación autoritaria de un Derecho interno, cuya jurisprudencia se origina, cada vez menos, en decisiones soberanas de lo Judicial y, cada vez más, en determinaciones concretas de origen puramente financiero.

III

En un ensayo publicado en 1992
 en que analiza las conferencias que se hicieron clásicas  –“Ciudadanía y Clase Social” de T.H.Marshall– Tom Bottomore señala un dilema histórico que orienta una cuestión aún no resuelta: el máximo de justicia social alcanzado en la sociedad actual; el Estado de Bienestar no sólo tuvo una corta duración histórica (a no ser en pequeños países europeos) tampoco dejó propuestas institucionales y económicas que solucionasen “un conflicto que persiste entre la tendencia de la economía de mercado a producir desigualdades y la del Estado de Bienestar a fomentar la igualdad”
.

La reinvención del Estado de Derecho Democrático para compatibilizarlo con las transformaciones sociales y económicas que abran un nuevo período de socialización de la política (contrapuesta e integrada a la visión de ciudadanía formal de Benjamin Constant acerca de los modernos) para orientar políticas públicas socializantes (contrapuestas a la lógica de mercado que sólo reproduce más desigualdades), es una tarea central para los juristas y teóricos de la democracia, conscientes de la crisis radical del principio de soberanía, fundante del Estado Moderno.

La teoría moderna del Estado de Derecho, reproducida y perfeccionada en millares de obras, nos enseñó “que toda la soberanía emanaba del Estado-nación”. Y que esta soberanía, en su versión democrática contemporánea, se legitimaba por la representación política a través de la cual, un cuerpo especial de hombres, se ocuparía, por nosotros, de los asuntos públicos. La verdad se desmorona: “Desde el momento en que un país, por sí solo, no puede hacer frente a las especulaciones con su propia moneda, no se puede decir que la economía pertenezca de verdad a los Estados-Nación (...) lo único que le queda a las naciones es el poder (...) de corregir (...) los grandes daños que causan a su propio sistema las decisiones internacionales y los acontecimientos económicos”
.

Norberto Bobbio ya observó la efectividad del fenómeno en su “Diccionario” mostrando que “el mercado mundial posibilitó la formación de empresas multinacionales, detentoras de un poder de decisión que no está sujeto a nadie y está libre de toda forma de control: aunque no sean soberanas, toda vez que no poseen una población y un territorio donde ejercer de manera exclusiva los tradicionales poderes soberanos, estas empresas puede ser consideradas así en el sentido de que –dentro de ciertos límites– no tienen superior alguno”
.

Sólo el Estado que transforma la retórica democrática en control
, de “abajo hacia arriba”, la forma jurídica en contenido concreto, la representación en extensión de la ciudadanía, podrá ofrecer nuevas dimensiones a la esfera pública, pues la reducción del poder de las corporaciones internas al Estado es hoy pura apariencia. Lo que hay es la sustitución de las burocracias emergentes del “Welfare State” y del Estado Desarrollista, por las nuevas burocracias de los bancos centrales y de los altos organismos de “planeamiento”, sujetos estos directamente al capital financiero, en la época en que la globalización creó la ideología del “camino único”.

En verdad este camino exige la “despolitización de la política” para someterla –a conciencia – a las puras determinaciones de la economía. “Los defensores recientes del liberalismo son precisamente aquellos que abogan en defensa de esa particularidad, de la subordinación de lo político al libre juego de las dominaciones económicas, donde se va a instalar precisamente la máxima hobbesiana de dominación del más fuerte. A esto corresponde una evacuación de la esfera propiamente pública”
.  
Parece irrenunciable, por otra parte hace a la internacionalización de todas las relaciones impuestas por la globalización económica, que dejemos de pensar en la ciudadanía tan solo como un estatuto meramente nacional. Todos los impulsos culturales, psicológicos y políticos que inciden sobre la “praxis” de los individuos socialmente considerados, demuestran que la ciudadanía activa, a nivel local y nacional sólo se realizará a partir de su inserción en un mundo que será cada vez más uno solo. Como tal, regulado por nueva formas, de carácter público y privado, en el ámbito de un nuevo Derecho Internacional
, realizando, en extremo, aquella “dependencia de vecindad”, física y obligatoria, prevista por Kant en La Paz Perpetua.

También por eso la cuestión de la organización del Estado y su subordinación a la sociedad civil –a su transparencia y su control social, a su personalidad política renovada– sólo puede ser realizada por otras instituciones. Estas deben combinar las actuales, con la exacerbación de la consulta, del referendum, del plebiscito y otras formas de participación directa, a través de instituciones de consejeros –que emergen de la democracia directa– que puedan remitir incluso hacia la estructuración y el control de los presupuestos públicos. La revolución en la informática y en la micro-electrónica facilita este proceso reformador.

La representación política –estable, previsible, claramente normatizada– debe ser articulada con las representaciones de hecho y de derecho, que tengan capacidad de representar a la ciudadanía activa que hoy organiza a la sociedad civil “por lo bajo” como nuevas formas de poder que construyen –en redes informales y formales– nuevas formas de legitimización. Es una nueva red social de defensa colectiva de la ciudadanía que apareció como reacción democrática de la sociedad fragmentada y carentes de canales de participación contra la impotencia del ritualismo democrático formal.

Estos sectores auto-organizados, cuando se presentan ante al Estado, adquieren identidad en sus demandas específicas y la arrojan en la escena pública. Pasan a contrastarlas con las demás, permitiendo que los grupos organizados salgan de la esfera puramente privada para que sus requerimientos adquieran, por contraste, carácter público. Ellos forman así un sistema de presencias, de participación directa, sin la mediación exclusiva de aquella política cuya “praxis” fue forjada por la cultura de la representación moderna.

IV

El mundo actual
 es un mundo de segregación y exclusión; de las formalidades jurídicas y sociales por un lado y de las informalidades alternativas fragmentadas por el otro. Es un mundo donde los incluidos tienden a formar un bloque de intereses cada vez más homogéneo contra el “resto”. Si esa tendencia no fuera revertida por una nueva cultura de la solidaridad y por nuevos reglamentos, la barbarie se realizaría por el consenso manipulado, basado en las ideas elitistas del pasado.

Con la quiebra frontal de los viejos paradigmas, con la desmoralización de todos los totalitarismos –del fascismo al stalinismo– precisamos reinventar la generosidad, la utopía y la solidaridad. Ella sólo puede surgir a través de una nueva propuesta de sociedad que parta del deseo de un nuevo modo de vida sustentado en nuevas formas jurídicas, incluso para viabilizar un nuevo tipo de derecho: el derecho al trabajo socialmente útil, al lado del trabajo “productivo”.

Este derecho sólo será viabilizado en una sociedad que, al mismo tiempo que promueva el trabajo de solidaridad contra la exclusión, reorganice el derecho al trabajo a través de la propia socialización de los puestos de trabajo y también de la definición del valor del trabajo no productivo por su cuño humano y social.

El Estado
, así fue constituido por la modernidad, nunca dispuso de mecanismos institucionales para “igualar a los desiguales” ni para compensar los “factores reales de poder” que violentan sus instituciones formalmente neutras, a través de las cuales inclusive sus normas “neutras” operan. Hoy, estas instituciones del Estado, vencidas por un mundo pautado por la 3ª revolución científico–tecnológica y por la globalización económica, son objetivamente paralizantes.

Ellas paralizan el movimiento de defensa de los “de abajo”, o sea, de la ciudadanía que precisa de un Estado fuerte y ágil, para protegerse de los superpoderes reales del capital monopolista. Un superpoder que avanza a su regulación en todas las direcciones. Por otra parte esta fuerza económica paraliza también           –contradictoriamente– otro movimiento: el movimiento de avance de los “de arriba” (o sea, de los que no están vinculados al gran capital) que dice necesitar menos instituciones (públicas) y menos “derechos” (públicos) para imponer crecientemente sus reglamentos privados.

Ello ocurre seguramente porque hace dos siglos que no creamos ninguna institución democrática
. Las instituciones fundamentales del Estado son prácticamente las mismas desde hace doscientos años. En cuanto a eso, las transformaciones operadas en la técnica, en la ciencia y en la propia economía mundial, construyeron un mundo cuyas bases materiales se vuelven, tanto contra los valores de la modernidad (haciendo cada vez más inocuas las tradicionales instituciones del Estado), como se vuelven contra la realización práctica de los derechos fundamentales, cada vez más distantes de la cotidianidad del hombre común.

Estas disfunciones del Estado Moderno, que ahogan la vida colectiva, destruyen el “sentido” de lo público y anulan la creencia en la vida democrática (en cuanto a la propia maquinaria de la 3ª revolución científico–tecnológica instiga al individualismo y a la soledad) –estas disfunciones– ayudan a desvincular a los hombres de las formas de solidaridad mínima, que prestan una cierta coherencia a los actuales patrones civilizatorios y al propio Estado Moderno.
La recomposición de la funcionalidad del Estado, en el mundo actual, sólo puede procesarse a través de un “choque democrático”, con la disolución de las barreras burocráticas que separan al Estado del ciudadano común. La consulta, el plebiscito, el referendum pueden ser vulgarizados con su integración de un nuevo Derecho Constitucional Democrático. Por otra parte, el llamado a una participación directa de los ciudadanos por el control de la elaboración y ejecución del Presupuesto –por donde pasa el poder real del Estado y son mediatizados los intereses grupales de clase– puede ser la base de este vuelco regenerativo de la democracia.
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Democracia representativa y 

Democracia participativa
Raul Pont

El tema central de este capítulo está presente en el debate político de la humanidad desde hace, por lo menos, dos siglos. 

Las raíces de los sistemas políticos de representación se encuentran en los regímenes constitucionales de los Estados Modernos. Los regímenes políticos antiguos y medievales, por darse en sociedades esclavistas o serviles, no pueden ser identificados con las situaciones inauguradas en el Estado Moderno. 

Al igual que el Absolutismo, donde la idea de “contrato” ya aparece y el súbdito ya es portador de ciertos derechos, su condición también es distante a la calificación de ciudadano.

Los orígenes de los sistemas representativos nacen de concepciones liberales que expresaban el desarrollo y la maduración de las sociedades mercantiles y de las condiciones objetivas para el surgimiento del capitalismo.

Ese proceso no fue lineal ni simultáneo en Europa o el Nuevo Mundo y expresa a través de varias corrientes teóricas las contradicciones y conflictos sociales que permearon el surgimiento del modo de producción capitalista.

Para simplificar, a efectos de esta presentación podemos reducir a dos grandes vertientes ideológicas burguesas la justificación del Estado, su necesidad y cómo se legitima. Ambas parten del derecho natural del hombre a la libertad y de la crítica al Estado absolutista, en su justificación  del derecho divino de las monarquías o del “contrato” por el cual los hombres, para salir del permanente estado de guerra en que, naturalmente, se encontraban, abdicaban de su soberanía y la transferían de manera absoluta a un rey. 

Esta era para los absolutistas la única condición por la cual los hombres podrían vivir en armonía pues todos abdicaban de su soberanía a favor de un Estado todopoderoso que, por el temor y el poder coercitivo, garantizaba la paz y la vida en sociedad.

La primera de esas vertientes, la concepción liberal posesiva propietarista
, está en el pensamiento de John Locke (1632-1704) que construye su critica al Absolutismo, como dijimos, no por su carácter contractual que ya aparecía en la obra de Thomas Hobbes (1588-1679) sino por la crítica y justificación del derecho divino en el que los monarcas buscaban justificar su poder absoluto. 

El derecho natural para Locke es el derecho a la libertad que, junto con el trabajo, sustenta el derecho a la propiedad y el Estado tiene como función, como objetivo defenderla. Pero esta debe ser la función esencial del Estado bajo control de representantes delegados con el derecho de hacer las leyes y aplicarlas.

La otra vertiente es la concepción liberal “igualitaria” de Jean Jacob Rousseau (1712-1778) cuya base del contrato social presupone la idea del derecho natural a la libertad pero también a la igualdad como condición humana.

Esta introducción no es una divagación teórica o un mero juego de palabras sino que busca situar los orígenes de nuestro debate sobre la delegación de poder. Comprender que no es un debate reciente y que se constituyó hace siglos como un desafío para la humanidad.

De igual modo registrar que las diferentes concepciones teóricas, ideológicas de ese proceso expresan intereses sociales distintos a lo largo de la historia y tienen, hasta hoy, consecuencias diferentes en el desarrollo político de la humanidad. 

Es importante destacar que este debate expresa intereses sociales distintos entre clases y fracciones de clase en el pasaje de una sociedad de pequeños productores, artesanos y agricultores que salen del yugo feudal hacia la consolidación de una nueva elite dominante típicamente capitalista. Le da la verdadera dimensión histórica de que estas concepciones responden a un momento de la humanidad. No son eternas, como no lo fueron las concepciones del mundo del feudalismo o de la transición absolutista. Son relaciones de la sociedad y del Estado que pueden ser alteradas por el protagonismo de los agentes históricos. 

Esto vale para esa época y vale, por supuesto, para los días de hoy. 

La concepción propietaria se fundaba en la identificación de que el derecho a la libertad es el derecho a la propiedad. El Estado era el “contrato” para su garantía, para el mantenimiento de la propiedad y de otros derechos. 

En esta concepción, tanto en Locke como en las formulaciones de Kant (1724-1804) sobre el Estado de Derecho, se presuponen ciudadanos con derechos desiguales en función de la propiedad: “Ciudadanos independientes y ciudadanos no independientes”. A éstos, por su condición de desposeídos, de no propietarios, no se les podía otorgar el derecho al voto, el derecho a la representación en el poder de Estado, de preferencia parlamentario.

Para Locke, a pesar de su visión laica y de la defensa de la tolerancia en una época de intransigencias confesionales, el Estado, la sociedad política que resulta del contrato y lo que expresa la soberanía, el poder coercitivo del Estado, incluso el de condenar a muerte!

La otra concepción, burguesa democrática, el liberalismo igualitario de Rousseau, se fundaba en la visión que “los hombres nacen libres e iguales”, además de que él también constatase que, en su época, “en todas partes había engrillados”.

Si la frase expresaba la realidad del mundo en que vivía donde los hombres no nacían libres e iguales, como “deseaba” el pensamiento de Rousseau, ésta fundamentación es riquísima para expresar su pensamiento basado en la pequeña producción y en el artesanado, la realidad de las pequeñas localidades y/o regiones que rápidamente comenzaba a ser superada por la acumulación capitalista.

Esa realidad conocida por el autor fue suficiente para defender que la soberanía del pueblo, formado por individuos “libres e iguales” no podría ser transferida por necesidad y opción a un monarca, como querían los absolutistas, ni podría ser delegada, en el contrato, al Estado Parlamentario. 

Decía Rousseau que al acto en el cual se realiza el contrato de la sociedad política, donde el pueblo conviene un gobierno, existe un momento anterior que es aquel en que el pueblo es pueblo y ésta condición es la convención primera, aquella soberanía que no puede ser transferida, delegada o dividida.

Para que se mantengan las condiciones de libertad e igualdad donde ningún ciudadano pierda su soberanía en el proceso de formación de la voluntad general, esta no puede ser delegada o transferida, a no ser a los encargados de ejecutarla cuyos mandatos deben ser revocables en cualquier momento.

La concepción utópica de Rousseau, era irreal al mundo que lo rodeaba y rápidamente se transformaba, bien como su concepción sobre la propiedad era simplista, ingenua y basada en la picardía de usurpadores, preanunciaba el gran desafío para cualquier avance democrático al interior de las concepciones liberales.

A partir de estas grandes vertientes se dividen, a lo largo de estos casi dos siglos, sistemas políticos representativos con características propias, con diferenciaciones, pero fundados de modo predominante en la visión del liberalismo propietarista, posesivo. 

Se desdoblan en las formas de repúblicas o monarquías constitucionales parlamentarias donde la soberanía popular delegada al Parlamento unifica las funciones legislativas y ejecutivas a partir de las relaciones de fuerzas al interior de la institución. 

Se expresan también en las repúblicas presidencialistas donde la división de poderes y competencias es más nítida y donde el Ejecutivo y el Legislativo son elegidos por criterios diferentes.

En esa larga experiencia histórica de los países liberales, ya tenemos un elemento de debate e intercambio de informaciones, los sistemas electorales. 

Estos también expresan diferentes niveles de desarrollo económico y grados distintos en la organización política de las clases y fracciones de clases sociales en la disputa de espacios y representaciones dentro del sistema liberal.

Pero, principalmente, ese proceso histórico dio visibilidad cristalina al hecho de que el liberalismo, a lo largo de esos dos siglos, no fue y no es sinónimo de democracia.

Dependiendo del país, durante décadas en el siglo pasado y en este, el derecho a la organización político-partidaria, el derecho al sufragio universal, fueron conquistas duramente alcanzadas. A lo largo del liberalismo, el ejercicio del voto fue elitista, excluyente o limitador: el voto censatario basado en la propiedad y/o en los impuestos dominó el siglo XIX. 

En el Brasil-Imperio se excluían a los negros esclavos, a los indígenas, a las mujeres, a los pobres, en suma, a la mayoría oprimida de la población. Al fin, estos no podían ser “ciudadanos independientes”, como pensaban Locke y Kant, lo que beneficiaba a la oligarquía terrateniente.

Las luchas sociales del siglo XIX por el derecho a la sindicalización, al partido político y a la universalización del voto complementaban así las luchas por la jornada de trabajo y por las condiciones laborales.

Las nuevas contradicciones, los nuevos conflictos, las nuevas relaciones de clase producirán nuevas concepciones político-ideológicas de explicación del mundo y de las relaciones entre la Sociedad y el Estado. Al par de las reivindicaciones y conquistas sociales se desarrolla una nueva concepción del mundo: el pensamiento socialista.

Este tampoco es unívoco, pero en la concepción marxista se hace la crítica a la concepción liberal, afirmando – de manera esquemática – el carácter de clase del Estado, su relación y subordinación a los intereses predominantes en la sociedad en la esfera de la producción.

La igualdad del Estado de Derecho no supera la igualdad jurídica del ciudadano y apenas intenta esconder la enorme desigualdad presente en la sociedad civil en función de la propiedad privada de los medios de producción.

Fuera de la condición insubstituible de que el socialismo requiere la superación de la sociedad de clases y, por lo tanto, del fin de la propiedad privada, el marxismo no desarrolla una concepción del Estado socialista en el sentido de teorizar sobre las nuevas instituciones y sobre cómo serían las relaciones políticas en la nueva sociedad.

Fueron experiencias concretas como la vivida por la Comuna de París (1871) y después por la Revolución Rusa (1917) las que permitieron sistematizaciones teóricas y propuestas que retomaron el problema de la representación política, de la delegación de poder.

La cortísima vida de la Comuna, sofocada en poco más de dos meses de experiencia, no permitió a las clases populares que la impulsaron desarrollar un nuevo tipo de Estado. Pero, al menos, procuraron constituir nuevas relaciones políticas donde predominaban criterios para disminuir delegaciones de poder, ampliar la revocabilidad de los mandatos, modificar a las fuerzas armadas substituyéndolas por ciudadanos armados y disminuir diferencias de remuneración entre los servidores públicos, tratando de no crear privilegios ni favorecer burocracias.

La victoria de la Revolución Rusa inauguró una nueva etapa en la historia de la humanidad proponiéndose constituir las relaciones políticas de un nuevo Estado cuya gran pretensión y objetivo era, también, auto extinguirse junto con el fin de la sociedad de clases.

El gobierno basado en consejos (soviets) que retomaba el viejo tema de la delegación de poder, se proponía superar la mera igualdad jurídica y la distancia del poder político de la mayoría de la población, a través de los consejos (soviets) que resumirían en una sola persona al productor y al legislador.

La experiencia soviética no sobrevivió a la guerra civil y al proceso de autoritarismo y burocratización que prevaleció en la lucha interna en la Unión Soviética. El partido único y la identificación de este con el Estado centralizador y todopoderoso apartaron la posibilidad del fortalecimiento de la auto-gestión, de la auto-organización y del control democrático de un Estado tan sólo planificador “de las cosas” y no un instrumento de dominación de clase, “de la gente”.

El “socialismo real” del Este Europeo y de China y sus seguidores menores sofocaron este debate en el campo de la izquierda a lo largo del siglo y el extendido predominio de las experiencias social-demócratas o de las democracias burguesas liberales consolidó a la democracia representativa como un ápice del avance político de la humanidad.

El brillo fue ofuscado, ciertamente, por el rosario de dictaduras militares y de autoritarismo populista que se sucedieron en América, África y Asia y la misma Europa no salió indemne: Portugal, España y Grecia confirmaron que el siglo XX todavía no sería el siglo de la civilización.

En las últimas décadas, el fin de la “guerra fría”, la profunda crisis vivida por las experiencias del Este Europeo y la fallida “doctrina de seguridad nacional” en América Latina, consolidaron a la democracia representativa en un gran número de países y en los casos en que sustituyó dictaduras tuvo destacada importancia en las conquistas políticas de esas sociedades.

Es innegable, entretanto, que en la mayoría de los países de democracia liberal el sistema de representación vive un proceso de crisis de legitimidad que se expresa en la abstención electoral, en la apatía y no participación político-social y en los bajos índices de afiliación (político) partidaria.

Las causas varían entre los distintos países pero puede afirmarse que las principales residen en:

· el proceso de burocratización y el carácter autoritario de las administraciones y parlamentos;

· la falta de control de los electores y/o del partido sobre los electos;

· los sistemas electorales que distorsionan la representación, defraudando la voluntad popular, a través de los mecanismos distritales y/o barreras y obstáculos para los partidos pequeños;

· la falta de coherencia entre el proyecto y el programa electoral y la práctica de los electos;

· los cambios partidarios sin pérdida del mandato, donde el Brasil debe ostentar el record mundial, amparados por la ley;

· la incapacidad de esos sistemas que garantizan la reproducción del capitalismo y su legitimidad frente a la evidencia de ser éste reproductor de desigualdad y de explotación social.

Es en este cuadro que nuestra experiencia de once años de democracia participativa, en Porto Alegre, adquiere sentido e importancia. 

Sin desconocer los límites de las experiencias locales y que nuestra práctica necesita estar inserta en un proyecto mayor, que piense al país dentro de una nueva concepción del mundo, no cabe cruzar los brazos y esperar que todos los problemas teóricos y estratégicos estén resueltos para poder actuar. 

Al final, como dice Eduardo Galeano, citado en este panel, la utopía, aun cuando pareciera apartarse de nosotros tiene como función obligarnos a caminar para alcanzarla.

En ésta última década construimos, el gobierno y el movimiento popular, una rica experiencia participativa. Tiene su centro en el Presupuesto Público, el elemento más importante, pero no el único, en una gestión municipal. 

Es cierto que el grado de comprensión y de conciencia es diferente entre los participantes, pero quien vive esa práctica difícilmente no adquiera otra visión del Estado, de su funcionamiento y de su carácter. 

Lo que importa, con todo, desde nuestro punto de vista, es que en la práctica desarrollada se resaltan experiencias que componen o tienen la potencialidad de componer un proyecto mayor que venga a retomar el viejo dilema de cómo construir y garantizar una democracia concientizadora y transformadora en sí misma.

No pretendo retomar la dinámica de los mecanismos de funcionamiento de esa experiencia. Sus plenarias regionales y temáticas, su organización a partir de un Reglamento Interno producido por los participantes y que se perfeccionó a lo largo de la década del 90, fue objeto de una larga exposición. 

Nuestro objetivo en este momento es intentar rehacer el eslabón de una experiencia concreta con el debate teórico anterior sobre la democracia representativa y participativa.

Para nosotros, esa cuestión es esencialmente programática. Reflexión y práctica del campo político democrático-popular, que las fuerzas y partidos socialistas pretenden representar. 

La cuestión democrática es central en cualquier proceso de resistencia y superación al neoliberalismo predominante. La democracia participativa, por su potencial movilizador y concientizador, permite a los ciudadanos descubrir al Estado, establecer un efecto de demostración para otros sectores de la sociedad traduciendo este método para las esferas de la lucha política y de la competencia administrativa. 

Por lo tanto nuestro objetivo era establecer la ligadura entre las cuestiones teórico-programáticas y nuestro método de construcción de una experiencia de democracia participativa en sus elementos constitutivos.

Así, las principales características de nuestra experiencia pueden ser resumidas en algunos aspectos susceptibles de servir de referencia y de método, independerte del conocimiento insustituible de cada realidad, para otras experiencias.

La primera de ellas es la participación popular, directa o indirectamente, como en el caso de Porto Alegre donde la participación directa en el Presupuesto Participativo, tanto regional como temática, no es contradictoria con una red de consejos municipales formados por representantes de entidades y asociaciones que también influyan, fuertemente, en las políticas públicas.

La segunda característica es la práctica directa, la acción insustituible de los ciudadanos en las reuniones, discusiones y momentos de conocimiento de los datos, de los números para que las personas se apropien de los elementos necesarios para decidir, formen comisiones de control, de fiscalización y tengan el espacio para la cobranza y la crítica. Cuanto más esto fuera hecho directamente, sin transferirlo a otros, sean ellos líderes comunitarios, sindicales o vereadores
, mayor y más rápido será el avance de la conciencia democrática.

La tercer característica de nuestra experiencia es la auto-organización, expresada en la auto reglamentación construida y decidida por los propios participantes en un saludable ejercicio de soberanía popular que no quede siempre a merced de leyes y decretos decididos por otros. La experiencia de la auto-reglamentación fue riquísima, incorporando criterios que fueron producto de la propia práctica desarrollada, como por ejemplo, consejeros con delegación imperativa y sustitución o revocación de los mandatos cuando consejeros o suplentes abandonan o no cumplen las funciones asumidas.

De la misma forma, la experiencia y el debate entre los participantes llevó a establecer también que funcionarios de la administración con cargos de confianza del gobierno no podrían ser consejeros a no ser que renunciasen a aquella situación.

El reglamento incorporó, igualmente, criterios de proporcionalidad cuando la comunidad no encuentra consenso y la disputa involucra a varios candidatos a la condición de consejeros, así como el espíritu de solidaridad a la hora de definir variables (población, carencia de equipamiento público) para jerarquizar obras y servicios. 

Al concluir quiero afirmar que  nuestra experiencia no es una receta o un modelo de exportación pero es una práctica que se suma a otras y con las cuales queremos dialogar y aprender a buscar nuevos caminos para nuestras comunidades.

Nuestra convicción se funda en el proceso histórico que nos enseña que no hay verdades eternas y absolutas en las relaciones entre la sociedad y el Estado y estas se hacen y se rehacen por el protagonismo de los seres sociales y que la búsqueda de una democracia sustantiva, participante, regida por principios éticos de libertad e igualdad social continúa siendo nuestro horizonte histórico y nuestra utopía para la humanidad. 
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Presupuesto Participativo y esfera pública

Elementos para un debate conceptual 
Luciano Fedozzi

Al completar once años de existencia, el PP de Porto Alegre (PP-PoA) se reveló como una de las experiencias de mayor fecundidad democrática del Brasil contemporáneo. El PP-PoA no es una forma inédita de democratización del poder local en el Brasil ya que otras gestiones participativas fueron desarrolladas, especialmente en las décadas 1970/1980
. Mientras tanto, debido a la calidad, a la continuidad administrativa y a la legitimidad alcanzada, la experiencia del PP está, de hecho, revestida de un potente “efecto demostración” que sirve de inspiración para la “réplica” de métodos análogos de gestión en cerca de 70 ciudades brasileñas
 y también en otros países, algunos de los cuales, sorprendentemente, de larga tradición democrática originada en el Estado moderno.

Interpretado en el discurso de diversos actores políticos y sociales como una estrategia bienvenida para la institución de la ciudadanía en el Brasil, el PP viene suscitando discusiones de carácter teórico y práctico que pueden contribuir –a la luz de una reflexión sobre las potencialidades y límites propios de esas experiencias que se amplían en el Brasil– para la construcción de nuevas relaciones entre el Estado y la sociedad, de cuño democratizante, nuevos estadios de equidad social y política y nuevos saberes sociales de carácter emancipatorio.

El presente artículo tiene la intención de focalizar la discusión sobre el caso del PP-PoA a partir de la posible contribución y/o límites de esa práctica política para la creación y consolidación de una esfera pública democrática en el Brasil. Objetivo este que, como señalan diversos analistas, se impone como condición necesaria para la construcción de alternativas socio-políticas potencialmente desconstituyentes de nuestro histórico autoritarismo. Para tal fin son extraídos algunos elementos del estudio anterior más amplio realizado sobre el impacto del PP-PoA para la construcción de la ciudadanía en el país
, enfatizándose, en el presente artículo, principalmente, una lectura de esa experiencia a la luz de la discusión conceptual –ciertamente incompleta y provisoria– relacionada a la categoría “esfera pública”. Inicialmente serán propuestos algunos elementos teóricos relacionados con la noción de esfera pública. En un segundo momento serán abordados los límites y obstáculos existentes para su construcción en el contexto histórico del Brasil para, al final, aportar algunos elementos analíticos sobre la realidad empírica del PP-PoA en su relación con la noción de esfera pública.

Esfera pública y ciudadanía

Es de amplio conocimiento el hecho de que la forma-ciudadanía (moderna)
 encontró su viabilidad histórico-estructural en la transición de la sociedad tradicional al orden racional-legal, representada por el Estado Democrático de Derecho que acompañó el surgimiento del modo de producción capitalista en la modernidad. Es en el ámbito del proceso histórico de racionalización del poder y del Estado que se puede comprender las condiciones históricas en que se dio la evolución de la ciudadanía en sus tres aspectos básicos –civil, político y social – conforme al clásico estudio de Marshall (1967). Tales dimensiones consignaron a la ciudadanía un status sustancialmente enriquecido de derechos, como medida universal de igualdad humana básica. El proceso gradual de afirmación de derechos ocurre, entretanto, a partir de intensas luchas por parte de las clases subalternas, para extender los derechos en cada una de esas tres dimensiones (Hobsbawn, 1987; Bobbio, 1986, 1992; McPherson, 1991).

Como se sabe, uno de los aspectos centrales constitutivos de la acepción de ciudadanía  –como problema teórico, histórico y político– en el ámbito del proceso de organización del régimen democrático moderno, alude respecto a la constitución y al papel desempeñado por el espacio público democrático. Conforme lo destacan diversos analistas, la esfera pública ocupa una posición central en el proceso de permanente fundamentación y justificación de las decisiones políticas, de su validación y efectividad, pues ella se constituye en la arena donde acontece, por un lado, la aglutinación de la voluntad colectiva y, en sentido opuesto, la justificación de las decisiones políticas previamente acordadas (Telles, 1994; Costa, 1994, 1997). 

En efecto, ya en el pensamiento político clásico, la noción de interés “público” aparece a través de dos significados fundamentales relacionados con el ideal democrático y republicano que, de la polis griega hasta el iluminismo de Kant y visto como el gobierno de poder público en público: un significado de público como perteneciente a la esfera estatal, la res pública, contrapuesto a lo privado –transmitido por la distinción clásica entre ius publicum y ius privatum de los juristas romanos– y un significado de público como visible, evidente (“offentliches”-“manifiesto” en alemán) (Bobbio, 1986, p.83-106). Es sabido que el iluminismo, como pensamiento social, propugnó por el establecimiento de un nexo necesario entre la opinión pública y el carácter público del poder. Para Kant, por ejemplo, la visibilidad del poder era una necesidad no sólo política sino moral (1989)
. 

Se hace necesario, mientras tanto, distinguir el doble sentido del concepto de lo “público” conforme lo establece el pensamiento clásico –no obstante el tema de la visibilidad del poder sea puesto en la lista de los llamados “insucesos” de la democracia, por autores realistas como Bobbio (1986, p.83)– de otra dimensión histórica y sociológica que acompañó la realidad de las transformaciones del Estado moderno cual es: la formación de una “esfera pública” como tercera arena societaria localizada entre la sociedad civil y la autoridad del Estado, de acuerdo a las transformaciones estructurales, políticas y culturales que surgieron con el advenimiento de la modernidad (Habermas, 1984)
. En ese sentido, el papel de la esfera pública para el funcionamiento de la democracia ha sido objeto de discusión por diferentes corrientes teóricas
, destacándose en el debate contemporáneo los abordajes realizados por la teoría del discurso de Habermas y las reflexiones sobre la ciudadanía de Hannahh Arendt.

Como se sabe, Arendt (1974) dio una contribución fundamental a la noción del espacio público y de su íntima vinculación con el concepto de ciudadanía
, al relacionar el concepto de espacio público con el mundo compartimentado como los otros que no es propiedad privada de los individuos ni del poder estatal. En ese espacio, para que se alcance la democracia debe prevalecer el principio de igualdad resultante de la organización humana a través de las instituciones, en contraste con la diversidad humana del mundo privado. Para Arendt, el espacio público es donde los hombres, a través de procedimientos discursivos, de la convivencia con la pluralidad humana, de los argumentos, pueden compartimentar la construcción de un mundo común legitimado por el reconocimiento público e intersubjetivo de los otros. Ese reconocimiento de la pluralidad, que torna posible la construcción de un mundo común, necesita del espacio público como lugar de reconocimiento de la singularidad de cada uno.

Es en ese sentido que, al reflejar sobre el fenómeno totalitario engendrado por la sociedad moderna, Arendt funda el concepto de ciudadanía como derecho a tener derechos para referirse a la disolución del espacio público como base del mundo común. Por eso, en el sentido arendtiano, perder al acceso a la esfera de lo público significa perder el acceso a la igualdad pues la destitución de la ciudadanía y la limitación a la esfera privada significa la privación de los derechos, una vez que estos sólo existen en función de la pluralidad de los hombres, o sea,  de la garantía tácita de que los miembros de una comunidad se dan unos a los otros. Para Arendt la política instituye la pluralidad humana en un mundo común solamente posible a través del espacio público. Más ese espacio público es definido como un espacio posible de ser construido solamente por la acción y por la palabra
.

Por otro lado, en Cambio Estructural de la Esfera Pública, Habermas (1984) contribuyó decisivamente a esclarecer los aspectos que hicieran surgir, en la historia de Occidente, un espacio público de esa naturaleza y sus importantes desdoblamientos sociales, políticos y culturales para la modernidad. Al mostrar el largo y gradual proceso de emergencia de una relevancia pública de la “esfera privada” en la sociedad burguesa, Habermas apunta hacia implicancias significativas en la estructuración de las relaciones sociales que lo hacen reflejar sobre el propio cambio del papel y del contenido de la política moderna y sus determinaciones.

Uno de los fenómenos analizados por Habermas, y que están relacionados con la emergencia de una esfera pública, se refiere a la separación entre la subjetividad del individuo burgués, en la esfera privada (“esfera íntima”) y la actividad derivada del retiro de las actividades productivas al interior de la casa burguesa. La elaboración de las experiencias subjetivas de esos seres humanos privados habría permitido la constitución de autonomías con relación al rígido orden jerárquico medieval. Los salones, los círculos literarios, constituyeron los espacios posibles para la crítica cultural a través de una nueva racionalidad argumentativa basada en una comunicación discursiva entre iguales. La existencia de una esfera pública crítica constituida por individuos capaces de establecer relaciones puramente humanas unas con las otras habría favorecido romper con las jerarquías fundadas en la autoridad y en la tradición, creando las condiciones para la acción política (Habermas, 1984).

Según Avritzer, la perspectiva abierta en Cambio Estructural de la Esfera Pública (la primer obra habermasiana) expresa una divergencia empírica con la concepción marxiana sobre la naturaleza de la política
. Esa divergencia tiene en cuenta la constatación de la existencia de una esfera de libre debate durante los siglos XVII y XVIII con importantes implicancias sobre el papel y el contenido de la política moderna. En la medida que la “reproducción de las vidas de los individuos privados trasciende los límites de la autoridad doméstica privada y se torna objeto de interés público, se crea una zona continua de contacto administrativo que se hace crítica en el sentido que ella desencadena el juicio crítico de un público capaz de hacer uso de la razón” (Habermas según Avritzer, 1996, p.31). Así:

la determinación política en las sociedades modernas no puede ya ser reducida a priori en la falta de correspondencia entre la estratificación social y la universalidad política, tal como supuso Marx (...) pues ella abarca otra dimensión (...) relacionada con la disputa entre individuos privados y la autoridad estatal acerca de la universalidad de los procedimientos administrativos que hablan respecto de  la regulación de la actividad material. Esta disputa está en el origen de una esfera no analizada por Marx y que Habermas denomina como pública (Avritzer, 1996, p.31)

La publicitación como forma de participar del poder político, la diferenciación entre el poder político y el poder económico, el debate público, crítico y racional sobre las decisiones de la autoridad estatal que aludían respecto a la esfera material, son características de un fenómeno histórico del cual Habermas extrae serias implicancias para el análisis de la política moderna. Una de las más importantes se relaciona con el hecho de que la discusión entre individuos privados y la autoridad estatal realizados en una “esfera que no es privada –ya que los intereses individuales están suspendidos– ni es estatal en el sentido de que el prestigio derivado de la posición administrativo-estatal también está suspendido – es capaz de transformar las determinaciones de la esfera pública en determinaciones reales” y no meramente ilusorias (Avritzer, 1996, p.30-4). Para Habermas, la posibilidad de la universalización de la política abierta por la constitución de una esfera pública se convierte en algo real, que no depende, por lo tanto, de las estratificaciones sociales existentes en la esfera material, tal como supuso Marx (La Cuestión Judía, 1991) al sustentar la falsa determinación de la política derivada de la ruptura, establecida por el Estado Moderno, entre la vida material y la vida política y/o entre el individualismo en la esfera de la producción (burgués) y el universalismo en la esfera de la política (ciudadano)
. 

Como se sabe, en su producción teórica Habermas sustentará una relectura de la modernidad como resultado de un largo diálogo crítico y reconstructivo de carácter multidisciplinario con los clásicos de la filosofía, de la sociología y la psicología
. No cabe aquí reconstruir ese debate que en la Teoría de Acción Comunicativa (1984b) es culminación de su original modo de interpretar la modernidad –a partir del “paradigma de la comunicación – y es punto de partida para la teoría (democrática) procedimental de la política deliberativa.

Cabe apenas señalar que, según Habermas, en la modernidad occidental ocurre un proceso de diferenciación de las estructuras de racionalidad que disoció la complejización de las estructuras sistémicas del proceso de racionalización comunicativa de las estructuras del mundo de la vida (Habermas, 1984b, II, 153). Como resultado de ese proceso surge una diferenciación social más compleja de lo que la dualidad entre Estado y sociedad suponían otras teorías convencionales. De un lado se organizan estructuras sistémicas que no sólo se diferencian del mundo de la vida sino que se diferencian entre sí: el subsistema económico y el subsistema administrativo (Habermas, 1984b, II, 180-3). En una relación distinta de las estructuras sistémicas se sitúa el campo de interacción social organizado en torno a la idea de un consenso normativo generado a partir de las estructuras de acción comunicativa. De esa forma Habermas hace una distinción fundamental entre acción instrumental y acción comunicativa. La acción instrumental es la forma de acción técnica que aplica (racionalmente) medios para obtener fines. Esa forma de acción es típica de la integración sistémica que pasó a predominar en las sociedades modernas, institucionalizándose en dos subsistemas (lo económico y lo político) indispensable para el funcionamiento y la reproducción de la sociedad. La integración sistémica, por lo tanto, es una forma objetivada de coordinación de acción social propia a la economía de mercado y de la dimensión administrativa del Estado moderno. Ya en la acción comunicativa se da en una base interactiva de los mundos objetivo, social y subjetivo, permitiendo que los actores se relacionen simultáneamente con: a) los hechos de la naturaleza; b) las personas, a través del juzgamiento de las acciones y de las normas existentes en la sociedad y c) sus pulsiones interiores, expresando sus sentimientos y vivencias. Son las esferas de la sociedad en que el lenguaje desempeña el papel que el dinero desempeña en el sistema económico y el poder en el sistema político. Esa forma de coordinación de la acción es propia de la integración social en el mundo vivido (Lebenswelt)
.

Conforme a la teoría de acción comunicativa, sin un sistema lingüístico que permita la acción comunicativa, o mejor, la interacción lingüísticamente mediada, no se puede pensar y analizar las relaciones sociales cotidianas, espontáneas y patronizadas
. Ocurre que en el mundo sistémico ya no hay lugar para la acción comunicativa pues el lenguaje es substituido por el dinero (en el sistema económico) y por el poder (en el sistema político). Así, una de las patologías que caracteriza a la modernidad es exactamente la colonización del mundo vivido por el mundo sistémico. O sea, para Habermas, la acción instrumental va invadiendo los espacios del mundo vivido, desalojando y expulsando la acción comunicativa de su habitat natural (desde la familia, asociaciones barriales, comunidades de base, sindicatos, esto es, instituciones sociales hasta organizaciones artísticas, científicas, culturales, etc.) (Freitag, 1992).

Son esas relaciones multifacéticas, oriundas de los conflictos surgidos del encuentro de los subsistemas (económico y administrativo) entre sí y de estos con el mundo de la vida, que constituyen el centro del diagnóstico habermasiano de las sociedades contemporáneas. Para Habermas, el resultado de ese encuentro no es la desaparición de las formas interactivas pero sí el surgimiento de una esfera de autonomía social identificada con el proceso de producción de la democracia (Avritzer, 1996). Por eso, él no niega la necesidad de la acción instrumental para asegurar la reproducción material e institucional de la vida (al interior del sistema económico y político) –sino que defiende la descolonización del mundo vivido y la restauración, en ese mundo, de la sociabilidad, de la espontaneidad y de la solidaridad con base en la acción comunicativa.

Esa reflexión sobre una modernidad inconclusa y selectiva siguió desarrollándose en el conjunto de las obras habermasianas posteriores a la Teoría de la Acción Comunicativa. En esas obras el autor vislumbra, a partir de los marcos de la teoría del discurso y del redescubrimiento de la sociedad civil, la importancia de una esfera pública, políticamente influyente donde agentes comunicativamente competentes sean capaces de someter tradiciones, normas y autoridades a procesos de cuestionamiento y juzgamiento discursivo, llevando a la sustitución de un consenso basado en la convención por otro de carácter pos-convencional (Habermas, 1983; 1989). Entretanto, para Habermas, la modificación de los procedimientos de legitimación del Estado intervencionista, con un subsistema político centrado en sí y orientado por el poder, lleva a la necesidad de modificación de la idea normativa de la auto-organización de la sociedad conforme a la noción clásica de la “soberanía popular”. En esa modificación: 

podemos distinguir el poder generado de manera comunicativa y el poder utilizado administrativamente. En el espacio público político se entrecruzan entonces dos procesos en sentidos opuestos: la generación comunicativa del poder legítimo, para la cual Hannahh Arendt esbozó un modelo normativo, y la obtención de legitimación por el sistema político, con lo cual el poder el poder administrativo es reflejado. Como los dos  procesos –la formación espontánea de opinión en espacios públicos autónomos y la obtención organizada de lealtad de las masas– y quien domina a quien es una cuestión empírica (Habermas, 1990, p.108).

De manera contemporanea Habermas entiende que en la esfera pública política están presentes dos procesos simultáneos y ambivalentes: a) el uso manipulador del poder de los medios para la obtención de la lealtad política de las masas y la influencia de las preferencias del consumo frente a los imperativos sistémicos y b) la generación comunicativa del poder legítimo (Costa, 1997a, p. 182; 1997b, p.9)
. La teoría discursiva se preocupa, por lo tanto, en investigar el origen de los inputs que alcanzan a la esfera pública como generación de poder legítimo en un contexto secularizado lo que la lleva a reconocer la fuerza de las formas de coordinación de la acción del mundo sistémico pero también del campo originado en los flujos comunicativos del mundo de la vida, caracterizado por acciones orientadas para el entendimiento. “La canalización de los flujos comunicativos provenientes del mundo de la vida hacia la esfera pública cabe fundamentalmente al conjunto de asociaciones voluntarias desvinculadas del mercado y del estado a que se denomina sociedad civil” (Costa, 1997b, p.9). La categoría sociedad civil como “base social de espacios públicos autónomos” (Habermas, 1945, p.48) abarca, así las diferentes asociaciones voluntarias que “absorben y condensan la resonancia que las situaciones-problema emergentes en la sociedad se encuentran en los dominios de la vida privada, canalizando tal respuesta de forma ampliada hacia la esfera pública política” (Habermas según Costa, 1997a, p. 183). A esa esfera cabría:

actuar como instancia intermediadora entre los impulsos comunicativos generados en el mundo de la vida y los colegiados competentes que articulan, institucionalmente, el proceso de formación de la voluntad política (parlamentos, consejos, etc.). Cuando los flujos comunicativos generados en los” micro-dominios de la práctica cotidiana” extrapolan las fronteras de las esferas públicas autónomas, pueden tener acceso a las instancias deliberativas previstas en el orden democrático y finalmente influir en las decisiones allí tomadas (Costa, 1997a, p.182).

La ampliación de la esfera pública a través de la creación de espacios políticos de realización de los procedimientos argumentativos (comunicativos) de formación de la opinión y de la voluntad que orientan las decisiones políticas adquiere, en la teoría democrática habermasiana, un papel fundamental para la institucionalización de la política deliberativa, conforme explicitó el autor en obras más recientes (Habermas, 1995; 1997). De ahí, la defensa de la posibilidad de conjugar la soberanía popular –entendida como proceso de auto-legislación o forma de autodeterminación política de la comunidad– con la institucionalización de los procedimientos de comunicación de la opinión pública y de la formación de la voluntad política, y uno de los aspectos que diferencian la política deliberativa del “republicanismo” (y/o “comunitarismo”) como concepto político opuesto a la concepción liberal, especialmente presente en el debate norteamericano. La teoría del discurso toma elementos de ambos y los articula de un modo nuevo y distinto:

coincidiendo con el modelo republicano, ella (la teoría del discurso) concede un lugar central al proceso político de formación de la opinión y de la voluntad común pero sin entender como algo secundario la estructuración en términos de Estado de Derecho. En lugar de eso, la teoría del discurso entiende los derechos fundamentales y los principios del Estado de Derecho como una respuesta consecuente con la cuestión de cómo institucionalizar los exigentes presupuestos comunicativos del proceso democrático. La teoría del discurso no hace que la realización de una política deliberativa dependa de una ciudadanía colectivamente capaz de acción, pero sí de la institucionalización de los correspondientes procedimientos y presupuestos comunicativos (...) Así como en el Estado liberal también en la teoría del discurso los límites entre el Estado y la sociedad son respetados; más aquí la sociedad civil, como base social de espacios públicos autónomos, se distingue tanto del sistema de acción económica cuanto de la administración pública (Habermas, 1995, p.47-8). 

La teoría propuesta por Habermas, aunque acepte la noción de política propia del republicanismo como autodeterminación de la comunidad, entiende que es importante la institucionalización de esos procedimientos, al contrario de lo que se puede deducir del pensamiento de Hannah Arendt
. La movilización contínua y permanente de la ciudadanía en la esfera pública, desprendida de la noción republicanista, se tornaría insuficiente para revertir la tendencia de restricción de la participación en las democracias contemporáneas (tendencia sustentada por las “teorías elitistas de la democracia” cuando abogan, en nombre del “realismo”, la imposibilidad de compatibilizar administración compleja, racionalidad y participación
). Diferente del republicanismo, la teoría del discurso entiende que “la política dialógica (racionalidad comunicativa volcada al entendimiento) y la política instrumental (volcada al éxito) pueden entrelazarse en el campo de las deliberaciones cuando las correspondientes formas de comunicación están suficientemente institucionalizadas (Habermas, 1995, p.45). La instancia generadora del poder legítimo, mientras tanto, es la esfera pública, la dimensión de la sociedad donde se da el intercambio discursivo. Tal poder generado comunicativamente tiene primacía sobre el poder administrativamente generado por el Estado, no sólo normativamente sino porque el segundo deriva del primero.

Entretanto, la esfera pública y los procedimientos de formación democrática de opinión y de la voluntad política, institucionalizadas en términos del Estado de Derecho, deben ser capaces de afirmarse contra los otros dos poderes –el dinero y el poder administrativo. Por lo tanto todo gira en torno de las condiciones de comunicación y de los procedimientos que otorgan a la formación institucionalizada de la opinión y de la voluntad política su forma legitimadora.  

Límites a la construcción de la esfera pública

y de la ciudadanía en el Brasil

El tema de la ciudadanía se transformó en uno de los principales temas de la agenda política nacional a partir del proceso de democratización vivenciado por la sociedad brasileña desde el final de la década del 70. No obstante que ese nuevo contexto indica las nuevas bases sobre las cuales se debe centrar el análisis de las recientes transformaciones de la sociedad brasileña, los diferentes enfoques teóricos de las ciencias sociales en el Brasil se enfrentan a las dificultades en conceptualizar el carácter histórico de nuestra no-ciudadanía (me refiero a la inexistencia de condiciones siquiera semejantes a la ciudadanía descripta por Marshall). Prueba de eso es que todos los esfuerzos analíticos en ese sentido acaban expresando conceptos paradojales en relación a la noción de ciudadanía, desde el concepto de ciudadanía concedida acuñada por Sales (1994) , pasando por la idea de parias (Paoli, 1992) hasta llegar a la ciudadanía regulada (Santos, 1987).

Un amplio campo de interpretación sociológica brasileña de inspiración weberiana apunta hacia el hecho de que la inexistencia de ciudadanía entre nosotros tiene su génesis fundada en las condiciones estructurales (institucionales y político culturales), producto de la fuerte influencia del modelo de dominación patrimonialista-burocrático en el proceso de formación del Estado y de la sociedad brasileña. Estudios clásicos realizados sobre ese enfoque (Holanda, 1993; Faoro, 1958; Schwartzman, 1988; O´Donnell, 1988), aunque con abordajes teóricos diferenciados, apuntan hacia un profundo autoritarismo como característica histórico-estructural de nuestra formación social y política. Autoritarismo este que representa la contracara del recurrente hibridismo brasileño, cual es: una formalidad jurídico-institucional aparentemente compatible con la de una moderna sociedad democrática, conviviendo con prácticas socio-políticas de carácter tradicional, patrimonialistas, oligárquicas y clientelistas. Prácticas esas que, entre otros elementos, se reproducen a través de una perniciosa indiferencia entre lo que es “público” y lo que es “privado” y/o personal, configurando una persistente sumisión de lo público en lo privado que interpone obstáculos estructurales en la constitución de un orden social moderno y democrático, basado en leyes impersonales de validez universal.

En el plano de la política ese modelo se expresó por la inexistencia de una esfera pública democrática –en cuanto espacio de producción de consentimiento y regulación de conflictos sociales–, por la ausencia de mediaciones institucionales y sociales y ausencia de un sistema político que funcionase como representación de intereses
. Características funcionales que llevarán, por un lado, al proceso de exclusión social y política de los segmentos populares –siendo sus demandas  por políticas públicas estatizadas a través de mecanismos de cooptación clientelistas y asintencialistas y, por otro lado, a los procesos institucionales y/o extralegales de privatización de los criterios de regulación del fondo público, a favor de los intereses económicos y políticos de las elites y de grupos particularistas. Esas características, en su conjunto, denotan una distancia estratosférica con relación a la interpretación habermasiana de la modernidad, en la medida en que, empíricamente, no hubo en el Brasil la completud de separación de las esferas de la economía, de la sociedad civil y de la sociedad política. Esa peculiaridad brasileña actúa como telón de fondo para la insuficiente realización del Estado de Derecho en el país, expresado por la inexistencia de la autonomía del sistema jurídico (Neves, 1996).

De esa forma, una amplia literatura mostró que la característica peculiar de la sociedad brasileña es por haberse construido contrariamente al ideario de igualdad fundado por la modernidad, donde la ciudadanía, como principio republicano de la cosa pública, nunca logró instituirse como elemento mediador de las relaciones entre Estado y sociedad (Telles, 1994; Carvalho, 1990), en detrimento de las continuidades de un modelo de dominación y de un Estado, formados por el orden patrimonialista y por los patrones oligárquicos de la cosa pública, que representan las raíces antirrepublicanas y antidemocráticas de nuestra formación social y política. Se torna evidente que la superación de esa herencia autoritaria en la gestión socio-estatal, en las instituciones de la sociedad civil y en la cultura política, es una condición para viabilizar los principios republicanos y democráticos necesarios para la promoción de la ciudadanía.

Mientras tanto, el surgimiento de nuevos actores sociales y de nuevas prácticas políticas y culturales, en el ámbito de la ampliación y de la vitalización de la sociedad civil que acompañó la democratización en las últimas décadas, indican un cuadro fecundo de construcción del espacio público en el Brasil. Al centrar el tema, en especial, sobre la importancia de los movimientos sociales y su conexión con el espacio público, algunos analistas apuntaron a la existencia de dos abordajes complementarios a ese respecto (Costa, 1997, p.180): en primer término hacia la importancia de “determinadas garantías institucionales y legales a la manifestación, expresión y organización políticas consolidadas a lo largo de la democratización”
; y en segundo lugar, enfatizando el carácter público / publicista presente en la idea de la esfera pública, tratando del contexto social marcado por la emergencia de nuevos actores los cuales buscarían la `redefinición del espacio público y del espacio privado´, ampliando de esta forma las fronteras de la política”
. Un tercer abordaje      –que también considero complementario de los demás enfoques citados– puede verificarse debido a los esfuerzos, más recientes, de reflexión sobre las posibilidades que le abrió la llegada al poder local de fuerzas progresistas y de izquierda, a partir de la década de 1980 (Daniel, 1990, 1994; Bittar, Coelho, 1994; Simoes, 1992; Fisher, 1993; Baierle, 1993; Fedozzi, 1994, 1997). En ese nuevo contexto, donde se abren posibilidades de efectuar prácticas innovadoras de la gestión socio-estatal, especialmente local, redefiniendo las relaciones entre Estado-Sociedad, se destacan las prácticas de los Presupuestos Participativos municipales, entre los que la experiencia de Porto Alegre parece haberse constituido en una referencia “emblemática”.

La importancia adquirida por los Presupuestos Participativos viene, entre otros factores, del hecho que, a pesar de que el presupuesto público se constituye en un instrumento fundamental para la gestión socio-estatal, la práctica presupuestaria en el Brasil nunca fue debidamente tomada en serio (Singer, 1989; Nascimento, 1986; Giacomoni, 1993b)
 . Al contrario, el presupuesto público en el país es un reflejo fiel de las prácticas patrimonialistas de gestión del Estado, pues por un lado es una pieza de ficción que demuestra la permanente dualidad entre un país formal y un país real y, por otro, un instrumento privilegiado de acceso clientelístico a los recursos públicos a través de procesos de “trueque” –ya sea como intercambio de favores entre los propios poderes del Estado, ya sea como distribución de los recursos públicos por las instancias de gobierno mediante criterios particularistas consecuencia de intereses personales y/o privados. No por casualidad trascendió,  en 1993, el escándalo que envolvió a la Comisión Mixta del Congreso Nacional responsable por el análisis del presupuesto de la Unión, que se conoció como “la mafia del presupuesto”
. En ese sentido los presupuestos participativos reúnen por lo menos dos potencialidades que resaltan la importancia de la ampliación de la esfera pública democrática: 1) la participación activa de los ciudadanos y de la sociedad civil en el espacio público y 2) el grado de su influencia real en las decisiones sobre el principal instrumento de gestión de la administración pública.

En este sentido, a continuación serán examinadas algunas dimensiones que pueden indicar la contribución de la experiencia del PP-PoA para la construcción de la esfera pública democrática y, en consecuencia, para la propia promoción de la ciudadanía y la consolidación de la democracia en el Brasil. Ese examen privilegiará, entretanto, el análisis de esa experiencia centrada en la categoría “esfera pública” aunque, ciertamente, de manera provisoria e incompleta. Antes, más bien, será descripta la forma de funcionamiento del PP-PoA
.

Qué es el Presupuesto Participativo de Porto Alegre

El Presupuesto Participativo se sustenta en una estructura y en un proceso de participación comunitaria, guiado por tres principios básicos:

1. reglas universales de participación en instancias institucionales y regulares de funcionamiento;

2. un método objetivo de definición de los recursos para asignaciones, referentes a un ciclo anual del presupuesto del municipio; y

3. un proceso decisorio, descentralizado, teniendo como base la división de la ciudad en 16 regiones presupuestarias.

Actores y estructura de participación

La estructura del Presupuesto Participativo está formada básicamente por tres instancias mediadoras de relación entre el Ejecutivo Municipal y los pobladores
 de la ciudad:

a) unidades administrativas y órganos internos al Ejecutivo Municipal volcados especialmente para el gerenciamiento y el procesamiento técnico-político de la discusión presupuestaria con los pobladores. Entre ellos se destacan el Gabinete de Planeamiento (GAPLAN) y la Coordinación de las Relaciones con la Comunidad (CRC);

b) instancias comunitarias, autónomas en relación a la Administración Municipal, principalmente formadas por organizaciones de base regional –Consejos  Populares, Articulaciones Regionales, Unión de Villas y otras– que articulan la participación de los pobladores y la selección de las prioridades de inversión de las regiones de la ciudad. Por ser autónomas y depender del nivel de organización de los pobladores de cada región, esas instancias no existen en todas las regiones del PP-PoA, teniendo diferentes formatos y niveles de organización, de funcionamiento y de participación;

c) instancias institucionales permanentes de participación comunitarias específicas del PP-PoA –como el Consejo del Presupuesto Participativo, Asambleas Regionales, Foro Regional, Plenarias Temáticas y Foro Temático del Presupuesto– encargadas de los procedimientos concernientes a su dinámica de manera de viabilizar la co-gestión de los recursos públicos y la presentación de las cuentas del Ejecutivo a las comunidades sobre las decisiones en las asignaciones presupuestarias.

El proceso de participación

El proceso de participación en las definiciones del presupuesto municipal se da en tres etapas y según dos modalidades de participación: la regional y la temática. Las Asambleas Regionales y las Asambleas Temáticas son concomitantes y obedecen a la misma dinámica, difiriendo en cuanto al carácter de la agenda de discusión: demandas territorializadas, en el primer caso, y temas específicos referentes al conjunto de las 16 regiones de la Ciudad, en el segundo.

Las tres etapas en las que se desarrolla el ciclo anual del PP-PoA son:

1) realización de las Asambleas Regionales y Temáticas;

2) formación de las instancias institucionales de participación, tales como el Consejo del Presupuesto y los Foros de Delegados;

3) discusión del presupuesto del Municipio y aprobación del Plan de Inversiones por los representantes de los pobladores (de la ciudad) en el Consejo del PP.

Primera etapa

Las Asambleas Regionales se realizan en cada una de las 16 regiones de la ciudad  mientras que los Plenarios Temáticos, creados más recientemente y en número de cinco –Transporte y Circulación; Educación, Esparcimiento y Cultura; Salud y Asistencia Social; Desarrollo Económico y Tributario; Organización de la Ciudad y Desarrollo Urbano– se desarrollan en locales que no dependen del recorte regional.

Es importante señalar que la regionalización del Presupuesto Participativo se dio mediante criterios socio-espaciales, de acuerdo con la tradición organizativa de los movimientos de pobladores de la Ciudad y no obedeciendo a criterios exclusivamente “técnicos” zonal-urbanísticos, como establecía hasta entonces la división regional del Plan Director de la Ciudad de Porto Alegre.

En conjunto, las dos modalidades de participación generan 21 asambleas (16 regionales y 5 temáticas) que ocurren en dos “ruedas” oficiales por año, esto es, en dos ciclos anuales de 21 asambleas populares las que se diferencian según sus pautas de trabajo, conforme se verá más adelante.

Las dos ruedas anuales de las Asambleas Regionales y Temáticas son abiertas a la participación individual de cualquier poblador de la Ciudad y de los representantes de las entidades civiles. Las asambleas cuentan con la presencia del Prefecto y de los Secretarios de los Órganos Municipales, siendo coordinadas por integrantes de la Administración Municipal y por representantes comunitarios.

Antes de las asambleas anuales hay reuniones preparatorias de los pobladores, las que son realizadas por lo general en el mes de marzo y organizadas mediante una dinámica autónoma, sin la coordinación por parte de la Prefectura Municipal. Esas reuniones preparatorias dan inicio al levantamiento de las demandas de los pobladores en forma individual, de las instituciones comunitarias de base y/o de los grupos organizados que actúan en cada región o en el ámbito de los Plenarios Temáticos. En esas reuniones preparatorias son también iniciadas las articulaciones de las comunidades para la elección de sus representantes junto a las instancias supra-regionales del PP como, por ejemplo, el Consejo del Presupuesto.

La primer rueda de asambleas, que se realiza en marzo-abril, tiene los siguientes objetivos y pautas:

· presentación de cuentas por el Ejecutivo, del Plan de Inversiones del año anterior y presentación del Plan aprobado para el Presupuesto vigente;

· evaluación del Plan de Inversiones del año anterior por parte de los pobladores de la región y/o participantes de los temáticos y por el Ejecutivo;

· primeras elecciones para los Foros de Delegados, mediante el criterio de un Delegado para cada 20 personas presentes en la Asamblea. Los demás Delegados al Foro de Delegados de las Regionales o de los Plenarios Temáticos son elegidos, como podrá verse, en los momentos siguientes del proceso.

Entre la primer y la segunda rueda de asambleas oficiales, de marzo a junio, se hacen las llamadas reuniones preparatorias “intermediarias” que también son organizadas por la propia población de las regionales y temáticos, aunque cuenten con el acompañamiento de un representante del ejecutivo. En esos encuentros, las demandas aprobadas en cada entidad o grupo organizado  (por ej., asociaciones vecinales, clubes de madres, centro deportivos o culturales, cooperativas de vivienda, sindicatos, organizaciones no gubernamentales, etc.), son jerarquizadas por los participantes en términos de prioridades, a través de procesos de negociación y votación. Las regiones más organizadas poseen una “micro-regionalización” interna a efectos de la determinación de sus prioridades. Esas listas de prioridades son llevadas a la discusión y aprobación en reuniones de toda las regiones y/o temáticos.

En esas reuniones intermediarias, cada Regional o Asamblea Temática elige tres prioridades sectoriales por orden de importancia (por ej., 1ª - saneamiento; 2ª - pavimentación de calles y 3ª - salud), así como son jerarquizadas las obras propuestas por los pobladores en cada uno de los sectores de inversión (por ej., en el sector de saneamiento básico – descarga cloacal: 1º Villa Esmeralda; 2º Villa Triángulo y 3º Villa Pinhal, etc.). La lista de las prioridades sectoriales y de la jerarquía de las obras en cada sector de inversión es llevada al Ejecutivo. También en ese momento son elegidos los demás representantes al Foro de Delegados de cada Región o Temática, a través de un criterio patrón de un delegado por cada diez personas presentes en el mayor encuentro realizado por la región y/o temática.

La segunda rueda de Asambleas Regionales y Temáticas, realizadas en los meses de junio y julio es organizada de la siguiente manera:

· el Ejecutivo presenta los principales elementos de la política tributaria y de ingresos y la política de egresos que deben orientar la elaboración del presupuesto del próximo año, así como presenta la propuesta de criterios para la distribución de los recursos de inversión;

· los representantes comunitarios exponen, ante la asamblea de pobladores y al Ejecutivo, las demandas priorizadas que fueron aprobadas en las reuniones intermediarias de las regiones y en los plenarios temáticos;

· son electos los representantes al Consejo del Presupuesto Participativo, a través de la elección de dos miembros titulares y dos suplentes para cada regional y temática.

Segunda etapa

Se forman las instancias institucionales de participación comunitaria: el Consejo del Presupuesto Participativo (COP
) y de los Foros de Delegados (16 regionales y 5 temáticos).

El Consejo es la principal instancia participativa. En él, los representantes comunitarios provenientes de las Regionales y de los Temáticos toman contacto con las finanzas municipales, discuten y defienden las prioridades regionales y temáticas. Son en las sesiones del Consejo, realizadas a lo largo del segundo semestre –en días y horarios fijos de la semana– que se procesan las mediaciones institucionales supervisando las principales decisiones del PP-PoA (el Cuadro 1 muestra las atribuciones y normas de funcionamiento del Consejo).

Los Foros de Delegados son instancias colegiadas amplias que poseen un carácter consultivo, fiscalizador y movilizador, reuniéndose de manera esporádica. Esos Foros procuran ampliar el compromiso de las bases comunitarias en relación con el proceso del PP-PoA, en especial para el seguimiento de la elaboración del Plan de Inversiones y para el proceso de fiscalización de la ejecución de las obras de la Prefectura.

La elección de los miembros de esas dos instancias arriba indicadas sucede a través de la presentación de credenciales, siendo los representantes electos proporcionalmente a votación de la credencial respectiva. Las votaciones son abiertas a la participación de todos los pobladores, siendo acreditados los mayores de 16 años. No hay indicación de representantes por entidades y el mandato de los representantes y delegados es revocable por la Asamblea de la Regional y/o del Plenario Temático.

En la página siguiente se muestra el Cuadro 1

Cuadro 1    –      Atribuciones y Normas de Funcionamiento del (COP) Consejo de Presupuesto Participativo - Prefectura Municipal de Porto Alegre-RS-1995

Atribuciones
Fiscalizar y deliberar sobre los ingresos y gastos del poder Público Municipal

Composición
*2 Consejeros Titulares y 2 Suplentes de c/u de las 16 regiones administrativas *2 Consejeros Titulares y 2 Suplentes de c/u de los 5 Plenarios Temáticos *1 Representante Titular y 1 Suplente del Sindicato de los Municipales de PoA * 1 Repres. Titular y 1 Suplente de la Unión de Asoc. de Pobladores de PoA * 1 Repres. de CRC * 1 Repres. del GAPLAN

Mandato
Un año – puede haber una reelección consecutiva

Competencia
*opinar y posicionarse sobre la propuesta del Gobierno acerca de la Ley de Directivas Presupuestarias (LDO) *opinar y posicionarse sobre la propuesta de la pieza presupuestaria anual a ser enviada a la Cámara Municipal *opinar y posicionarse sobre aspectos de la política tributaria y de recaudación del Poder Público Municipal *opinar sobre las obras y actividades de planificación presup. del Gobierno y presupuesto anual presentado por el Ejecutivo *Acompañar la ejecución presupuestaria, fiscalizar el Plan presup. de Gobierno opinando sobre alteraciones en el Plan de Inversiones *opinar y posicionarse sobre aplicación de recursos extra presupuestarios *Decidir con el Ejecutivo sobre metodologías para la discusión y definición de la pieza presupuestaria y del Plan presup. de Gobierno *opinar sobre inversiones priorizadas por el Ejecutivo *Solicitar documentos técnicos a las secretarías y órganos del gobierno

Votaciones
Aprobación por mayoría simple. Las decisiones son encaminadas al Ejecutivo. En caso de veto retornan al COP para una nueva apreciación. Impugnación de veto por decisión mínima de 2/3 de los consejeros – con apreciación final del Prefecto Municipal

Organiz. interna
Una coordinación, una secretaría ejecutiva y consejeros

Reuniones
Mínimo, 1 por semana

Reuniones de los Consejeros con los Delegados
Mínimo, 1 por mes, para informar el proceso de discusión en el Consejo y recibir sugestiones y/o deliberaciones por escrito  



Atribuciones de los Delegados
*Reunirse con los Consejeros y difundir a la población los asuntos tratados en el COP *Acompañar el Plan de Inversiones, desde su elaboración a la conclusión de las obras *Conformar las comisiones que acompañarán la elaboración del Plan de Inversiones, licitaciones, etc. *Deliberar en conjunto con los representantes sobre inconvenientes en la elaboración del Plan de Inversiones *Discutir y proponer sobre la LDO y sobre el Plan Plurianual y el Presupuesto Anual  *Deliberar con los consejeros sobre modificaciones en el proceso del Presupuesto Participativo

Fuente: Reglamento Interno del COP/CRC/PMOA

Tercera etapa

Con la participación de los nuevos consejeros y delegados, en los meses de julio a agosto, se inicia la etapa de detallar la confección del Presupuesto.

En cuanto el Ejecutivo realiza, durante el mes de agosto, un trabajo interno de compatibilización entre las demandas de los pobladores  y sus propias demandas y elabora la propuesta presupuestaria en sus grandes componentes económicos (ingresos y gastos) el Consejo del Presupuesto discute los criterios para la distribución de los recursos, define el calendario de reuniones y su reglamento interno.

Los trabajos en el Consejo del Presupuesto comprenden básicamente dos fases:

· discusión de los items de ingresos y egresos (que no contienen las especificaciones de las obras) hasta el envío del Proyecto de Ley Presupuestaria a la Cámara de Vereadores
 (30 de setiembre);

· elaboración del Plan de Inversiones que consta de una lista detallada de obras y actividades priorizadas por el Consejo del Presupuesto.

El Consejo del Presupuesto al mismo tiempo que acompaña los debates  del proyecto presupuestario en el Legislativo, hasta su aprobación el 30 de noviembre, realiza sesiones entre los meses de setiembre a diciembre, a fin de dar el detalle de las obras y proyectos de inversiones. La discusión de las asignaciones está delimitada por la previsión de los ingresos generales y de los gastos con la planilla de personal y demás rubros estimados por el Ejecutivo, incluyéndose la previsión de los gastos compulsivos y los gastos fijados por ley, por ejemplo de los porcentajes previstos constitucionalmente para las áreas de la educación y de la salud (conforme a la Ley Orgánica Municipal).

El Ejecutivo participa de la definición de las asignaciones a través del Gabinete de Planificación (GAPLAN) y de la presencia de los órganos municipales en las sesiones del Consejo, proponiendo obras y proyectos de interés global, de alcance multi-regional o también obras en las que el Gobierno Municipal, mediante una evaluación técnica, juzgue necesarias para una determinada región de la Ciudad. El Consejo discute el monto total de los recursos para inversiones del presupuesto municipal. No existe un límite previo fijado por el Ejecutivo en la discusión de ese tipo de recursos. El Plan de Inversiones en ese sentido está compuesto por obras y acciones provenientes de los pleitos regionales y temáticos y obras / actividades que procuran atender diversas regiones o a “toda la Ciudad”. En la etapa final del proceso, el Plan de Inversiones aprobado recibe una publicación especial y se constituye en el documento básico de fiscalización de los representantes comunitarios y de la rendición de cuentas que el Ejecutivo realiza en las instancias del Presupuesto Participativo.

Método y criterios para la distribución

de los recursos de inversión

La distribución de los recursos de inversión obedece a un método procesal de planificación participativa que se inicia con la indicación de las prioridades por las instancias regionales o temáticas y culmina con la aprobación, por el Consejo de Presupuesto, de un Plan de Inversiones que detalla obras y actividades discriminadas por sector de inversión, por región y para toda la Ciudad.

El método de distribución de los recursos es el siguiente: al inicio las regiones y temáticas definen las tres prioridades sectoriales, las que orientan la elaboración de la propuesta en lo que atañe a la asignación global de tales recursos así como se jerarquizan las obras y actividades seleccionadas por las comunidades en cada uno de los sectores de inversión indicados por ellas conforme se vio anteriormente al tratarse el tema de las “reuniones intermediarias”.

Definidas las prioridades regionales y temáticas, la distribución entre ellas resulta de la aplicación de criterios objetivos definidos por el Consejo de Presupuesto que son aplicados a cada uno de los sectores de inversiones conforme se detalla:

Son criterios para distribución de la inversión:

1) carencia de servicio o infraestructura urbana;

2) población en áreas de carencia máxima
;

3) población total de cada región del Presupuesto Participativo;

4) prioridad atribuida por la región a los sectores de inversiones demandados por ella.

A cada criterio se le atribuye un puntaje (notas) conforme muestra el Cuadro 2. Ellos varían de 1 a 4 puntos de modo directamente proporcional a:

· la población residente en la región o área de carencia en cuestión. Así, cuanto mayor es la población total de la región o la población residente en las áreas de carencia, mayor es el puntaje atribuido al caso;

· el grado de carencia que la región presenta en el ítem de inversión de que se trata. De la misma forma que el criterio anterior los puntajes indican que cuanto mayor fuera la carencia de la región en ese ítem, mayor será el puntaje para ese caso;

· el grado de prioridad atribuido al ítem de inversión elegido en cada región. Cuanto más prioritaria fuera la demanda sectorial indicada por la región mayor será su puntaje en aquel sector de inversión en cuestión.

A cada uno de los criterios es, además, atribuido un peso de una escala de 1 a 3, proporcional a la importancia que es asignada por el Consejo de Presupuesto para el criterio en cuestión. Así, por ejemplo, el criterio de “carencia de servicio o infraestructura urbana” recibe siempre el peso máximo, como expresión de la voluntad de practicar la justicia distributiva de la cual el PP-PoA se propone como un instrumento efectivo.

Al final, los puntos que cada región de presupuesto recibe en la clasificación del criterio son multiplicados por el peso asignado, obteniéndose así para cada región, una puntuación que determina el porcentual de recursos que ella recibirá en cada item de inversión. Ese porcentual, a su vez, indica las obras a que la región tiene derecho según la jerarquía de obras definidas anteriormente por su comunidad en ese item de inversión. El Cuadro 2 ilustra el procedimiento para el Presupuesto de 1992. La Tabla 1 presenta el facsímil de la aplicación del método, por región, en el caso específico de las inversiones en pavimentación para aquel mismo año. La Figura 1 presenta los principales momentos del ciclo anual del PP.

Cuadro 2   –      Criterios y puntajes de distribución de inversiones 

Presupuesto Participativo de la Prefectura Municipal de PoA – RS – 1992

CARENCIA DE SERVICIOS O INFRAESTRUCTURA
PESO 3

hasta 25%
1 punto

de 26 a 50%
2 puntos

de 51 a 75%
3 puntos

de 76% o más
4 puntos

POBLACIÓN EN AREAS DE CARENCIA MÁXIMA 

DE SERVICIOS O INFRAESTRUCTURA
PESO 2

hasta 4.999 habitantes
1 punto

de 5.000 a 14.999
2 puntos

de 15.000 a 29.999
3 puntos

más de 30.000
4 puntos

POBLACIÓN TOTAL DE LA REGIÓN
PESO 1

hasta 4.999 habitantes
1 punto

de 50.000 a 99.999
2 puntos

de 100.000 a 199.999
3 puntos

más de 200.000
4 puntos

PRIORIDAD DE LA REGIÓN
PESO 2

de 4ª prioridad o más
1 punto

3ª prioridad
2 puntos

2ª prioridad
3 puntos

1ª  prioridad
4 puntos

fuente GAPLAN

Tabla 1 – Facsímil de aplicación del método de distribución de inversiones de pavimentación

Prefectura de Porto Alegre – RS  - año 1992

Planilla 1 – Cálculo de puntuación Total de la Micro región – Sector Pavimentación
Total recursos
1.602.300.000

Micro región
Criterios
Compromisos




Disponible 

inversiones 
1.602.300.000


Carencias 
Población carente
Población total
Prioridad de la región
Puntaje
21.000 metros


Peso
Punto
Total
Peso
Punto
Total
Peso
Punto
Total
Peso
Punto
Total
Total

General
%
Valor

 a distribuir

1) ILHAS
3
4
12
2
2
4
1
1
1
2
4
8
25
8,36
1.755,85

2) HUN-NAVEGANTES
3
1
3
2
2
4
1
2
2
2
1
2
11
3,69
   772,58

3) LESTE
3
2
6
2
4
8
1
3
3
2
4
8
25
8,36
1.755,85

4) L. DO PINHEIRO
3
3
9
2
4
8
1
1
1
2
1
2
20
6,69
1.404,68

5) NORTE
3
1
3
2
4
8
1
3
3
2
3
6
20
6,69
1.404,68

6) NORDESTE
3
2
6
2
3
6
1
1
1
2
3
6
19
6,35
1.334,45

7) PARTENON
3
3
9
2
4
8
1
2
2
2
4
8
27
9,03
1.896,32

8) RESTINGA
3
2
6
2
3
6
1
1
1
2
4
8
21
7,02
1.474,92

9) GLORIA
3
2
6
2
4
8
1
2
2
2
4
8
24
8,03
1.685,62

10) CRUZEIRO
3
2
6
2
4
8
1
2
2
2
2
4
20
6,69
1.404,68

11) CRISTAL
3
0
0
2
1
2
1
1
1
2
4
8
11
3,69
   772,58

12) CENTRO-SUL
3
3
9
2
4
8
1
2
2
2
3
6
25
8,36
1.755,85

13) EXTREMO SUL
3
2
6
2
3
6
1
1
1
2
2
4
17
5,69
1.193,98

14) EIXO DA BALTAZAR
3
0
0
2
2
4
1
3
3
2
3
6
13
4,35
   913,04

15) SUL
3
2
6
2
1
2
1
1
1
2
2
4
13
4,35
   913,04

16) CENTRO
3
0
0
2
1
2
1
4
4
2
1
2
8
2,69
   561,97

100,00
  21.000,00 m

INSTRUCCIONES PARA EL LLENADO DE LA PLANILLA

Secretaría – Completar  sólo la columna “Carencia” con puntaje. a c/Micro región  seg/Criterio Cuad. de Metodología.

GAPLAN – Completar colum. “Poblac. Carente”; “Poblac. Total” y “Prioridad de la Región” s/Crit. C. de Metodología


Total = Peso x Puntos (calc. p/c/Criterio) Puntuación Total = Suma de Totales de c/Criterio

NOTA: El siguiente gráfico que aparece en el libro (Título 1-Ciclo anual de PP-PoA)  no se reproduce por su poca relevancia relativa  y su complejidad. En el supuesto de imprimirse la presente obra se incluirá el mismo. Aquellos que tuvieran particular interés en conocerlo pueden requerir una copia en el Instituto de Estudios y Formación de la CTA.

El Presupuesto  Participativo es una construcción

de la esfera pública democrática

La dinámica instaurada por el PP-PoA vino siendo, en efecto, un proceso socio-político tendencialmente favorable a la creación de las condiciones institucionales necesarias para la promoción de la ciudadanía. Esa innovación, en la forma de generar los recursos municipales, vino proporcionando, por un lado, un proceso de invertir las prioridades de las asignaciones públicas, haciendo que los segmentos sociales históricamente excluídos del desarrollo urbano sean reconocidos como sujetos legítimos del procesos decisorio de la gestión de gobierno. El perfil socio-económico de los participantes mayoritariamente constituídos por las capas de bajos ingresos y bajo nivel de escolaridad
,  y las inversiones prioritarias canalizadas para atender las demandas por saneamiento básico y otras obras de infraestructura y servicios en las villas populares son bastante reveladores en cuanto a ese aspecto
.

Hay otra dimensión importante para resaltar en la práctica del PP y que se relaciona con el proceso de racionalización política emprendida por este método. Al primar, por reglas universales y previsibles de participación y por criterios objetivos e impersonales para la selección de las prioridades apuntadas por las comunidades, el PP establece una dinámica de acceso a los recursos públicos que se opone al particularismo de la “justicia casuística”, esto es, de la práctica de distribución de favores sin apelar a las normas universales necesarias a la ciudadanía, como práctica tradicional que caracteriza la gestión pública brasileña.

Así, la dinámica del PP engendra la constitución de una esfera pública democrática que parece favorecer el ejercicio de control social sobre los gobernantes (accountability)
, creando obstáculos objetivos tanto para la utilización personal-privada de los recursos públicos, por parte de estos últimos, como para el tradicional intercambio de favores (individual y colectivo) que caracteriza el fenómeno clientelista. Tal es así porque en la práctica del PP, la legitimidad de los pleitos de la sociedad civil está constituida por la mediación de criterios transparentes de justicia distributiva que tienden, en la confrontación de las demandas particulares entre sí, a preservar los intereses públicos como contenido de la gestión socio-estatal y principio de la res pública.

Ese proceso, que puede ser sistemáticamente definido como la institución de una esfera pública activa de co-gestión del fondo público municipal (Fedozzi, 1997), se expresa a través de un sistema de reparto de poder, donde las reglas de participación y de distribución de los recursos de inversión son construidas de manera procedimental y argumentativa, en la interacción institucional que se procesa entre los agentes del Ejecutivo y las comunidades de la sociedad civil. Esa dinámica en el procedimiento del reglamento compartimentado establece una forma de legitimación y de validación de las decisiones políticas que es dependiente de la forma con que se relacionan los diversos actores frente a los criterios (previsibles, objetivos, impersonales y universales) construidos en la interacción entre el poder administrativo y los representantes de las comunidades. A su dinámica pública (transparente) instaura así una lógica operacional que obliga a los participantes a que tematicen discursivamente sus demandas en foros públicos, lo que bloquea el uso de criterios de relacionamientos clandestinos entre las entidades de la sociedad civil y el Estado, como prácticas típicas del ejercicio patrimonialista del poder.

El entendimiento del PP a partir del concepto de esfera pública activa de co-gestión de los fondos públicos municipales se justifica en la medida en que, empíricamente, la estructura y el proceso de funcionamiento del PP estableció una arena institucional consensualmente construida y permanentemente revalidada, donde ocurre la producción y la selección de la opinión y la selección de la opinión y la voluntad política para la deliberación sobre los fondos públicos del Municipio. Ese espacio público, entre tanto, exige una acción social activa por parte de los actores (individuales y colectivos) de la sociedad civil, configurando una forma de democracia participativa que presupone el reconocimiento de los individuos como iguales en la propia producción de las reglas y las normas de procedimiento y deliberación. Esta participación, entre tanto, no prescinde de la elección de representantes de las comunidades, en especial en las fases de deliberación junto a instancias colectivas. Se trata por lo tanto de una forma de democracia participativa, esto es, de un método de complementariedad entre la representación tradicional (del Ejecutivo y el Legislativo) y las formas de participación directa de la población que, no obstante, también requieren en su dinámica operacional de instrumentos de representación política, como fue visto anteriormente en la descripción del funcionamiento del PP. La comprensión del PP-PoA como una forma de “democracia directa”, corriente en los medios oficiales de la Administración Popular y en la mayoría de los militantes del Partido Trabalhista, llena en tal sentido funciones ideológicas de legitimación política, a expensas de la imprecisión conceptual. El hecho es que la elección de los representantes al Consejo del Presupuesto y a los Foros de Delegados es un momento altamente competitivo de participación, precisamente porque las comunidades saben que una gran parte de las decisiones –incluso la más importante de ellas, la aprobación del Plan de Inversiones– se procesa en el Consejo de Presupuesto como instancia de representación comunitaria
.

Al mismo tiempo, la categoría “co-gestión” remite a una característica de esa esfera pública desarrollada por la dinámica del PP, que se define strictu sensu por no ser estatal pero tampoco “no-estatal”. En realidad el PP se constituye en un sistema político que pone en contacto: a) el poder administrativo de la esfera pública estatal; b) los flujos comunicativos generados en la esfera pública autónoma
, constituida por las asociaciones voluntarias enraizadas en el mundo de la vida; c) las instancias deliberativas creadas por ese contacto regular y, por lo tanto, institucionalizadas por el funcionamiento sistemático y previsible del PP.

Componen respectivamente la esfera pública del PP (conforme se vio anteriormente en el item “actores y estructura de la participación”): las unidades administrativas volcadas en especial al gerenciamiento y el procesamiento técnico político de la discusión presupuestaria con los pobladores, con un papel destacado para el GAPLAN y el CRC; los individuos y las asociaciones voluntarias autónomas, formadas en particular por oganizaciones de base regional –asociaciones vecinales, club de madres, consejos populares, articulaciones regionales, unión de villas y otras– que articulan la participación de los pobladores y la selección de las prioridades de inversión; y las instancias institucionales permanentes de deliberación, en principal el Consejo de Presupuesto Participativo y los Foros de Delegados, encargados de los procedimientos de co-gestión de los recursos públicos y de control sobre las decisiones tomadas para la adjudicación de las asignaciones presupuestarias. 

En su conjunto tales elementos constituyen una esfera pública de co-gestión en que el poder administrativo ya no se basa solamente en las formas de coordinación de la acción propia del mundo sistémico (razón instrumental). El poder administrativo se somete voluntariamente a un proceso deliberativo en el espacio público volcado a producir consenso que va más allá del aparato estatal, tomando ello como su fuente de legitimidad. Por otro lado, las asociaciones voluntarias constituyentes de la esfera pública autónoma encuentran en las instancias regulares del PP un locus previsible para tematizar y darle basamento institucional a sus aspiraciones originadas y  ancladas en el mundo de la vida y en los contactos interactivos con la sociedad civil.

Ese proceso, entre tanto, tiene un reglamento compartimentado, esto es, la política deliberativa tiene carácter negociable. En ese sentido no se sustentan las interpretaciones que entienden al PP como una “estructura autónoma del Estado y auto-regulada, que se origina en normas de funcionamiento definidas por la propia comunidad, independiente, tanto del Ejecutivo como del Legislativo” (Utzig, 1996, p.215). Ese abordaje es ideológico y potencialmente mitificador de la experiencia real del PP-PoA, toda vez que supone una ausencia (irreal) de la participación del Ejecutivo en la operacionalización de esa esfera pública y sobre estima los componentes autónomos de la acción individual y colectiva de los actores populares en relación al Estado.

Vale decir que la categoría “esfera pública no estatal” propuesta por Genro (1995), para interpretar conceptualmente la experiencia del PP, tiene el mérito de resaltar la necesidad  –en el ámbito de una estrategia de democratización radical del Estado y de la sociedad, diversa tanto del pensamiento “estatizante”, incluso de la izquierda, como del pensamiento liberal– de apartar del Estado el papel de control sobre la esfera pública, vía Ejecutivo o Legislativo, fenómeno típico de la tradición autoritaria y tutelar de la historia brasileña. El PP sería, de tal forma, un procedimiento capaz de posibilitar la penetración del Estado por la sociedad civil, conforme a la concepción gramsciana. Entre tanto, la categoría “esfera pública no estatal” no es capaz de explicar in totum la experiencia del PP-PoA toda vez que no son consideradas la diferencia de naturaleza de las diversas esferas públicas inter relacionadas, tal como vimos anteriormente. En la práctica empírica del PP, las reglas que conforman su estructura y su dinámica, antes de ser establecidas por un proceso de “auto reglamentación” de los sujetos populares –como por lo general interpreta la Administración Popular– fueron instituidas si, a través de un proceso discursivo, de negociación y producción de consenso entre el Ejecutivo y los representantes de los pobladores. En ese proceso, mediado por conflictos y contradicciones de naturaleza diversa y que acontecen en un espacio público común, el Ejecutivo no actuó solamente a partir de imperativos sistémicos sino que se abrió a la producción de normas de acción, reconociendo a los actores populares como sujetos legítimos para proceder a la programación de acciones de poder administrativo. Si, se manejó, entre tanto, mediante una intervención gubernamental activa y con gran poder de iniciativa. La construcción del método para la distribución de los recursos de inversiones, así como la definición de la estructura y del proceso que constituyen la dinámica del PP –la regionalización, las instancias y las formas de representación– son ejemplos concretos de ese proceso de reglamento compartimentado
. En tales momentos el Ejecutivo no impone su visión unilateral consultando simplemente a la población para, al final, tomar en soledad las decisiones finales– algo común en la práctica de la participación tutelada por el Estado–; ni delegó el poder normativo, instituyente de las reglas de participación, a los representantes de los pobladores. El Ejecutivo adoptó si, una postura de producción de consenso en interacción con los movimientos comunitarios, donde las reglas del juego fueron elaboradas dialógicamente aunque de manera autónoma del Poder Legislativo Municipal lo que, sin duda, se revela cada vez más como un punto de tensión y conflicto entre ese Poder, el Ejecutivo y el PP
.

En ese sentido el PP-PoA parece haber traído una importante innovación, en la medida en que el sistema de derechos que define las reglas de participación y distribución de inversiones no son impuestos de una manera vertical o artificial (heterónoma) por el Estado representativo (Ejecutivo o Legislativo) como ocurre con las prácticas populistas y/o autoritarias, que acaban tutelando la participación. Ese sistema de derechos fue y es construido en un proceso consensual –lo que, por supuesto, no excluye el conflicto pero lo presupone– sugiriendo así una situación, no sólo de pertenencia e inclusión de la sociedad civil en instituciones políticas preexistentes, sino una igualdad de derechos de participación de los actores populares en la propia producción y definición de las reglas del juego que definen esa nueva institución política. Ese es uno de los aspectos fundamentales que permiten comprender al PP como una esfera pública de co-gestión que va más allá de las funciones y de la práctica política del tradicional Estado representativo. Tales elementos permiten concluir que, en su esencia, la innovación emprendida por el PP-PoA indica una importante contribución de esa experiencia para el reconocimiento, la construcción y la validación de la esfera pública democrática, como requisito necesario a la promoción de la ciudadanía civil, política y social en el Brasil.

........................................................................................................................................
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Una herramienta para ejecutar

políticas públicas ecológicas

Presupuesto Participativo

Luiza Helena Moll
 

Introducción

Para relacionar la formulación filosófica con algo cercano a la práctica, a la administración, a la institucionalización, es necesario antes analizar el acesso a los derechos con los cambios estructurales del Estado, calificándolo mejor como Estado de Derecho, puntualizando los cambios de la estructura económica que alteren la estructura política y de qué manera implicarán en la progresiva organización de la sociedad civil. El abordaje estructural muestra en qué medida la construcción de la ciudadanía deriva del desarrollo político de la clase trabajadora y gana significado de conducta política activa del ciudadano cuando surge el concepto de Pos-Modernidad, simbolizando este una era de transición que marca diferencias epistemológicas en relación a la Modernidad. 

El surgimiento histórico de trés generaciones sucesivas de derechos erigidos en la dialéctica político-económica estructural del capitalismo constituye condición sin la cual el individuo no se integra al mundo de la vida y queda excluído del sistema social porque no está equipado económica, política, social y culturalmente para convivir con aquellos que usufructúen de todos los artefactos y bienes de la vida producidos.

Tales generaciones son: la de los derechos y garantías individuales, derechos cívicos de 1ª generación; derechos colectivos, derechos económicos de 2ª generación e intereses difusos, derechos individuales homogéneos, de consumo y ambientales de 3ª generación. Los de 1ª son oriundos de las revoluciones democráticas del siglo XVIII,  época en la cual se construyó el proyecto de la Modernidad, que conciernen a la vida, a la libertad y a la propiedad privada. Los de 2ª generación, constituidos por la relación dialética como concesión del capitalismo y como conquista de la clase trabajadora, surgieron en el contexto de la primera Revolución Industrial y son los típicos derechos sociales y económicos, derechos positivos, que dependen de una prestación positiva del Estado y de un especial patrón de financiamiento: la garantía de esos derechos económicos dependen de la capacidad del Estado en poner a disposición de los ciudadanos el funcionamiento de una estructura de servicios públicos a través del cual el individuo pueda tener acceso a los bienes de la vida. Se debe destacar que la exclusión de tales bienes impide que el individuo sea sujeto de derechos de 1ª generación. Además, aunque posteriores al tiempo histórico del surgimiento como derecho subjetivo, los derechos económicos confieren el estadio de garantía para los derechos individuales. Tal la dialéctica estructural, cuya comprensión hoy resulta indispensable cuando se habla de globalización y reducción de los costos públicos.

Para la existencia de esos derechos sociales es necesario que existan condiciones objetivas, de racionalidad material (Max Weber, 1984), sin las cuales esa garantía formal de la Constitución es apenas nominal.

Es importante la contraposición entre los derechos individuales y los sociales, o sean los negativos y los positivos, ya que son el fruto de un proceso de desarrollo y crecimiento económico que acompañado por la politización de los trabajadores, como resultado de su lucha a fines del siglo XVIII y XIX en el continente europeo, le dio paso al Derecho del Trabajo, origen del Welfare State, el Estado de Bienestar Social. Ya en el 2º cuarto del siglo XX son resultado de la acentuada intervención del Estado en la economía, regulando costos, precios y salarios y confiriendo a tales derechos el carácter de salario indirecto que cumplió con la función de producir y reproducir la fuerza del trabajo, al mismo tiempo que liberó el salario directo, prestado por el empleador en forma conmutativa para el consumo en el mercado. Para el capitalismo avanzado tal como para el capitalismo periférico, tales derechos fueron la condición para la construcción de los mercados nacionales auto-sustentados.

Esta fase está vinculada al proceso de repolitización de la sociedad civil y el surgir de un concepto nuevo de ciudadania
, como atributo de ciudadano sujeto de derechos de la 2ª generación. La ciudadanía pasó a significar también algo condigno para la democratización de las instituciones y para la construcción de una sociedad abierta, tal como lo describe Karl Popper (“La sociedad abierta y sus enemigos”, Sáo Paulo: edit. USP, 1974, 2º vol.) porque la ciudadanía solamente es ejercicio cuando el individuo se integra a la sociedad de consumo, alcanza un estadio de bienestar y dispone de equipamiento para convivir entre desiguales, siendo presupuesto para el acceso a los derechos de 3ª generación. Es que el proceso civilizatorio engendrado por el desarrollo de las fuerzas productivas, produce los resultados negativos, que sin duda los hay, y también un proceso de construcción del ciudadano
 (Hirshmann, 1982).

Los derechos de 3ª generación solamente cobran efectividad por vías del ejercicio de la ciudadanía. Además de depender de la efectividad de los de 1ª y 2ª  generación, suponen la integración del individuo al mercado, de manera que sea consumidor de todos los bienes de la vida, como lo supone ser conciente de que su participación como conducta proactiva es indispensable para la efectividad del derecho al consumo y al medio ambiente sano y saludable. Son los derechos clasificados como intereses difusos, individuales homogéneos, colectivos individualizables. Derechos para los cuales basta la formalidad normativa, condición de eficacia, más su efectividad depende de condiciones extranormativas que se dan por via de la organización de la ciudadanía en movimientos sociales, en organizaciones no gubernamentales, en la participación directa sobre el control del Estado y de las instituciones, en las deliberaciones de la esfera pública no estatal, donde los temas propios de la esfera pública son decididos por vías del proceso de formación de consenso, donde la argumentación, sea retórica o científica, y la técnica para las deliberaciones, venciendo el mejor argumento de práctica fundamentada en criterios objetivos extraídos del saber técnico y del coeficiente de relevancia social, lo que atiende al interés general de la colectividad, toda vez que puede ser particular a seguimientos específicos.

La efectividad de derecho al consumo y al ambiente saludable es inherente a la práctica de la ciudadanía, implicando conciencia de relación de consumo, indisociable de una relación de ambiente, porque todo acto de consumo tiene implicancias ambientales (Milton Santos, 1988). Nicholas Georgescu-Roegen
 es el autor de un fecundo texto en este sentido. La idea de la dialéctica consumo-ambiente que nos propone el economista está en el origen del concepto externalidades –consisten en fallas del mercado cuando sus fuerzas no hacen posible la colocación óptima de los recursos en sus mejores condiciones alternativas, tal como ocurre con los recursos y servicios ambientales y todos los bienes y recursos sin precio en el mercado, incluyéndose aquí los residuos de producción y de consumo, por no tener valor y utilidad inmediata para sus dueños, que los arrojan al aire, al agua y al suelo, creando serios problemas de contaminación
. Aunque no con este enfoque de externalidades sino con los de acción del hombre y de la técnica en el espacio, el problema es también desarrollado por la geografía humana, en el Brasil, principalmente en los marcos teóricos de la obra de Milton Santos
, que la considera como inherente al proceso de desarrollo de las fuerzas productivas en una ocupación espacio-temporal, en que la ciencia, por via de la técnica y de la tecnología, es el vínculo de los individuos con los bienes naturales o sea con el espacio ambiental.

  Sobre las repercusiones del patrón de consumo humano, ya sea el de los típicos productos de la sociedad industrial o el de los bienes naturales, los efectos de la acción del hombre sobre el ambiente, nominados por la economía como externalidades, es que hoy se inclina al campo del conocimiento del Derecho Económico por ser tal disciplina jurídica la que tiene por objeto la regulación del régimen de apropiación
, sea esta pública o privada. También la ecología tiene como blanco las externalidades en el sentido de la prevención, de la preservación, de la regeneración, en consideración a los costos ocasionados y en la efectividad del uso del bien ambiental.

Expuestas tales premisas, las políticas que tengan como objetivo la ecología solamente se tornarán en prácticas efectivas mediante el enganche del ciudadano. No es por otra razón que los derechos de 3ª generación (consumo-ambiente) son coetáneos con la preocupación ecológica. Aunque el concepto de ecología se origine en la biología, donde significa “el estudio de las relaciones entre los organismos y el ambiente”, entre los cientistas sociales la ecología se relaciona con cada disciplina específica que tiene como objeto central al hombre, destacándose entre todas la ecología humana conceptuada por la Naciones Unidas como la disciplina que “estudia la distribución territorial y la organización de las comunidades en relación al medio en que viven, dedicando especial atención a los procesos de competición y cooperación”
.

Teniendo en cuenta esta relación específica se deduce que la toma de decisiones atinentes a cuestiones de políticas públicas ambientales deberá incluir al conjunto de la población, tanto por razones de índole democratica como porque sin esa inclusión las iniciativas tenderán al fracaso. Por ello es que el proceso desencadenado para incluir a la población es fundamental y, considerando la experiencia ya consagrada del Presupuesto Participativo que se realiza cada año en el municipio de Porto Alegre (y en otros 77 en el Brasil), es de la mayor valía utilizarla como herramienta para el desarrollo de la ecología humana, que comprende los principales problemas enfrentados por las comunidades, tales como "la población, el medio ambiente, la tecnología y la organización” (Duncan, 1959)
.

El proceso del Presupuesto Participativo en Porto Alegre congrega estos cuatro elementos. En palabras de Luciano Fedozzi, el PP demostró que se confirma “la perspectiva de que las luchas en el lugar del vivir – las luchas sobre las condiciones de existencia en el lugar de residencia y convivencia – (HARVEY, 1982) reflejan no solamente la lucha por la universalización y calificación de las políticas sociales del Estado, así como la lucha del trabajo contra formas de explotación y apropiación representadas por el capital mercantil, la propiedad rural, etc. en lo destacado de los conflictos relacionados con la producción del ambiente construido”
. Como dice el autor en la nota nº 136 de la obra en que analiza el PP en Porto Alegre, “por expoliación urbana se entiende la sumatoria de extorsiones que se opera a través de la inexistencia o precariedad de los servicios de consumo colectivo que  –junto con el acceso a la tierra y a la vivienda– se presentan como socialmente necesarios para la subsistencia de las clases trabajadoras”(Kowarick, 1979).
  

Puesta en estos términos la cuestión de fondo, el  objeto de este texto es demostrar que las localidades del ámbito municipal necesitan disponer hoy de un mecanismo que organice sus poblaciones, tal como lo hace el PP en Porto Alegre, porque la experencia de nueve años de actividad
 ya demostró constituirse en herramienta eficaz en el proceso de toma de decisiones sobre el empleo de los recursos públicos en la solución de los problemas enfrentados por los diversos sectores y segmentos de la ciudad, pudiendo ampliar el objeto de esas deliberaciones para abarcar también los problemas ecológicos. Para justificar la propuesta, I) evidencia que la práctica activa del ciudadano es proporcional al mismo tiempo política que pedagógica y fomenta la ciudadanía participativa como técnica de solución de conflictos en contextos urbanos donde siempre hay una lucha por el consumo y la apropiación ambiental, para la cual el poder de policía del Estado se mostró ineficaz; II) porque los problemas ambientales exigen primordialmente acciones preventivas en estructuras espacio-temporal reales, donde la acción en tiempo histórico de la administración pública es lenta, tardía e ineficaz, a la vez que solamente la alteración de conductas y el uso de técnicas más adecuadas al manejo del espacio es lo que corrige los problemas; III) imponiéndose la utilización de una herramienta de trabajo que contenga, concientice y organice a los individuos de la localidad en una acción permanente de respeto en la relación comsumo-ambiente, porque esta es la condición para el desarrollo sustentado que tenga en cuenta la preservación ambiental y el uso racional, eficiente, de los recursos naturales.

I – Construcción de una cultura ecológica

A partir de la fecunda obra de Kenneth Boulding –El significado del siglo – Eugenio Cánepa, con la lente del economista y la lupa del investigador contumaz, problematiza los costos afectados por la humanidad a la naturaleza. Dice que “el proceso de producción y consumo de cualquier sociedad humana, pasada, presente o futura, es un movimiento continuo de transformación de materia y energía. La producción transforma la materia y energía en cosas útiles, que el consumo se encarga de destruir y transformar en residuos, también bajo las formas de materia y energía. La materia es continuamente reciclada por la naturaleza, la cual, a través de la luz solar, repone la energía degradada. Antes de la llamada revolución industrial, esa visión global era, en cierta forma, innecesaria. En términos planetarios, se verifica que la densidad demográfica (población-área) y la productividad (producción-población) eran extremadamente bajas. Además, la tecnología era extremadamente simple. Todo esto implicaba una baja presión sobre los recursos del planeta... La naturaleza... era un bien libre, no escaso y su abundancia relativa hacía innecesario incorporarla al cálculo económico. (...) Hoy en día, mientras tanto, la situación es totalmente diferente. La Revolución Industrial de los últimos 200 años se extendió por todo el planeta y acarreó aumentos de tal magnitud en materia de población, productividad y uso intensivo de tecnologías complejas que la ficción de la Naturaleza como bien libre, a costo cero, no puede ya ser mantenida impunemente”
.

Hace a este límite que hoy se imponga en la relación hombre-naturaleza un problema nunca antes enfrentado por la humanidad. La forma de encontrar una salida está en identificar sobre qué sistema están montados los problemas (y tal sistema es un específico patrón de producción y consumo), cuya alteración exige una nueva metanoia. Enfrentando este problema como uno de los factores que entiende formar parte de la gran transición de esta hacia una nueva era, Boulding, adoptando de Teilhard de Chardin el concepto de noosfera –el conjunto de conocimientos  tal como existe en los tres mil millones de cerebros de la raza humana, diseminados por la faz de la tierra–
 entiende que para procesar la transición, para efectuar la alteración de la noosfera afirma que cada individuo debería preguntarse: ¿Cuáles de las alteraciones de la noosfera están ocurriendo como resultado de mi propia vida?

Boulding afirma que todos afectamos a la noosfera de tres maneras. Primero: lo que pensamos, el contenido de nuestras mentes es una parte de la noosfera. Deberíamos pensar: ¿En qué dirección nuestra mente está evolucionando y cuáles son los procesos por lo que ocurre el cambio, o no está ocurriendo? ¿Nos sometemos a alguna fuente de información y a nuevos puntos de vista?. Segundo: el flujo de informaciones de unos individuos hacia los otros. Conversando, escribiendo y en la actividad normal de la vida cotidiana, estamos constantemente comunicándonos con otras personas y, en consecuencia, recíprocamente las imágenes del mundo sufren alteraciones, alguien sirve siempre de profesor para otros. Tercero: es el proceso extensión del primero; aquel por el cual obtenemos conocimientos nuevos, no poseídos antes por nadie. Ese proceso es con frecuencia encarado como privilegio de una minoría que hace investigación. Con todo, la investigación es inherente a lo cotidiano y gran parte de las invenciones, soluciones, aunque son hechas por aficionados, de manera que cuanto más las personas se dedicaren a formas y medios más modernos y perfectos de hacer las cosas, más rápida será la tasa general de desarrollo.

Boulding pone el problema en estos términos porque entiende que la población es un lazo para el Planeta, teniendo en el paradigma económico capitalista su sustentación y en los economistas a sus corifeos. El autor analiza que la diferencia entre una sociedad civilizada y otra pos-civilizada está en proporción a los recursos comprometidos con la creación y educación de los niños porque “en una sociedad pos-civilizada, el total de aprendizaje que cada individuo debe satisfacer es tal que la carga educacional de ningún modo puede ser llevado a cabo por la propia familia. Por lo tanto es preciso que la proporción de recursos dedicados a la educación formal sea cada vez mayor (...) esta inversión deliberada en recursos humanos es el resorte real de la transición de una sociedad civilizada hacia una sociedad pos-civilizada... y el problema de la transición es enormemente intensificado debido a la pesada obligación que el gran número de niños constituye”
.

De modo que la carga enfrentada por los países periféricos al sistema capitalista central en procesar la transición necesaria para una nueva mentalidad, hoy, está en manejar escasos recursos para hacer frente a demandas incrementadas, a lo que se suma el gap educacional  de vastos segmentos de la población.

Con todo, la falencia de las instituciones estatales, que deviene fundamentalmente de una crisis fiscal estructural, generadora de la ineficiencia del patrón de financiamiento basado en los recursos derivados de la tributación, encuentra salidas creativas con la repolitización de la sociedad civil, organizada en movimientos sociales y ONGs, cada una congregada por intereses comunes. Este reordenamiento de lo social tiene el potencial de fomentar relaciones de los individuos en movimientos colectivos con alto grado pedagógico y eficacia en la alteración de conductas, fomentando la formación de ciudadanía y creando una conciencia política en sectores de la población con baja o ninguna escolaridad. La satisfacción de las necesidades es otro resultado alcanzado por la via del despertar del ciudadano y del ejercicio de la ciudadanía participativa que no es ya posible ignorar, sin dejar de considerar que tales conquistas están fundando un nuevo flujo de poder social.

En este sentido, la ciudadanía activa constituye un proceso político por vía del cual es posible imaginar el proceso de “gran transición” propuesto por Boulding cuando alerta que la alteración de la noosfera depende del proceso pedagógico y autodidacta de la población. Los movimientos sociales de la ciudadanía, sin dudas, constituyen una escuela de vida, informal, pues lleva a los individuos del colectivo a ir en busca de solución a los problemas lo cual, en los términos antes expuestos, es un aspecto tributario para la alteración de la mentalidad. Se resalta que la predicción no es ingenua. Los griegos hablaron en metanóia y entre los siglos de la Alta Edad Media y el Renacimiento el fenómeno se dio. Hoy se dice que la crisis de los paradigmas constituye el pasaje para el nuevo milenio de una nueva edad media
.

No se piense, pues, que este proceso de decisión que posee un coeficiente político de difícil mensura lleva a la perversión de la igualdad formal de los particularismos y del neocorporativismo. Es que, observada esta realidad con la lente del proceso por via de la representación, lo real queda deformado, incluso restando desconsiderar el hecho de que en el fórum de la representación, en sistemas proporcionales-desproporcionales, los vicios del fisiologismo, del clientelismo, del lobby calificado son vías especiales de procesar particularismos. Ahora, entre las particularidades, aquella que concierne a la solución de problemas de comunidades carentes constituye solución, localizada, que atiende al interés general. Esto, porque el ambiente constituye un sistema integrado de subsistemas y la parte afecta al todo.

El engranaje de la participación popular en las deliberaciones de la comunidad tiene en vista la globalidad y, en la medida que soluciona sus demandas, estará repercutiendo en un avance de los demás sectores de la sociedad local. Así, si el término de las políticas populares discurre respecto a la apropiación de los recursos naturales, siendo el ambiente un sistema integrado, la vía de la solución interesará necesariamente al conjunto del sistema ambiental. 

II – Construcción del espacio ecológico

En los marcos teóricos de la obra de Milton Santos, las categorías de la Geografía Humana son construidas a partir de la realidad. Por lo tanto, en la era de la transición de la Modernidad hacia la Pos Modernidad, el espacio-tiempo geográfico del paradigma “miltiano” es concepto epistemológicamente definido por la lógica del tiempo real, razón por la que en este contexto espacio “es el conjunto indisociable de sistemas de objetos y de sistemas de acciones”. El espacio, tal como está trabajado por este geógrafo, constituye “el estudio dinámico de las categorías internas (el paisaje, la configuración territorial, la división teritorial del trabajo, el espacio producido o productivo, las rugosidades y las formas-contenido) y supone el reconocimiento de algunos procesos básicos, originariamente externos al espacio: la técnica, la acción, los objetos, la norma y los eventos, la universalidad y la particularidad, la totalidad y la totalización, la temporalización y la temporalidad, la idealización y la objetivación, los símbolos y la ideología”.
 

Entendiendo con el Geógrafo que efectivamente el camino para encaminar soluciones sobre la cuestión ecológica pasa por alterar la concepción del espacio, en especial el habitado y el productivo, nunca está demás resaltar que las nociones fundantes de ser del espacio son la técnica, el tiempo, la intencionalidad, materalizados en objetos y acciones.
De ahí que “la luz del presente histórico para que comprendamos la constitución actual del espacio y nos sorprendamos con la emergencia de conceptos, cuyo sistema es abierto, y cuya dialéctica, en las condiciones actuales del mundo, reposa en la forma hegemónica y en las demás formas de racionalidad ... se revelan las nuevas perspectivas de método y de acción, admitiendo cambios de perspectiva en cuanto a la evolución espacial y social y aconsejando cambios en la epistemología de la geografía y de las ciencias sociales como un todo”.
 

Como puede desprenderse hasta este punto, la transición propalada por Boulding depende fundamentalmente de una ruptura epistemológica y esto es lo que Milton Santos propone como la formulación del concepto del espacio con el abordaje metodológico que utiliza, teniendo en cuenta que es multidisciplinario, porque la ecología humana está directamente imbricada en su paradigma geográfico, lo que contribuye a la alteración de la noosfera. Ambas se interesan en la relación del hombre con el medio, como también por la interdependencia humana que se origina en el proceso de acción y reacción entre los hombres y con el espacio que ocupan, no estando disociados de la economía, al contrario, pero sí de la política y del patrón de valores, normas y reglamento jurídico. De modo que el enfoque ecológico dado el dilema esencial de este fin de siglo y, antes que nada, un enfoque derivado del “principio de realidad” (expresión freudiana popularizada que designa darse cuenta de la realidad), porque es inherente a la racionalidad del patrón de producción capitalista y de las externalidades producidas, siendo contingentes, para las cuales las poblaciones son convocadas a encontrar medios de solución, bajo riesgo de no disponer de futuro, implican una racionalidad volcada a descubrir nuevas tecnologías, con la intención de dirigirlas al desarrollo sustentable.
Milton Santos lanza ésta indagación: ¿Y cuáles serían las condiciones de racionalidad en el medio material? En su respuesta afirma que sería hablar de racionalidad del espacio a partir del momento en que éste conoce su mecanización. De ahí hace una comparación en extremo esclarecedora en términos de ruptura epistemológica entre una concepción de espacio productivo en que no había preocupación con las externalidades y un nuevo contexto en que estas deben ser evitadas o dimensionadas en término de costos. Dice: “las vías férreas, el automóvil, el telégrafo, crearán apenas una fluidez relativa del territorio, pues el ámbito geográfico de acción de esas novedades era relativamente limitado. Y sólo en este fin de siglo, con las nuevas técnicas de transmisión y registro de información es que estamos propiamente autorizados para hablar de fluidez del territorio en un sentido amplio. Y también ahora, que por ese motivo, la noción de racionalidad del espacio se impone más clara y extensivamente. Ya vimos que además del contenido técnico que lo caracterizaba hace dos siglos y que, en nuestros días, gana mayor densidad y complejidad, el espacio geográfico acrecienta a esa calidad un nuevo atributo que es la información”. (1997, p.232). 

Y asevera, junto con Horkheimer, que “...en la medida en que el proceso de racionalización no es más el resultado de fuerzas anónimas del mercado sino que es decidido por la conciencia de una minoría planificadora, también la masa de sujetos debe ajustarse: el sujeto debe, por así decir, dedicar todas sus energías para estar dentro y a partir del movimiento de las cosas en los términos de la definición pragmática”
. 

Milton Santos, frente a esto, afirma que “la emergencia de ese espacio racional permite pensar que al fin de cuentas se está realizando aquella previsión de Saint Simon en su Catéchisme des Industriels. Este pensador vaticinaba la sustitución del gobierno de los hombres por el gobierno de las cosas. El progreso sería, en esa predicción, “la administración de las cosas”. Se sobreentiende que las cosas, por su naturaleza, tendrían la condición de dirigir el comportamiento de los hombres. Leibnitz propone una utopía semejante al sugerir la hipótesis de un sincronismo absoluto de los acontecimientos psíquicos y físicos, conforme nos recuerda C.G.Jung (1984, p.64), situación que abriría el camino para la `armonía universal´ de sus sueños” (1997, p.239). 

 Y, más, Milton Santos al explicitar con lucidez el totalitarismo de la racionalidad del espacio, sujeto a reglas preestablecidas que incluyen su propia sustancia, concluye que: “...con el advenimiento del espacio racional, este se convierte en una verdadera máquina, cuya energía es la información y donde son las propias cosas las que constituyen el esquema de nuestra acción posible” (1977, p.241). Recuerda, a propósito de esta constatación, a “Condorcet, en su Éloge de Vaucanson, el genio de la mecánica consiste principalmente en disponer en el espacio de los diversos mecanismos que deben producir un efecto dado y que sirven para regular, distribuir y dirigir la fuerza motriz, esa idea debe ser aproximada a aquella de Bergson, cuando ella hace del espacio `el esquema de nuestra acción posible sobre las cosas´(Évolution Créatrice, Ed. du Centenaire, p.628” (1977, p.241).

III- Herramienta para la intervención ecológica 

Asumiendo como presupuesto fundamental que el espacio es “el esquema de nuestra acción posible sobre las cosas” (Bergson, 1977, p.241), la emergencia en la noosfera de la convicción de que el planeta Tierra impone un límite a la acción de la humanidad, para la reflexión filosófica resta la indagación sobre las condiciones de posibilidad para conocer tal límite y en qué medida el hombre está habilitado para lidiar con él. Mientras, para la reflexión teórica en la Ciencia Política o en la misma Teoría General del Estado Contemporáneo, hay que asumir la convicción de nuevos paradigmas, aquietando el ánimo y observando las interfaces multidisciplinarias, inventariando la contribución que los campos del conocimiento se prestan entre sí, en el sentido de buscarle salida a los problemas, alterando la trayectoria del hombre sobre la Tierra. En términos de principios y valores, ya hay consenso de que económicamente la actuación humana se debe orientar por la adopción de técnicas de desarrollo sustentable
 que tenga en cuenta un uso más eficiente de los recursos naturales (Agenda 21, 1996).  

En términos jurídicos, el desarrollo sustentable sólo será exigible del Estado de Derecho en la medida en que estuvieren garantizados por la Constitución en la carta de los derechos y deberes, los derechos de 1ª, 2ª y 3ª generación, lo que supone el deber del ciudadano a participar activamente en el proceso de la toma de decisiones sobre las cuestiones de la polis, porque según el relato científico de la ecología y la geografía humana, como fue expuesto, el espacio producido y productivo, consumido, se constituye a través de la técnica utilizada, del tiempo y de la intencionalidad, materializándose en las acciones y en los objetos.

Bajo el prisma político, aunque sean reservados para la instancia de la representación los grandes temas de la remodelación de Bretton Woods
 (Belluzzo, 1995), para las localidades que se configuran en municipios lo que se impone es la alteración de la noosfera con una “nueva teoría de la democracia”, que “deberá proceder a la repolitización global de la práctica social y el campo político inmenso que de ello resulte permitirá revelar formas nuevas de opresión y dominación, al mismo tiempo que creará nuevas oportunidades para el ejercicio de nuevas formas de democracia y de ciudadanía
. En Por la mano de Alicia, Boaventura de Sousa Santos enseña que politizar significa identificar relaciones de poder e imaginar formas prácticas para transformarlas en relaciones de autoridades coparticipantes (Boaventura, 1995). 

En la disertación de maestría expuesta a fines de 1986 (MOLL, 1986), el tema de la ciudadanía participativa aunque era considerada mera teorización, pero la idea fue sugerida por las materias de media sobre la ley 7347 de 1985 que creó el rito de la Acción Civil Pública para la defensa de los derechos del medio ambiente y del consumidor. Presentado a análisis desarrollado en la disertación sobre el ejercicio del control del Estado por el ciudadano
 en la 39ª Reunión Anual de la SBPC realizada en Brasilia en julio de 1987, en el Campus de la UNB, la tesis fue fuertemente criticada por Joao Gilberto Lucas Coelho, asesor del entonces Rector Cristovão Buarque para temas de la Constituyente. En opinión de ese político, sería impensable desarrollar prácticas de ciudadanía en municipios con tradición oligárquica y coronelista
 contumaz. Sería fatalmente un obstáculo y el proceso desembocaría en la cooptación y el antiguo “voto de cabresto”
. Al contrario de este vaticinio que en su época fue no estimulante para la publicación del trabajo, la realidad que hoy presenciamos revela que, en verdad, el gran obstáculo para el fortalecimiento del ejercicio de la ciudadanía participativa es la mentalidad “paradigmática” (Kuhn, 1991) del proceso representativo y del poder como representación. Luego, derivado de la concepción de Boulding antes analizada, también en cuanto a la esfera política, se imponen alteraciones de la noosfera y en este sentido vale reproducir el resumen del trabajo presentado en la reunión de julio de 1987:  “se trata de explicitar cuáles son los canales jurídicos permeables a una práctica política garantida institucionalemente, y que tornen a la ciudadanía una acción efectiva, traducida como proceso social de formación de consenso y participación política a nivel de decisión y control. Se observa contemporáneamente que tales canales políticos ya existen como precondiciones en la estructura administrativa del Estado, apareciendo en la dinámica de actuación de la administración pública a través del Planeamiento y del Presupuesto Programa que concretan las gestiones e inclusive la intervención estatal, ya sea en la economía, ya sea en la esfera privada de la sociedad. Esta dinámica substancializa el poder reglamentario y con su práctica procedimental, escapa y es refractaria a los tradicionales medios de control del poder y merece, por lo tanto, urgente atención de las instituciones políticas, en el momento constituyente que la sociedad brasileña vive: se propone, así, la inclusión en la Carta Constitucional de dispositivos que garanticen la participación de representantes de la sociedad (segmentos sociales interesados, por áreas específicas) en los órganos públicos que tengan en su cargo la tarea de planificar y elaborar los presupuestos programas. Esto significa dar un nuevo contenido a la ciudadanía, así como dar nuevo carácter a la legitimidad de los gobiernos, saliendo de la retórica del discurso jurídico para la efectividad de la aciión pública. Y hacer de la palabra constitucional, la práctica social (Moll, 1987).

De allá para aquí, el concepto de ciudadanía fue incorporado a la jerga jurídica-política
 porque la Carta Federal de 1988 contempló como principio (Art. 1º, II), como organización (Art. 5º, XV y XVI) como ejercicio político (Art. 29, XII, XIII; Art. 58, § 2º, Art. 74, § 2 y Art. 204, II) como legitimidad y acción (Art. 5º, LXXI, LXXIII, LXXVII). Es pertinente pues la predicción de la gran transición formulada por Boulding, en la medida que las gestiones del municipio de Porto Alegre del año 1989 hasta hoy alteraron la idea sobre una nueva democracia que implique la práctica efectiva de la ciudadanía en la toma de decisiones y en el proceso social de formación de consenso, en las deliberaciones de la “esfera pública no estatal” sobre los “bienes públicos” no sujetos a la competencia de mercado. 

Simón Schwartzman, al hacer la presentación del libro de Luciano Fedozzi sobre el Presupuesto Participativo, le hace coro a esto. Afirma que “lo que acontece en la esfera política no depende sólo de las formas institucionales de participación sino de las fuerza y del peso relativo de los diversos actores y sectores presentes en los procesos políticos y administrativos, estructuras más profundas relacionadas con la organización de la sociedad para la articulación de sus intereses”.
  

Por otra parte, el considerable acervo bibliográfico hoy existente sobre la cuestión ambiental, anterior y posterior a ECO 92, da cuenta de una hegemonía así como de la necesidad del ejercicio de la ciudadanía participativa para el encaminamiento de políticas ecológicas. No sólo, también sobre la solución de problemas locales como de la ocupación y regularización del uso del suelo, la conferencia de las Naciones Unidas HABITAT 2, realizada en Ginebra en 1996, da cuenta de las innumerables experiencias, en diversos países, abarcando a la ciudadanía en la solución de los problemas antes del dominio exclusivo de la representación, ya sea del legislador o del miembro ejecutivo del gobierno.
  Además, en el campo de las experiencias de presupuesto participativo hay registro de 77 municipios brasileños que lo aplican, siendo el de Pelotas/RS la experiencia pionera. 

Tales referencias cumplen cumplen con la función de verificación empírica para demostrar condiciones de ejecutoriedad de la propuesta que más bien se formula en el sentido de utilizar el proceso como herramienta para el desarrollo de políticas ecológicas.

Visto esto, si el espacio geográfico constituido por la acción del individuo y de la localidad, el municipio, en la organización federativa del Estado, es el locus apropiado para la intervención específica de las políticas públicas ecológicas, además que el bien a ser jurídicamente tutelado preventivamente trascienda a sus límites territoriales. Es cierto que, desde el punto de vista juridiccional, la competencia y la legitimidad para la acción son definidas y repartidas concurrentemente entre los tres entes de la federación. No es de esto que aquí se cuida.

 La proposición tiene en vista la competencia del Poder Ejecutivo municipal en cuanto la obligación de hacer, v.g. el artículo 30, incisos VIII –promover en lo que fuera posible, adecuando el ordenamiento territorial, mediante el planeamiento y control del uso, del parcelamiento y de la ocupación del suelo urbano lo que, por obvio, es atribución contemplada en la Ley Orgánica del Municipio. En cuanto a eso de resaltar el art. 182 de la CFISS, disponiendo que “la política de desarrollo urbano” ejecutada por el Poder Público municipal conforme a directivas generales fijadas en ley, tiene por objeto ordenar el pleno desarrollo de las funciones sociales de la ciudad y garantizar el bienestar de sus habitantes.

Con todo, a la vista de este ordenamiento está el alcalde vinculado a la obligación de respetar también el mandato inserto en el artículo 225, § § e incisos, de los que se destacan los III, IV, V, VI y VII del contenido ambiental ecológico. El Reglamento del Presupuesto Participativo que analicé, en parte, en cuanto al procedimiento, en artículo publicado en la Revista Seqüencia nº 32 (Moll, jul./96 - 92-103) significa tener previstas partidas presupuestarias específicas para las políticas ecológicas.

En la medida en que la promoción del proceso de cada ejercicio financiero destacar partidas para tal finalidad, fomentar los debates, poniendo la rueda en discusión el tema, creando así las condiciones de permanencia en las pautas deliberativas de las cuestiones ambientales.

El sentido de la propuesta y la inversión preventiva es la acción pedagógica de construir una cultura ecológica para lo cual el potencial de la esfera ejecutiva del municipio es mucho más eficaz en cuanto a las iniciativas. Es que las acciones ambientales en el contexto actual de rutina son a posteriori y provocadas por ONGs o por el Ministerio Público ante el Poder Judicial para obtener tutela jurídica en el sentido de compelir a la administración pública a providenciar las medidas posibles. 

Esta es una acción en tiempo histórico en que los poderes estatales operan desfasados de la dinámica de los fenómenos ambientales, que exigen acción en tiempo real o preventivas, las más de las veces siendo tardía e ineficaz la iniciativa hace al daño ya ocurrido.

Inducido el proceso con la herramienta del Presupuesto Participativo, la preocupación ecológica pasará a ser requisito para la implementación de las obras aprobadas. Tornándose asunto obligatorio de las ruedas en las regiones, en el efecto multiplicador de los delegados ante la comunidad y el consejo (COP), el tema ecología  tendrá un canal privilegiado de didáctica ecológica, constituyéndose por lo tanto un anfiteatro original para la formación de conciencia ciudadana de respeto al patrimonio natural, a través del uso más racional y eficiente de sus recursos. 

Así, el tema ecología es tarea apropiada para las reuniones de la comunidad, desmitificando el argumento que sirvió de disculpa para quitar responsabilidad a los agentes económicos, los mayores responsables por la degradación ambiental, cual sea, la de que la exigencia de una nueva ética es fundamental. Más es ingenuo pensar que los individuos van a alterar sus patrones de consumo imponiéndose una ética construida porque, de hecho, el modo más efectivo de compelerlos a la adopción de políticas ambientales de taxación (Principio Contaminador pagador y usuario pagador). Entre tanto, este fundamento fiscalista, si bien que eficiente, genera perversiones en tanto que mantener una máquina fiscal es muy oneroso. Mejor sería invertir en políticas preventivas.

Aunque la economía ambiental sea una de las medidas que puede ser desarrollada de manera concomitante con otras, de vez que la contabilidad ambiental es indispensable para la racionalización del uso de recursos naturales escasos, como el agua por ej., nada será más eficaz que la educación ambiental. El Presupuesto Participativo, en este sentido, tiene el potencial de tornarse una escuela informal haciendo del ambiente contenido de habla ciudadana, dos signos de media, del lenguaje oficial, del discurso político, alterando la noosfera hacia la gran transición que se avecina, en un mundo cuyos límites están puestos por la naturaleza.
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Gestionar las ciudades desde la participación 

El presupuesto participativo.

La experiencia de Porto Alegre (Brasil)

Angel Merino

"Un gran número de gentes, disconformes con el paso del gobierno del pueblo al querido por él o a las listas votadas, ha venido reclamando desde hace tiempo que la democracia se haga de nuevo participativa, entre otras razones, porque es la única forma de expresar políticamente la autonomía de las personas" 

Adela Cortina - Ciudadanía activa 

"Brasil es el país más grande de Latinoaméríca, pero además el que tiene algunas de las ciudades y las experiencias más grandes en temas de participación popular. Todo este proceso, de abajo a arriba, emerge desde la educación de adultos, los sindicatos, las comunidades de base, etc." 

Tomás R. Villasante - Las democracias participativas 

1. El presupuesto participativo y la democracia

La importancia de las ciudades en el actual estado de globalización se ha incrementado notablemente. Esta importancia tiene mucho que ver con problemáticas surgidas como consecuencia de la urbanización expansiva experimentada en las tres últimas décadas, pero también fruto del conjunto de propuestas políticas capaces de articular las soluciones de los problemas con un nuevo concepto de ciudadanía activa, corresponsable y participante. Nadie oculta, también, que en los últimos años se ha puesto más de manifiesto la crisis del estado social de derecho y de la democracia representativa. 

En nuestros días, la conciencia generalizada de la necesidad de afrontar estas crisis con nuevas fórmulas políticas es evidente. En todos los casos se apunta hacia la necesidad de un nuevo contrato social entre el Estado y la ciudadanía. Tony Blair propone en el "Libro Verde" de su partido la urgencia de construir un nuevo contrato para el bienestar. Adela Cortina, empeñada en construir una teoría de la ciudadanía, apelará a la necesidad de avanzar hacia un nuevo contrato social entre el Estado y la ciudadanía que permita satisfacer las exigencias de justicia que debe cubrir un Estado social. "El Estado sólo no puede hacerlo y por eso debe reconocer el indispensable protagonismo de una ciudadanía activa, reconocer y aceptar su corresponsabilidad en la construcción de una sociedad más justa"
. En esta línea se mueve la legitimación democrática de la experiencia municipal de Porto Alegre. La Administración ha manifestado una clara voluntad política, a la hora de elaborar el presupuesto público juntamente con la ciudadanía, de establecer "un contrato social entre el gobierno y la sociedad"
. Jordi Borja, conocedor de la realidad de muchas ciudades latinoamericanas, reconoce de igual modo que la complejidad de los problemas a resolver y la diversidad de actores urbanos hacen inevitable fórmulas participativas y públicas basadas en compromisos
. Estas premisas están presentes a la hora de concretar un modelo participativo que es impensable sin la necesaria emergencia de la ciudadanía. Así lo entendieron las personas que en 1989 elaboraron el programa municipal del Frente Popular de Porto Alegre y que plantearon la necesidad de democratizar las decisiones de una nueva gestión, a partir de Consejos Populares. La consecuencia más clara es lo que hoy conocemos como Presupuesto Participativo. Algunos de los impulsores de esta experiencia, al referirse a su sustento teórico, plantean sus orígenes vinculados a una serie de 

principios generales, "originarios de la Comuna de París y de los soviets”
. Baierle reconoce que la idea de los Consejos Populares contenía una buena mixtura del modelo soviético y de la legitimación populista
. Seguramente en la mente de las mujeres y hombres que entraron a gobernar en la Administración municipal estaba presente el concepto de democracia republicana que conjuga perfectamente la emergencia política de la ciudadanía y la corresponsabilidad activa en las cuestiones de la "polis". Democracia es fundamentalmente deliberación. La deliberación es el procedimiento más adecuado para tratar estas cuestiones públicas, "más incluso que la votación, que no es sino el recurso último, cuando ya se ha empleado convenientemente la fuerza de la palabra"
. 

Con la puesta a punto del Presupuesto Participativo se iba más allá de la mera voluntad de incrementar la participación ciudadana y más allá de una innovadora metodología de participación. Se trataba de compartir un nuevo centro de toma de decisiones que permitiera a la ciudadanía, juntamente con el poder ejecutivo y legislativo "democratizar efectivamente la acción política" y compartir un nuevo espacio público "no tradicional que potencia los derechos de la ciudadanía e impele a los ciudadanos a ser más exigentes y más críticos"
. Un nuevo espacio que ha hecho posible generar la distribución de la renta y socializar la política. 

La principal riqueza del Presupuesto Participativo radica en la democratización de las relaciones del Estado con la sociedad y la creación de una esfera pública, no estatal, desde la que desarrollan mecanismos de control social sobre el Estado
. Se trata de un proceso de cogestión de los recursos públicos en el que el gobierno municipal comparte el poder político a través de una dinámica deliberativa que busca el consenso y la negociación política"
. 

Diez años después de iniciada esta experiencia podemos intuir ya que el Presupuesto Participativo ha impulsado, más allá de la gestión y la planificación, un proceso político generador de conciencia ciudadana. La crítica al monopolio del poder político, de un concepto tutelar del poder y por tanto del modelo patrimonialista se plantea en términos de radicalidad democrática. Sin ninguna duda la experiencia de la ciudad de Porto Alegre va por esta vía. 

Entre los materiales de divulgación e información que la alcaldía de Porto Alegre hace llegar a la población encontramos una aproximación muy pedagógica al concepto de Presupuesto Participativo que no dudamos en reproducir. "El Presupuesto Participativo es una forma pública de poder, no estatal, sino civil. Es a través del Presupuesto Participativo que el ciudadano puede participar en el poder municipal y decidir sobre el conjunto del presupuesto. Esto significa mayor democracia, ya que el gobierno pasa a ser ejercido, también, por la población. Escuchar la voz del ciudadano, individual o colectivamente, y de forma permanente, hacer del sector público un instrumento al servicio de la mayoría de la población, controlar y distribuir la riqueza que generan los impuestos pagados por todos, es el desafío que la Administración Popular se planteó al poner en marcha el Presupuesto Participativo. Ahora, en Porto Alegre tenemos ciudadanos activos, que toman decisiones y que tienen una participación política directa junto al gobierno"
. Importante en todo el proceso de democracia directa es la participación de la población de forma generalizada. Cualquier ciudadano, independiente de su propia organización partidaria, social, religiosa puede participar. Esto significa reconocer que nadie tiene privilegios en el proceso de democracia directa y ningún lugar asegurado en las formas de representación delegada. Este hecho creó algunos problemas inicialmente con estructuras asociativas marcadamente corporativas y de cuño patrimonialista. 

2. La voluntad política de construir un proceso 

Porto Alegre es la capital del Estado de Río Grande do Sul. Tiene un población de 1.300.000 habitantes y está en el centro de una región metropolitana habitada por unos 3.000.000 de personas. De una ciudad en la que tuvo su origen la industrialización del Estado, el municipio entre los años 1960-90 experimenta una pérdida significativa de su peso fabril, transformándose en una ciudad de servicios y de base comercial. Hasta los inicios de la década de los ochenta experimenta un crecimiento acelerado de población, proceso que combinado con una fuerte concentración de la renta existente, generó graves desequilibrios y apartó a un tercio de su población de las infraestructuras urbanas. "En 1989 había un contingente enorme de ciudadanos viviendo en barrios y villas no regularizadas, ocupando barracas, sin agua potable, sin redes de saneamiento, ni calles asfaltadas. Es decir, una enorme deuda social del poder público con una parte significativa de la población. En el inicio del Presupuesto Participativo se constataron casos, comprobados documentalmente, de poblaciones que lucharon durante treinta o cuarenta años para conseguir una red de alcantarillado o pavimentar sus calles"
. Las dimensiones humanas y urbanas de la ciudad dan una mayor autoridad a la experiencia participativa que estamos describiendo. Importancia que se acrecienta si señalamos que en torno a un centenar de municipios brasileños están implantando el Presupuesto Participativo siguiendo la experiencia de Porto Alegre. 

Es evidente que una iniciativa como la del Presupuesto Participativo, surgida desde la esfera de lo instituido, y que conlleva un ejercicio de implicación democrática directa y voluntaria de la ciudadanía, no puede entenderse sin una voluntad explícita y consciente de la estructura política y sin la complicidad del tejido social. 

Este año se conmemora en Porto Alegre los diez afios de funcionamiento de esta iniciativa. La idea se desarrolló durante la campaña electoral municipal de 1988 y aparece plasmada en el programa electoral del Partido dos Trabalhadores (PT). La victoria del Frente Popular, una coalición de partidos de izquierda formada por el Partido dos Trabalhadores, Partido Comunista Brasileiro, Partido Verde y Partido Socialista Brasileiro, permitió poner en marcha el principal compromiso político de la coalición: la democratización del Estado con la participación activa de la población 
. El objetivo de este compromiso era el de "permitir a cada ciudadano que pudiera intervenir en el desarrollo de las políticas públicas y en otras decisiones de gobierno que tuvieran importancia para el futuro de la ciudad"
 . Se planteaba una auténtica transferencia de poder, pero no se tenía claro inicialmente cómo se daría esa transferencia. Tarso Genro reconoce que era una visión progresista y positiva la que defendía la coalición, aunque extremadamente simplista, al no explicar "cómo ocurriría esta transferencia de poder, cómo surgirían las nuevas instituciones de poder popular y cómo se resolvería la propia relación con el Ayuntamiento (Cámara de concejales), a quien (constitucionalmente) es atribuida gran cantidad de competencias, además de ser un organismo con evidente legitimidad política"
 . La idea estaba clara, faltaba por definir el proceso. Ya desde el principio se planteó de forma abierta, poco estructurado desde el punto de vista reglamentario para dar cabida a las propuestas y sugerencias que fueran apareciendo. 

En el primer año del nuevo gobierno municipal (1989), se planteó de forma novedosa el proceso de aprobación del presupuesto municipal y se definió como Orçamento  Participativo. Se buscaba un amplio debate público en el que se definieran las inversiones a realizar en base a las prioridades colectivamente definidas. Aunque en estos momentos, diez años después de iniciado el proceso, el funcionamiento cíclico del Presupuesto Participativo está perfectamente formalizado (cada año se aprueba el reglamento interno), sin embargo su construcción ha seguido diferentes etapas
; etapas que han servido para perfeccionar mecanismos pero no para limitar o descafeinar la participación ciudadana. 

Durante el primer ejercicio democrático del gobierno municipal de izquierdas, se desarrolla una inmensa investigación participativa con el objetivo de conocer las realidades más cercanas y definir las peticiones para el presupuesto del año siguiente.. El desafio inicial era el de hacer viable una relación democrática y participativa entre el poder público municipal y la ciudadanía de Porto Alegre, como base para la discusión y definición de prioridades. Al mismo tiempo había que afrontar algunas dificultades importantes para dar sentido y cuerpo a todo el proceso. La primera surgía del Plan de Desarrollo Urbano existente que dividía a Porto Alegre en cuatro zonas o distritos que nada tenía que ver con las dinámicas que habían creado los movimientos poblacionales urbanos. Del debate con los líderes comunitarios se planteó una nueva territorialización de la ciudad en base a dieciséis regiones o distritos que además incluían en su interior divisiones más pequeñas o micro-regiones
. La segunda gran dificultad se centraba en la situación económica de las arcas municipales, que tenían comprometido el 98% del presupuesto de ingresos en el pago salarial. La situación caótica de la economía municipal incidía directamente en la ciudad, imposibilitando inversiones o no atendiendo demandas reivindicadas por la población. 

Los analistas del Presupuesto Participativo coinciden en analizar que la menor participación ciudadana en los dos primeros años del gobierno municipal de Olivio Dutra fue debida a la coyuntura municipal. Las expectativas de la población eran mayores que la capacidad de respuesta de la administración. Ello generó desconfianza y produjo una menor participación. Tarso Genro describe las primeras reacciones populares: "Todos querían todo al mismo tiempo. Exigían que el gobierno cumpliese las promesas electorales e iniciase inmediatamente las obras destinadas a mejorar la calidad de vida en aquellas regiones históricamente abandonadas por el poder político municipal"
. Al mismo tiempo, hay que señalar que la falta de liquidez en las arcas municipales y la urgencia para pagar las deudas pendientes de los gobiernos anteriores, hipotecó inicialmente la realización de las propuestas programáticas. Se imponía entrar en profundidad a reestructurar la fiscalidad municipal. 

La reforma tributaria pretendía por una parte incrementar la capacidad económica del ayuntamiento y por otra, iniciar las acciones tendientes a dar salida a las problemáticas existentes y ganar credibilidad ciudadana. "Era necesario dialogar con la ciudad, crear condiciones políticas para que los ciudadanos creyesen en los nuevos métodos de gobernar, los cuales por primera vez en la historia de la ciudad incluían a los ciudadanos comunes"
. A partir de 1991 el Presupuesto Participativo se convirtió en un proceso que promovió una mayor participación de las comunidades de las distintas regiones y se afirmó como un nuevo hecho político capaz de canalizar una nueva relación política del Estado con la ciudadanía. 

La sistematización del Presupuesto Participativo en estos diez años de existencia se ha conseguido a partir de un análisis riguroso en su aplicación y de la evaluación continua en su desarrollo y resultados. A partir de 1996 podemos decir que la mecánica de funcionamiento se ha consolidado y que la anual revisión reglamentaria sirve para adecuar posibles novedades y mantener viva la dinámica participativa cíclica. Hasta llegar a esta situación, Luciano Fedocci habla de cuatro fases que ayudan a caracterizarlo.

Primera fase (1989 / 90). Se distingue por: 

· Inexperiencia de los nuevos cargos públicos y de los movimientos comunitarios en promover la participación institucional 

· Frustración de la ciudadanía por la ausencia de resultados materiales. 

· Crisis en la interacción política entre los agentes comunitarios y el equipo de gobierno municipal. 

· Disminución de la participación popular. 

Segunda fase (1990 / 91) 

· Modificaciones internas en la gestión de la planificación municipal. 

· Creación. de una estructura político-administrativa específica para la participación comunitaria 

· Recuperación de la situación finaciera como consecuencia de la refoma tibutaria. 

· Crecimiento del proceso participtivo. 

Tercera fase (1991 / 92) 

· Se avanza en propuestas metodológicas. 

· Se definen los criterios para escoger las prioridades sobre la que deben operar los recursos municipales en los planes de inversión.

· Se experimenta un enorme crecimiento paticipativo. 

Cuarta fase (1993 / 95) 

· Se inicia el segundo mandato del Frente Popular 

· Se introducen algunas modificaciones en la estructura y dinámica del Presupuesto Participativo
.

Durante todos estos procesos, en el seno de las comunidades regionales se experimentan cambios importantes en las organizaciones existentes y en las personas que las lideran. Las políticas clientelares acostumbran a introducir prácticas corporativas que se expresan con resistencia a cualquier cambio. Esto sucede en los nicios del Presupuesto entre algunos líderes que acostumbrados a trabajar de forma clientelar quedan al margen del proceso y pierden legitimidad ante la comunidad. También nos encontramos casos en los que dirigentes conocidos en etapas anteriores se reciclan y resitúan y juegan un papel importantísimo de mediación entre sus bases y la institución como moduladores de la tensión política en función de los objetivos que pesiguen. Pero la propia dinámica del Presupuesto ha hecho emerger nuevos líderes que han aprendido a partir de los métodos de trabajo y que son los que adquieren un peso y prestigio más importante
. La división territorial de la ciudad en dieciseis distritos o regiones en base a criterios geográficos, sociales y de organización comunitaria implicó una redefinición radical de los liderazgos comunitarios
. 

4. El presupuesto participativo. 

     Aspectos metodológicos y desarrollo cíclico 

Ubiratan de Sousa, dinamizador y teórico de esta experiencia y a la vez coordinador general del Gabinete de Planificación, afirmaba en un artículo reciente que el Presupuesto Participativo es un proceso de democracia directa, voluntaria, en el cual la población puede discutir y decidir sobre la ciudad. Es un proceso, dice, que abre la posibilidad de democratizar las relaciones del estado con la sociedad y esta es su principal riqueza. Al mismo tiempo, se pone en práctica un proceso de cogestión fruto de la combinación de la democracia directa efectuada por la población y la democracia representativa a través de las elecciones periódicas. Para que el Presupuestó Participativo sea un "proceso efectivo y serio de participación popular y no meramente consultivo, es necesario que las decisiones tomadas por la población y el gobierno estén fundamentadas y publicitadas para que toda la sociedad las conozca. Ello facilitará que la comunidad haga el seguimiento y fiscalice la 

ejecución de las obras y servicios decididos”
. 

Junto a la práctica democrática de la evaluación popular, el gobierno local desarrolla un ejercicio autocrítico presentando en las diferentes asambleas regionales y temáticas el estado de cuentas anual. El plan de inversiones y el programa de servicios es el punto de partida sobre el que la ciudadanía ejerce el control social del gobierno al comprobar el grado de cumplimiento de lo aprobado en el ejercicio del Presupuesto Participativo. 

La metodología que regula el funcionamiento parte de un consenso anual que se plasma en directrices reglamentarias. La aprobación anual del reglamento del Presupuesto obedece a una voluntad o principio de autoreglamentación que contempla la necesidad de ajustar criticamente el proceso para perfeccionar sus contenidos democráticos y de planificación
". Lo que se pretende, en definitiva, con esta metodología es asegurar de forma transpa- rente a la ciudadanía el que pueda decidir "sus prioridades temáti- cas (saneamiento básico, política habitacional, pavimentación pública, desarrollo económico y cultural) y la jerarquía de obras y servicios en cada tema"
. 

El Presupuesto Participativo está asentado en una estructura y en un proceso de participación comunitaria que se desenvuelve a través de tres principios básicos: 

· Unas reglas universales de participación en las instituciones marcadas por un funcionamiento regular. 

· Una objetivación en el método de definición de necesidades y recursos a asignar, en el marco de un ciclo anual de actividades públicas de presupuesto municipal, marcada por varios criterios básicos: 

· la carencia del servicio o la infraestructura urbana. 

· las necesidades de los grupos de población en áreas de carencia máxima. 

· las necesidades de la población total de la región presupuestaria.

· las prioridades que la región atribuye a los recursos que demanda. 

· La descentralización en el proceso de toma de decisiones, bajo la división de la ciudad en regiones presupuestarias
. 

La estructura del Presupuesto Participativo está configurada básicamente por tres tipos de instancias que realizan el proceso de mediación entre el ejecutivo municipal y la ciudadanía: 

· UNIDADES ADMINISTRATIVAS Y ORGANISMOS PROPIOS DEL EQUIPO DE GOBIERNO MUNICIPAL PENSADOS PARA FACIILITAR LA GERENCIA Y EL PROCESO TÉCNICO-POLÍTICO DE LA DISCUSIÓN PRESUPUESTARIA CON LOS CIUDADANOS.

· Gabinete de Planificación (GAPLAN). 

· Coordinación de relaciones con las comunidades (CRC).

· Foro asesor de la Planificación (ASSEPLAS). 

· Foro asesor de las comunidades (FASCOM). 

· Coordinadores regionales del Presupuesto Participativo (CROPs).

· Coordinadores temáticos (CTs). 

· Instancias comunitarias, autónomas respecto a la administración local. Están formadas por organizaciones de base regional en la ciudad que articulan la participación vecinal y plantean el listado de prioridades regionales a defender en las diferentes asambleas y foros. Entre estas instancias encontramos los Consejos Populares, la Unión de villas, etc. 

· Instancias institucionales permanentes de participación comunitaria encargadas de llevar hacia delante la cogestión de recursos públicos y analizar el grado de cumplimiento presupuestario y ejecutivo del gobierno. Entre estas instancias encontramos: 

· Consejo del Presupuesto Participativo (COP). 

· Asambleas regionales. 

· Foro regional del Presupuesto. 

· Plenarias temáticas. 

· Foro temático del Presupuesto
. 

A la hora de elaborar el presupuesto y el plan de inversiones y programas de servicios se tiene en cuenta lo territorial, lo temático y el gobierno municipal: 

· Base territorial. Está constituida a partir de la división de la ciudad en dieciséis regiones o distritos. Desde aquí la ciudadanía manifiesta sus necesidades y escoge cinco prioridades temáticas y las jerarquiza en base a sus necesidades. 

· Base temática. El centro de priorización no es el territorio sino la dinámica sectorial (Circulación y transporte; Promoción económica y política fiscal, Organización de la ciudad y desarrollo urbano; Salud y asistencia social; Educación, cultura y ocio). 

· Gobierno. El gobierno local también está sujeto en el proceso de discusión y definición del Presupuesto Participativo. En las diferentes reuniones que se producen en los distritos y en las reuniones temáticas, los representantes públicos informan y presentan las propuestas del programa de gobierno en materia de obras estructurales, proyectos y servicios”
. 

El Presupuesto Participativo mantiene su actividad cíclica anual de forma permanente. Solamente en los meses de enero y febrero la actividad se ralentiza como consecuencia de la época vacacional. En los inicios de esta práctica la base de funcionarniento era la territorial (16 regiones / distritos), pero a partir de 1994 se crean cinco áreas temáticas con la voluntad de ampliar la intervención a esferas más relacionadas con los servicios personales y que en los debates territoriales quedaban en segundo plano ante las urgencias infraestructurales existentes. En este desarrollo cíclico anual podemos diferenciar como tres etapas.

* Primera etapa. Asambleas territoriales y temáticas (marzo / julio) 

En esta primera etapa se desarrollan un conjunto de asambleas (veintiuna en cada vuelta) y se celebran infinidad de "reuniones intermediarias" con el fin de crear un estado de opinión, recibir información y modular propuestas.

a) Primera vuelta de asambleas (marzo / abril). En esta primera ronda se plantean en las asambleas los siguientes objetivos: 

· El Ayuntamiento presenta el estado de cuentas del Plan de inversiones, su grado de cumplimiento y el Plan aprobado para el presupuesto del año. 

· Evaluación del Plan de Inversiones del año anterior por la ciudadanía de cada distrito y por los asistentes a las asambleas temáticas. 

· Elección de delegados. Cada año se aprueban, en el reglamento de funcionamiento, los criterios de representación numérica. Se eligen en la asamblea. Al inicio de la misma se elabora una lista nominal de asistentes y se informa a la asamblea. 

b) Reuniones intermediarias. En estas reuniones las propuestas aprobadas en cada entidad o grupo organizado (Asociaciones vecinales, ONGS, Centros deportivos, Asociaciones culturales, Cooperativas .... ) se jerarquizan y priorizan a través de procesos de negociación y elección. Posteriormente se defenderán en la segunda vuelta asamblearia.
 

c) Segunda vuelta de asambleas junio / julio). Se plantea con los siguientes objetivos: 

· El Ejecutivo analiza la situación económica de la municipalidad que debe orientar el presupuesto del próximo año y los criterios para la distribución de los recursos necesarios para las inversiones. 

· Los representantes de la Ciudadanía, los consejeros, presentan a la asamblea y al ayuntamiento las demandas priorizadas y aprobadas en las reuniones intermediarias regionales y temáticas. 

· Se eligen las personas que han de configurar el Consejo del Presupuesto Participativo. Dos miembros y dos suplentes por región y base temática.
 

* Segunda etapa. 

Formación de las instancias de participación comunitaria 

En esta etapa se eligen y constituyen las instancias de decisión. Previamente las demandas asamblearias se articulan con las demandas institucionales (las que vienen de las secretarías/concejalías) y son la base de la propuesta presupuestaria para el próximo año. Las dos instancias que se forman son: 

a) Consejo del Presupuesto Participativo. Es el principal órgano de participación directa de la comunidad que tiene por finalidad fiscalizar y deliberar sobre materias que hacen referencia al funcionamiento económico del municipio (art. 1º del Reglamento Interno del COP). 

b) Foro de Delegados Regionales y Temáticos. Son instancias colegiadas amplias que tienen un carácter consultivo y se reúnen de forma esporádica. 

Tanto las personas que forman el Consejo, como las del Foro son elegidas en asambleas abiertas. En ellas pueden votar todas las personas acreditadas al iniciarse la asamblea y que sean mayores de dieciséis años. 

* Tercera etapa. Elaboración del Presupuesto y Plan de Inversiones 

En esta fase, las secretarías y órganos de gobierno municipal discuten con el Consejo las obras y servicios, sus costos y viabilidad técnica. Estas discusiones se socializan en cada región y en cada base temática. El Gabinete de Planificación (GAPLAN) sistematiza y consolida la propuesta completa y el ayuntamiento la presenta al Consejo del Presupuesto Participativo para que sea discutida por los consejeros. Finalizada esta fase se procede a la definición del Plan de Inversiones.

La forma cómo se distribuyen los recursos para las inversiones mantiene unas pautas metodológicas muy estrictas y articuladas. La planificación participativa se inicia con la concreción de prioridades en los ámbitos territoriales y temáticos y finaliza con la aprobación por el Consejo del presupuesto y que queda plasmada en el Plan de Inversiones que, a su vez, recoge el conjunto detallado de obras y actividades sectoriales, territoriales y de toda la ciudad. 

El método seguido para la distribución de recursos, jerarquizadas las demandas regionales y temáticos, es el siguiente. Se definen las cinco prioridades por el orden preferencial expresado y la distribución presupuestaria se atiene a la aplicación objetiva de los cuatro criterios que anteriormente hemos señalado y que han sido definidos por el Consejo del Presupuesto. Cada criterio se valora en una escala de uno a tres puntos y la suma global permite clarificar y definir la acción territorial o temática a desarrollar. 

Como vemos, la articulación participativa de esta experiencia, lejos de sufrir espontaneidades o improvisaciones, mantiene una rigurosidad metodológica envidiable. Una experiencia que surgida de un marco conceptual que entiende como necesaria la democratización de las relaciones del Estado con la sociedad y plantea la existencia de unos nuevos centros de decisión y unos nuevos espacios públicos, ha sabido construir desde la participación ciudadana un modelo de ciudad profundamente sugestivo. 

La última parte del ciclo finaliza con la presentación de la ley presupuestaria en la Cámara de Concejales para su aprobación; actividad que se presenta de forma escrupulosa antes del 30 de noviembre. Es el momento en el que los procesos de cogestión surgidos de las estructuras representativas y participativas cobran su sentido más pleno. En ese instante "se confrontan la legalidad y la legitimidad: la legalidad del sufragio universal, encarnada por los 33 concejales elegidos para cuatro años de forma proporcional, y la legitimidad 

-salida de la democracia directa- de la cuarentena de consejeros del PP apoyados por los cientos de delegados de los Forums, ellos a su vez respaldados por cerca de los 20.000 habitantes de la ciudad que han participado activamente en las diferentes fases del PP"
 

Señalar la actividad de presencia pública que exige a la esfera del ejecutivo la puesta en marcha del ciclo anual presupuestario. Indefectiblemente, el alcalde y sus asesores encabezados por el Coordinador general del Gabinete de Planificación, asisten a las más de cuarenta asambleas que se convocan, y se someten a un riguroso control popular. Al mismo tiempo, explicitan una visión global de la ciudad que permite a la ciudadanía de un territorio o de una base temática romper la inmediatez de lo urgente y apuntar estrategias globales de ciudad. Como muy bien señala B. Cassen, el alcalde y sus asesores están en primera línea, no frente a sus ciudadanos sino a su lado. 

4. Algunos problemas y algunos resultados
 En la conciencia de las personas que han impulsado este proceso está claro que el Presupuesto Participativo no es una obra acabada, perfecta e indiscutible. Ubiratan es contundente al afirmar que si fuera así estaríamos ante un proceso autoritario y no ante un proceso dialéctico en constante mutación y "superación de lo nuevo sobre lo viejo que caracteriza a los procesos sociales”
 . Y esta es una de las características más específicas del proceso: la constante autoreglamentación y puesta al día. Ello nos explica, también, la existencia de un permanente análisis que se sitúa por encima de lo metodológico, no por no valorarlo, sino para extraer líneas de apoyo al impulso democrático. 

Tras el éxito electoral de 1989, se imponía ejemplarizar las propuestas programáticas para ganar la legitimidad requerida. Curiosamente la potenciación de los Consejos Populares y la puesta en marcha del Presupuesto Participativo obligó a una reflexión en profundidad que se expresó en dos polémicas importantes en el seno de la militancia política del Partido de los Trabajadores. Una primera, que duró casi año y medio del primer gobierno, se interrogaba sobre si el gobierno del Frente Popular y el del Partido de los Trabajadores tenía que ser un gobierno para los trabajadores de la ciudad o una propuesta de los trabajadores para el conjunto de la sociedad. Polémica no ajena a las diferentes corrientes de pensamiento que se daban en la esfera partidaria y que evidentemente podría generar prácticas diferentes en la política de alianzas. Tarso Genro reconoce que fue una polémica muy rica y creativa. Afirma que se consolidó una posición hegemónica en el FIT y en el Frente Popular que defendía que el gobierno político de la ciudad tenía que ser un gobierno para el conjunto de la ciudad, respetando determinadas inversiones de prioridades. "Reconocemos la legitimidad de todos los grupos sociales y establecemos con ellos alianzas puntuales, según las demandas, las necesidades y las diferencias en la lucha política en cada coyuntura"
 

Las dificultades económicas iniciales y un cierto desencanto de la ciudadanía hizo mella y propició una segunda polémica. Algunas personas de la dirección política del PT planteaban, ante la impotencia de tirar hacia adelante actuaciones infraestructurales, que la caracterización del gobierno debería pasar no por las obras sino por la radicalización ciudadana y la participación. Mayoritariamente se generó una respuesta en el sentido de reconocer que sería imposible un gobierno democrático que no fuese un gobierno de realizaciones materiales
 .  Lo importante de la acción política debería pasar por analizar conjuntamente con la ciudadanía las prácticas a desarrollar y crear nuevos centros de decisión para transformar las ciudades. 

Es evidente que estas polémicas y otras que han ido surgiendo deben proporcionar una imagen más realista de lo que es esta experiencia de Porto Alegre. En el proceso de construcción del Presupuesto Participativo han ido apareciendo una serie de problemas que vale la pena señalar. Sin ánimo de citarlos a todos y sin orden de prioridades ni de importancia, señalaremos algunos de los más conocidos. 

El primer grupo de problemas con el que se encuentra la puesta en marcha de este modelo participativo ya los hemos venido señalando y tienen mucho que ver con la situación caótica en la que se encontraban las finanzas municipales y que impedía una salida airosa a la capacidad reivindicativa de la población. Junto a este problema que obligó a una reforma fiscal atrevida, hay que señalar también la existencia de un Plan Director de Desarrollo Urbano que, totalmente obsoleto y poco racional, exigía un nuevo planteamiento más próximo a la realidad urbana. Sin estos dos instrumentos la planificación participativa tenía pocas garantías exitosas.
 En este sentido hay que reconocer que la administración popular operó con reflejos y valentía política. 

Un segundo bloque de problemas surgía de la estructura de representación pública. No todos entendieron de igual manera la función política del Presupuesto Participativo. Los partidos de la oposición criticaron duramente lo que llamaban el vaciado competencial de la Cámara de Concejales y determinadas estructuras sociales, acostumbradas a prácticas clientelares y corporativas, vieron peligrar su estatus. Ubiratan replicará afirmando que este proceso de democracia directa "tiene el mérito de no excluir, y de valorizar más la democracia representativa. La Cámara de Concejales continúa con todas sus prerrogativas constitucionales, analizando y votando la ley de presupuestos”.
 En esta misma línea, algunos analistas de esta experiencia señalan el obstáculo que legalmente significa que las decisiones tomadas por el Consejo y las asambleas no sean vinculantes para los poderes locales.
 Hay que reconocer que en las distintas alternativas partidarias esta cuestión ha sido profundamente debatida. En las fuerzas que dan soporte al gobierno municipal ha calado la idea de que "cuando existe la voluntad política y mujeres y hombres están dispuestos a ofrecer su disponibilidad personal al servicio del bien público, la ciudadanía deja de ser una palabra hueca”.
 

El tratamiento mediático dado a la experiencia ha sido, también, uno de los problemas más importantes que ha tenido el Presupuesto Participativo. Ni la prensa diaria, ni las cadenas televisivas locales, ni las emisoras de radio se han distinguido por dar un tratamiento adecuado a la importancia del tema. Con frecuencia han servido, eso si, para lanzar fuertes críticas a la experiencia. Tarso Genro reconoce que el proceso del Presupuesto Participativo jamás ha sido objeto de tratamiento y aceptación por parte de la prensa local. Lo atribuye no tanto a una posición crítica hacia el Partido del Trabajo, como al hecho de que este proceso "socializa la influencia sobre el Estado y, sobre todo, retira del Estado la influencia exclusiva de los formadores de opinión y de los grupos económicos”
. Ni el prestigio internacional, ni el reconocimiento de esferas políticas múltiples han conseguido cambiar esta tendencia. 

Un problema importante se derivaba de la existencia en Porto Alegre de un fuerte movimiento comunitario con una relación clientelar con el gobierno municipal. La relación del poder local con la sociedad civil estaba instrumentalizada y respondía a un esquema jerarquizado que iniciándose en la alcaldía llegaba hasta los sectores más pobres de la ciudad. Este fue a ojos de muchos dirigentes partidarios uno de los obstáculos más serios para una participación popular auténtica. "No encontramos una sociedad desorganizada. Al contrario, encontramos una sociedad organizada bajo los moldes tradicionales de un clientelismo altamente articulado, eficiente, de tradición populista y que tenía, incluso, respuestas para las preocupaciones y necesidades de determinados sectores de la población. Tuvimos, por tanto, muchas dificultades al empezar"
. El surgimiento de nuevas estructuras participativas que el Presupuesto Participativo impulsa y la aparición de nuevos liderazgos, cuestionó de raíz un subsistema de representación y participación social corporativo. 

Señalar, también, que en el desarrollo cíclico del Presupuesto han ido surgiendo dificultades de método. La realización de asambleas plenarias siempre están precedidas de una cierta "movida" política como consecuencia, por una parte, de la presencia del alcalde y otros cargos públicos que animan al ejercicio de la crítica y de la demanda, y, por otra, de las discrepancias entre la plural representación social. Encauzar estas posiciones y darles una salida adecuada será una de las funciones de los Coordinadores regionales del Presupuesto Participativo. 

La celebración del décimo aniversario del Presupuesto Participativo nos permite ya constatar algunos resultados que no dudamos de catalogar como positivos. Atrás quedan ya las críticas que sectores de la ciudad de Porto Alegre hacían a esta experiencia como generadora de pequeñas actuaciones sin importancia para el futuro de la ciudad. Algunas obras estructurales planteadas desde el Presupuesto Participativo se han encargado de acallarlas. 

Un primer resultado es, sin duda ninguna, el cambio de las condiciones de vida y mejoras infraestructurales en toda la ciudad, manteniendo una propuesta reequilibradora en lo territorial y distributiva en lo económico. La filosofía que ha generado la definición de prioridades presupuestarias partía de la necesidad de acercar las estructuras urbanas a los procesos de exclusión y "favelización" existentes. Junto a actuaciones de pavimentación de calles, iluminación pública, canalización del agua corriente de uso doméstico (ha pasado del 46% en el año 1989 al 98% en 1987) y construcción de colectores y alcantarillado, otras actuaciones han afectado a lo que podemos conocer como servicios personales: red de guarderías comunitarias, incremento sustancial de la escolarización, construcción de espacios culturales y deportivos, universalización del servicio primario de salud, etc. Es evidente que el Presupuesto Participativo ha pemitido una verdadera redistribución de las inversiones públicas en beneficio de las periferias. Y como reconoce Bernard Cassen, "se han construido estructuras de decisión paralelas al Consejo municipal, permitiendo a todos los habitantes que lo deseen, decidir verdaderamente acerca de su ciudad. Sobre todo para los más desposeídos que han encontrado el medio de reorientar a su favor recursos públicos que iban, tradicionalmente, a los barrios acomodados”.
 Un segundo aspecto positivo que conviene señalar tiene mucho que ver con la recuperación del prestigio social de la política. En todo el proceso la transparencia de lo que se dice, se propone, se aprueba y se hace está presente. Cada uno acepta sus responsabilidades y se somete al control comunitario y al ejercicio de la autoevaluación. A través de la participación ciudadana y con la fiscalización social el Presupuesto Participativo se ha convertido en el principal antídoto contra la corrupción y el clientelismo en unas latitudes que siempre han estado muy castigadas por esas prácticas. La ciudadanía ha entendido, también, el papel de la Administración popular y ello ha generado una adhesión activa de la misma con resultados secundarios de carácter electoral evidentes. 

La rigurosidad metodológica con la que se desarrollan los distintos momentos del ciclo presupuestario le ha dado un prestigio entre la ciudadanía. Un reciente sondeo en la ciudad expresaba que el 85% tenía conocimiento de esa experiencia y un 80% la valoraba como muy positiva. Y este es otro valor añadido: el del incremento sistemático de la participación ciudadana. 

Mérito importante de la Administración ha sido la proyección internacional que esta experiencia de democracia directa ha generado. La Declaración Final de la Asamblea Mundial de Ciudades y Autoridades Locales (Estambul, Habitat II, 1996) recogía una enmienda presentada por Tarso Genro, ex-alcalde de Porto Alegre
, por la que se recomendaba como experiencia pionera la del Presupuesto Participativo, calificándola como una de las cuarenta y dos mejores prácticas de gestión urbana del mundo. Otro tanto parecido ha sucedido con el reconocimiento explícito en tal sentido hecho por el Programa de Gestión Urbana de la ONU. 

Finalizamos con unas acertadas palabras de Ubiratan de Sousa. "Tenemos la constatación de que los problemas que la humanidad vive hoy, como son la exclusión social y la concentración de los asentamientos humanos en nuestros centros urbanos, no pueden ser tratados solamente con políticas compensatorias. La lucha contra la exclusión social exige políticas públicas que modifiquen la distribución de la renta y el poder de nuestras ciudades y nuestros países, concretando formas de participación directa de la población en las gestiones públicas. Por eso, el Presupuesto Participativo, fue tan reconocido en Estambul: responde a los desafíos de la modernidad y, sobre todo, a la crisis de legitimidad de los estados contemporáneos”.
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No es posible para mi describir la experiencia municipal de Porto Alegre para el público, porque hay otros autores que ya lo han hecho con mayor conocimiento que el mío sobre esta ejemplar experiencia. Mi aportación quizás se debería centrar en un texto sólo elogioso, por las muchas novedades que nos presenta y los retos a los que apunta dar solución, sobre todo en estos tiempos de descreimiento en las alternativas viables al sistema dominante. Ahora más que nunca tenemos necesidad de formas prácticas y concretas que vayan demostrando que hay otras vías alternativas de encarar los problemas del neo-liberalismo. Por suerte, no es sólo el caso de Porto Alegre el que nos puede ilustrar sobre los caminos abiertos para nuevas formas democráticas y participativas para encarar con eficiencia los problemas sociales locales. Trataré de comparar y aportar otros elementos, además de los propios acerca del caso estudiado, para suscitar un debate amplio que vaya mas allá de lo hasta ahora planteado. 

Además, creo que debemos iniciar un debate sobre lo local y sus logros, también sobre los caminos potenciales de transformación del Estado que esta experiencia, pero más aún, algunos de sus protagonistas nos plantean con toda claridad. Tarso Genro (1997) lo dice explícitamente: "Apunta a una forma universal de dirigir el Estado y de crear un nuevo tipo de Estado". No se trata de una solución total para todos los problemas, pero sí que una forma concreta de co-gestión con "una esfera pública no-estatal" (Ubiratan de Souza, 1998) pone en acto tanta literatura de buenos deseos sobre la participación y la implicación de los ciudadanos. 

Me parece un estilo concreto de construcción de una de las democracias participantes de mayor interés en el mundo porque combina elementos concretos de la voluntad política elegida en las urnas democráticamente, con la participación directa de los ciudadanos y un papel muy interesante de los técnicos. Los problemas de la representación electoral clásica (tanto la simplificación como la burocratización) en gran parte los tiene enfocados y casi resueltos. Me refiero a dos problemas candentes de la práctica cotidiana de cualquier democracia representativa. Para ejercer la representación no se puede atender a cada cual con sus particulares problemas sino que ha de darse prioridad al término medio, a los asuntos más comunes. Para ello se da prioridad a la representación mediante algunas opciones políticas (3 ó 4) donde puede elegir el votante. Luego estas opciones más votadas se han de poner de acuerdo teniendo la mayoría (pactar entre algunos programas) y poder hacer la ley y el equipo de gobierno. Este gobierno va a interpretar la ley, haciendo los reglamentos y mandando a los funcionarios. Cada paso es una simplificación del anterior, quitarle complejidad e indeterminación a la realidad de la que surge. Si antes de votar las redes de amistad, o familiares, o de trabajo son muy complejas, luego todo se va reduciendo en decisiones más universales y unitarias para todos. 

Y esto está bien como medida defensiva frente a tantos abusos que los sistemas autoritarios han venido practicando. Es una forma democrática de controlar a las minorías para que no se perpetúen en el poder. Cuando nuestras democracias han salido de procesos anti-dictatoriales y clientelares está muy bien que se ejerzan estos controles, pero el problema es que al reducir el poder de las minorías autoritarias, también podemos quitar la iniciativa a otras minorías sociales activas que están actuando en la complejidad necesaria y creativa de la sociedad. Estos procesos de la "democracia de control" se deben completar con otros procesos de la "democracia de innovación". Sobre todo porque la democracia representativa o de control cada 4 años puede volverse ineficiente, porque los políticos acaban despegándose de las bases sociales y porque los funcionarios acaban dando órdenes a los ciudadanos. Siendo así, que son los funcionarios los que deberían entender y atender las complejidades de la población. Si la soberanía reside en el pueblo, éste no la siente como tal cuando se acerca a una ventanilla, o cuando no ve que se invierte en sus necesidades más cercanas. Hay un problema de eficiencia inmediata también en la justificación de la democracia, sea esta del tipo que sea. 
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"Democracia social" es la que se justifica entre los servicios prestados por los funcionarios y las propias redes sociales. Es decir, no sólo que haya un procedimiento legal claro y transparente (por cierto que debería serlo bastante más). Por ejemplo, en algunos procesos revolucionarios es posible que haya más servicios eficientes, mientras los que hacen de funcionarios lo hagan con la ideología de servir a los ciudadanos. Pero estas democracias no siempre consiguen perdurar por falta de controles democráticos y la renovación de los sistemas y las personas implicadas. Por eso, son más interesantes las "democracias de innovación", en la medida en que rescatan la complejidad de las redes sociales, a través de sus Asociaciones y de las técnicas de participación adecuadas, de tal forma que la coordinación de los funcionarios y sus técnicas dan lugar a prácticas más eficientes de acuerdo con cada situación concreta y cotidiana. No se trata tanto de un control cada cuatro aíios, a través del voto y la ley, sino en la ejecución más cotidiana con la gestión de los funcionarios y los servicios inmediatos en cada caso. 

El papel de los funcionarios y de los técnicos por un contrato en la democracia es una de las lagunas que se suele mantener tanto en los análisis politológicos como en los sindicales, e incluso en los alternativos. Se reconoce que no se es neutral en muchos casos pero no se entra a ver las consecuencias cotidianas de esto para la democracia, que suelen ser tanto o más importantes que la posición de los políticos o de los sectores populares. El margen de maniobra de cualquier técnico es suficiente para que su estilo marque la diferencia entre unas situaciones y otras. Es decir, el análisis de redes de confianzas y desconfianzas que se produce en una localidad depende muchas veces de estos intermediarios o "puentes débiles" entre los ciudadanos y sus representantes. De usar unas metodologías a usar otras (participativas o bien autoritarias) varía mucho el resultado, y esto es competencia del técnico en gran medida. Es la fuerza de las relaciones débiles entre los "conjuntos fuertes" del análisis de redes (Granovetter, 1982). Su repercusión para las democracias locales es fundamental. 

El dar juego central a un "espacio de esfera pública no estatal" viene a mediar entre las otras formas de democracia, aún en los casos más elaborados de ambas. No viene tampoco a sustituir a aquellas formas, sino a adaptarse a cada situación en que haya nacido una democracia para ir cambiando de centralidad el motor de la misma. Si empezó de una manera en función del proceso histórico determinante, también puede ir cambiando para atender a las nuevas circunstancias y generaciones, y así ir haciendo una experiencia de democracia más avanzada. No es tanto que haya una forma única universal, me parece, sino que en todas partes el introducir el motor de "espacios públicos no estatales" viene siendo condición hoy de renovación y de una nueva democracia más eficiente por más innovativas y ajustadas sean las condiciones concretas de cada red local. 

Estilos de innovación democrática 

Porto Alegre no es un ejemplo único, pero tiene unas características que lo hacen diferente a otros intentos del Presupuesto Participativo. Ciudades semejantes que lo intentan como Montevideo en Uruguay, u otras gobernadas por el PT en Brasil, no tienen unos resultados tan claros y contundentes. No estamos hablando de ciudades muy raras en el mundo, porque sean muy marginales o porque hayan tenido una historia muy particular y diferenciada de otras ciudades de su entorno. Son ciudades de más de un millón de habitantes; que no salen de la pobreza extrema, sino de economías de tipo medio en referencia al concierto internacional, gobernadas por alianzas de fuerzas progresistas y radicales que tuvieron movimientos sociales fuertes contra los autoritarismos de la década pasada. Pero entre todas esas ciudades Porto Alegre ha sabido encontrar su “estilo” peculiar para construir su democracia participativa. En realidad cabe más hablar en plural de experiencias de “las democracias participativas” porque son varios los procesos en marcha, y con metodologías dispares, por lo que debemos ser respetuosos con cada proceso, y en todo caso intercambiar de unos a otros lo que cada cual pueda aportar de más válido para las otras experiencias. 

No son ni las condiciones “objetivas” (de la estructura social), ni el “programa” proclamado por los partidos (lo mismo lo dicen muchos). Es un “estilo” de basarse más en los hechos que en los reglamentos, de apostar por el proceso instituyente más que por la institución. Si el Presupuesto Participativo se ha consolidado es a medida que había obras concretas en cada uno de los barrios, las decididas por los vecinos. Son los hechos prácticos y evidentes los que legitiman, más que una reglamentación normativa, que apenas existe, y está en revisión siempre. Claro que tiene que haber unas mínimas normas municipales que permitan el libre jugo de las redes complejas de la sociedad, pero tiene que ser ésta quien sienta su propia capacidad de decidir y hacer autónomamente. 

Es la conjunción de la democracia social con las otras formas democráticas la que permite reforzar el proceso. Si la gente del común no ve hechos contundentes no puede creer solo en las palabras de los políticos. Y si ve que estos hechos no vienen de prácticas clientelares, tan comunes en los países latinos, sino de debates abiertos y procesos largos de trabajo desde las bases, entonces puede empezar a aprender una nueva lección de ciudadanía. Es un trabajo a medio y largo plazo, que se basa en la capacidad de los sectores populares para aprender por la acción social y cooperativa de ellos mismos. Es una forma de convertir en costumbre, más que en ley, unas prácticas participativas, unos ritos democráticos que resulten eficientes a los ojos de todos. Y esto lo están haciendo con las varias “rodadas” por los barrios y por las “temáticas” en Porto Alegre. Es un proceso de un año, que al año siguiente ha de ver sus frutos. Y así llevan diez años, cada vez con mayor incorporación de ciudadanos a las asambleas y a los procesos de decisión desde las bases. 

No se trata tampoco de contraponer lo instituido con lo instituyente. Ambos aspectos son necesarios para cualquier experiencia de democracia participativa, tanto lo que surge de los procesos de participación directa de las bases, como lo instituido con las representaciones elegidas por votos. Pero lo que es bueno es organizar su articulación según los tiempos y procesos. El motor tiene que ser los procesos instituyentes sucesivos, que con las metodologías adecuadas pueden seguir saliendo desde las bases sociales, y la meta debe ser que se alcancen unas instituciones que los reconozcan y avalen. Si se piensa que se puede partir de unas instituciones que sean el motor de los procesos, por delante de las poblaciones y los movimientos, es no ser muy fiel a la mayoría de los casos que la historia nos da. O si se piensa que con los movimientos sociales no hay altibajos, que son permanentes y no cíclicos, es también una idealización de los sectores populares que no se corresponde tampoco con la historia. 

Lo más acertado es pensar que se trata de unas situaciones paradójicas pero necesarias: se necesita tanto lo instituyente y lo que siempre se esta renovando, como la organización más permanente que le da continuidad a lo ya conseguido. 

Con la teorización del análisis de redes y los conjuntos de acción, sabemos que una comunidad no es algo estructurado de una vez con una identidad perfectamente reconocible, sino un conjunto de redes de influencia que están en continuo flujo y en procesos contradictorios interna y externamente. Así pues los estudios para América Latina (Villasante et al. 1994) nos dan varias tipologías por las que van pasando los distintos movimientos o las partes de una comunidad, barrio o sector de una ciudad o territorio. De acuerdo con este planteamiento podemos superar las dicotomías simples en que nos encierran algunas discusiones maniqueas (estos son los buenos y estos los malos, según la ideología del que habla). Lo más común es que todo movimiento instituyente pase por distintas fases en los años de desarrollo, pasando por momentos de una mayor institucionalización, y también que no se puede entender una situación de algo instituido progresista que no parta de un proceso previo de empuje instituyente en algún grado. 

Los “estilos” práxicos se distinguen de los teoréticos y dogmáticos en que razonan sobre las situaciones concretas. A partir de las problemáticas se centran en el análisis concreto de la situación concreta. Y por lo mismo no anteponen quién es el reformista y quién el revolucionario, sino que esto queda para ser resuelto en el proceso mismo. No se trata de discutir primero hasta donde va a llegar uno u otro, sino de ponerse a la tarea juntos, y que sea la propia situación, con muchos de los elementos que nadie es capaz de controlar, quien decida lo que da de sí tal proceso. En un cuadro que gustaba de citar Jesús Ibañez (1991), y que he desarrollado para estos fines, se contraponen cuatro posiciones posibles, introduciendo algo de complejidad en la simpleza de las dicotomías habituales, y se abren así más posibilidades reales. Incluso este cuadrado es sobre tipos ideales y la creatividad popular de cada caso es más compleja, pero baste su exposición para permitir unos esquemas más amplios de cooperación social. 
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De acuerdo con este cuadrado de interpretación de algunas conductas se pueden contraponer entre estos extremos otros muchos tipos intermedios. Y además, lo más frecuente es que en un mismo movimiento haya distintas etapas que pase de unas posiciones a otras, o incluso que convivan en tensiones muy diferentes algunas de ellas dentro de cada proceso. Así, a la derecha están las dos más pragmáticas y menos ideologizadas, y a la izquierda las de oposición ideológica a lo instituido. La posición de decir Si al poder o de conservación de lo que hay choca por un lado con la posición de decir No, porque se quieren hacer reformas (que mande otro y otras cosas, por ejemplo) aunque se quede la estructura del poder como hasta entonces. Es decir, que es que No a quien manda o a lo que se dice, pero es en el fondo que No al cambio de fondo porque se mantiene la misma estructura decisional. No pero Si, es decir el planteamiento de reformas de lo que hay. 

Por otro lado la conservación de lo que hay se contrapone a algunos movimientos que sin negar en principio, la autoridad del poder, lo que hacen es desbordarlo. Muestran así aquellas contradicciones internas del poder mismo, no tanto en la denuncia ideológica como en la práctica de los hechos. Esto supone muchas veces una auténtica transformación de las estructuras establecidas, y una ruptura instituyente, que aún diciendo que Si, en la realidad hacen que No a lo establecido. Es la postura Reversiva que ponen en práctica muchos invasores de tierras (ponen la bandera nacional, pero desbordan la propiedad), o huelgas de celo de sindicatos, o denuncias de derechos humanos (contra el incumplimiento de la ley de los militares o gobernantes, etc.). Es decir, son movimientos que aparentemente solo cuestionan un punto de la hipocresía de nuestras sociedades, pero suelen tener tal fuerza que tocan y revierten el fondo de los poderes instituidos, y por lo mismo entran en procesos instituyentes según como se puedan ir desarrollando los hechos y las relaciones de las fuerzas sociales que intervienen. Si pero No, como la muestra de las paradojas en que vivimos, y su resolución por los hechos consumados, pero esta vez desbordando a los poderes. 

Las posiciones revolucionarias suelen ser más claramente radicales desde la propia declaración ideológica de partida. Lo tratan de ser tanto en la declaración de principios como en las prácticas que pretenden que desarrolle cada movimiento. Por lo mismo se quieren distinguir de entrada tanto de los movimientos reformistas como de los reversivos, manteniendo una postura distintiva. Esto les puede llevar en algunos casos a quedarse más aislados en los procesos populares, que no suelen tener tanta claridad de principios. La postura es Ni SI ni NO, porque desde esta posición no se acepta que la pregunta ni la ley la pueda formular una autoridad que, por el hecho de erigirse en tal, ya está recortando las posibilidades de la contestación. Nosotros somos quienes nos hacemos las preguntas y nuestra ley porque somos soberanos y somos instituyentes desde un principio. Lo bueno de esta posición suele ser la claridad de posturas que declara y denuncia, pero no es una situación que se pueda establecer durante mucho tiempo para un número alto de ciudadanos del común participando asiduamente. 

Lo más habitual es una conjunción de varias de estas posiciones, al mismo tiempo o sucesivamente, en cada caso de los que hemos ido estudiando. De tal manera que cada proceso es un mundo muy complejo que para nada sirve reducirlo a una definición sencilla. Lo mejor es tratar de abrir nuevas pistas de interpretación donde cada sujeto social se pueda reconocer y en función de ello pueda tomar sus propias determinaciones, al tener en cuenta la situación de los demás y la suya propia. Hay que tener en cuenta que cada situación concreta es la suma de muchas redes de interacción (nosotros lo estudiamos como los “conjuntos de acción”), y la resultante de tales fuerzas no se puede saber cómo resultará hasta el último momento. Un caso de estilo práxico y transversal es el que hemos visto en Porto Alegre y en algunas otras ciudades, donde las fuerzas de más progreso y transformación están apostando por una combinación adecuada de las distintas tradiciones emancipatorias, no tanto anteponiendo purezas ideológicas sino prácticas instituyentes. 

Comparando con otras experiencias locales 

Entre los estilos innovadores está, desde luego, la no contribución a los liderazgos populistas aunque estos sean de izquierda. Se está acabando el tercer ciclo legislativo en Porto Alegre con el Presupuesto Participativo, y llama la atención que el proceso social y el político han seguido creciendo. Por ejemplo algunos municipios han basado sus éxitos en figuras populares de alcaldes singulares (de izquierda o de derecha), que han sabido movilizar a la población, hacer obras, salir reelegidos por su popularidad, etc. No es este el caso, ya que en cada mandato ha sido un nuevo Alcalde el presentado a las elecciones y elegido, reforzando así el estilo rotatorio y la cohesión entre los distintos grupos que apoyan la opción política. Olivio Dutra, el primer Alcalde acaba de ganar las elecciones para Gobernador del Estado de Río Grande do Sul, y ya se ha propuesto hacer también el Presupuesto Participativo a escala de este Estado, lo que pasa a ser una novedad para Brasil. Tarso Genro, segundo Alcalde, es una de las figuras intelectuales más destacadas del PT, junto a Lula, con una buena proyección en todo Brasil e internacional. Es decir, que es un proceso que promociona y amplía su capacidad política. Más que aferrarse a repetir resultados, con líderes perpetuos, se plantean una espiral de formación y lanzamiento de los dirigentes que han participado en este proceso. 

Lo mismo ocurre en la promoción de los Delegados del propio Presupuesto Participativo, donde hay una forma de auto-educación por la práctica de un año entero en que han de estar en las asambleas del barrio o del sector tanto como en los estudios de los presupuestos municipales. Es una forma de que la población vaya promocionando a distintos líderes, ya que tienen mandatos por lo que pueden ser revocados, y que no pueden renovar más que por tiempos limitados. Es decir, que con estos estilos de promoción de los dirigentes sociales y de los dirigentes políticos, estamos en auténticas “escuelas de democracia”. Escuelas que son muy convenientes para que la democracia no se quede estancada, pero que no pueden quedarse en talleres o cursos teóricos, sino en ejemplos prácticos de cómo se pueden conjuntar las tareas de los políticos, de los técnicos y de los ciudadanos. Esta es una lección inestimable que va más allá de las fórmulas habituales. 

Hace unos años se hablaba de los modelos de gestión de Bolonia, de Barcelona, de Montevideo, de Rosario, de Curitiba, etc., como ejemplos del buen hacer municipal. Se invitaba a sus gestores a explicar cómo habían transformado sus ciudades, con una buena integración entre los equipos técnicos y políticos. La continuidad de los técnicos y de los políticos es una de las cualidades a destacar de estas ciudades ejemplares. Y por eso siguen siendo ciudades de referencia desde estos puntos de vista. La diferencia está en que estas ciudades han seguido un modelo de “emprendimientos competitivos” (como los califica Suzana Moura, 1997) frente a un “activismo democrático” que sería más el modelo de Porto Alegre. Esta investigadora hizo un trabajo muy interesante de comparación entre Barcelona y P. Alegre, con un amplio trabajo de campo en ambas ciudades. Un modelo de eficaz gestión empresarial estratégica se ha llevado en estas ciudades, pues se nota en comparación con otras. La innovación de Porto Alegre es lo participativo e instituyente, desde la propia sociedad articulada, de manera permanente y subiendo en participación, y no tan sólo como una coyuntura episódica, o detrás de un líder señalado. 

Ahora estamos viajando desde muchas de estas ciudades a ver cómo lo hacen en Río Grande do Sul y su capital. En Europa no se acaba de creer en las potencialidades de estos ejemplos latinoamericanos, por desconocimiento. Aquí hay muchas más posibilidades de editar y bastantes menos prácticas, mientras en Latinoamérica hay más prácticas alternativas que tiempos y medios de publicación. Pero también entre los propios latinos hay rivalidades entre países y ciudades, que a veces les llevan a preferir seguir un modelo de Europa o USA que los que tienen más a mano. Por eso estos textos son unos documentos importantes no solo por su contenido, sino también por el testimonio que supone de colaboración internacional, sobre la base de aceptar y difundir el ejemplo de lo que se está haciendo en Porto Alegre, y de ahora en adelante también en Río Grande do Sul. 

Se han venido sucediendo una serie de reconocimientos internacionales al ejemplo de Porto Alegre. En Estambul, con motivo del Foro mundial Hábitat II, fue uno de los ejemplos de buenas prácticas más señalado a escala internacional. El hecho de que en Brasil la prensa reconozca esta ciudad como la de mejores indicadores de calidad de vida, o que el Banco Mundial no dude en dar créditos porque cada vez recauda y sanea mejor sus finanzas municipales, son hechos que se han ido acumulando en los últimos años. La clave no está en que estos resultados y reconocimientos se produzcan, sino en cómo estos procesos fueron construidos socialmente. Ese “estilo” del que hablamos tiene mucho que ver con la consolidación de una “esfera pública no estatal” en paralelo con los procesos de la democracia del voto o representativa, y el papel de los técnicos que adoptan posicionarnientos comprometidos. Este asunto de los expertos y técnicos es muy importante, porque al estar en medio de los procesos, de los políticos y de los ciudadanos, cualquier tipo de estilo que adopten va a tener efectos multiplicadores en la confianza y/o desconfianza de los sectores implicados. 

Hay más experiencias que vamos a referir en seguida, pero todas ellas se han basado en unas articulaciones autónomas de los propios ciudadanos y/o de los movimientos sociales. No tanto para competir en los mismos términos de legitimidad del poder establecido, ni tampoco como apéndices complementarios, sino para ser reales motores estratégicos del cambio desde la sociedad, y con las formas propias de que se quiera dotar ésta en cada circunstancia. En general podemos hablar que en paralelo a las formas de representación partidaria se han ido construyendo Foros Cívicos, de Asociaciones, de ciudadanos, etc., que han puesto en marcha de manera independiente, creativa e instituyente, alguna iniciativa que muestra su eficacia en el respaldo de sus actividades por las gentes del común. 

Otros ejemplos mundiales de ciudades pioneras, entre los más ricos, es el Foro Cívico para la Sustentabilidad, en la ciudad de Seattle (USA). Durante la década de los 90 han ido desarrollando las recomendaciones de la Agenda 21 de Río de Janeiro sobre sustentabilidad, de tal manera que los propios movimientos sociales son quienes definen cuáles han de ser sus prioridades a medir. Después los técnicos las estiman, y la prensa y TV lo popularizan entre la población, en un ejemplo claro de concreción y pedagogía de construcción de los nuevos valores alternativos. Por ejemplo, los ecologistas pueden proponer que se mida el número de salmones que hay en el río como indicador de calidad de las aguas y de la vida en la ciudad. O las mujeres de Barcelona en su Foro Cívico que se mida el tiempo disponible de ellas, y cómo evoluciona cada tantos años, para saber sobre la calidad de la ciudad. O los más sindicalistas la dispersión de la renta entre el 20% de los que ganan más y los que ganan menos. El papel de los técnicos es aquí muy importante, pues todas estas mediciones de índices se pueden hacer muy tecnocráticas o complejas y participativas, y en estos aspectos se ve la diferencia. 

Entre los más pobres está el ejemplo de Villa El Salvador (Perú). Desde 1970 se ha ido construyendo al sur de Lima una comunidad autogestionaria (y desde los 80 también Municipio), que alcanza los 300.000 habitantes. Tienen una planificación participada de la ciudad, que desde un primer momento no era una invasión de tierras sin más, sino con un contenido social propio. Han ido desarrollando unas zonas industrial y agraria, adaptadas a las posibilidades de sus economías muy precarias. Han pasado de vivir bajo esteras en un desierto al principio a ir autoconstruyendo sus propias casas con materiales sólidos. Se alcanza ahora la alfabetización del 90% de los niños (cosa muy difícil en Perú). Hay una emisora de radio desde hace años y un centro de formación profesional. Mas recientemente el canal 45 de TV emite sus propias noticias, etc. En medio de los ataques violentos de Sendero Luminoso (mataron a M. Elena Moyano, dirigente del vaso de leche y las ollas comunes), y de los ataques de los Gobiernos peruanos, han sabido ser ejemplo para el resto de los "pueblos jóvenes" de Lima y para otras muchas comunidades de pobres de Latinoamérica. 

Es importante recordar algunos ejemplos internacionales, porque así ya nadie tiene excusa para no hacer en su municipio estos procesos instituyentes que están dando resultados en muy distintas situaciones. No es un problema de ser más ricos o más pobres, de proclamarse ideológicamente muy innovadores o no, sino de hacerlo. La legitimidad pasa por las realizaciones a presentar y las formas de implicación de la sociedad que las respaldan. Aquí sólo estamos presentando muy brevemente alguna de estas experiencias, pero son bastantes más numerosas, y hay varios trabajos en marcha que quieren dar cuenta de ellas con análisis en profundidad. De momento en la Escuela Superior de Arquitectura de la Universidad Politécnica de Madrid hay, en castellano, una recopilación de las mejores presentadas en Estambul, 1996 (Hábitat II) y una revista que sigue haciendo un buen seguimiento para quien esté interesado: Biblioteca Ciudades para un Futuro Sostenible,  http:\\www.habitat.aq.upm.es 

Los retos que se abren para avanzar

Otros retos que se nos abren, a partir del ejemplo de Porto Alegre, son algunos de los aspectos aún no resueltos allá tampoco, pero por lo menos formulados en los debates que he podido mantener con los dirigentes y estudiosos de la ciudad. Por ejemplo, el reto de los Delegados en relación con sus bases y con los técnicos del barrio o del sector temático. Hasta ahora los sectores más conservadores o no participaban o eran desbordados por la democracia de base, pero se sigue generalizando la participación, y cada vez son más numerosas las personas y contraposiciones que se presentan en cada barrio. O bien que, bajo cuerda, se entre en las batallas de liderazgos, ¿no cabría tratar de realizar nuevas formas de investigación-acción-participativa, donde dirigentes, técnicos y bases han de centrarse sobre todo en dinámicas ciudadanas? 

Hay formas de sondeos participantes, talleres descentralizados y que abren procesos instituyentes, coordinación de colectivos y asociaciones para temas puntuales, etc. Muchas de las cosas que se vienen haciendo, pero es necesario sistetizarlas y democratizarlas en la práctica cotidiana. El análisis de redes y los conjuntos de acción es una, entre otras muchas, forma de abordar estos procesos con mayores garantías de eficiencia participante. 

Es un problema confiar solo en las asambleas, o en formas de prueba y error, más o menos intuitivas, para ir haciendo el seguimiento de los procesos de participación más de base. En mi opinión hay que capacitar cada vez más a los técnicos de trabajo directo en las bases y a los propios dirigentes, para que también se vayan renovando, en sistemas y prácticas lo más participativas y eficientes posibles, que vayan sustituyendo el hablar bien en asambleas muy numerosas (a veces esto no es lo más democrático), por talleres más descentralizados donde opine todo el que quiera, grupos de discusión y entrevistas grupales con los que no acuden a reuniones, etc. Es decir hacer investigación-acción-participativa con el mayor rigor metodológico posible, y con devoluciones en talleres para la confección de las “programaciones de acciones integrales” y los “presupuestos participativos”, según sean los procesos de cada una de las localidades o sectores implicados.

Está también el reto de la articulación entre las muchas demandas que se generan entre los ciudadanos y los técnicos que están en la calle, y la eficiencia de los técnicos que están en servicios centrales o en las burocracias que no están tan controladas directamente por la población. ¿Además de la comisión tripartita caben otras iniciativas participativas dentro del aparato del Estado? Aquí también caben formas de abordar la reforma de la admi nistración pública, sin duda en contacto con los sindicatos, y con los representantes de los usuarios de los servicios, pero no sólo a partir de las quejas por el salario o de los horarios de trabajo. Hay sistemas que no implican reducción de plantillas, ni “estrés” de los ritmos de trabajo, para mejorar la calidad y la innovación de cada puesto de trabajo. La investigación-acción-participativa en algunas empresas muy eficientes (grupo cooperativo Mondragón, en el País Vasco) aplicaron este sistema, y no solo no tuvieron que despedir trabajadores, sino que han seguido un camino de desarrollo notable en sus diversas líneas de producción. 

Hay sistemas empresariales de mejora de la calidad que suponen incrementos de los ritmos de explotación de los trabajadores, y cuando se pasan a la administración pública hay que tener aún más cuidado con ellos. Pero eso no nos exime de que es necesario entrar a mejorar con sistemas de control y de eficiencia las amplias burocracias locales en la administración. Si se consigue que los funcionarios y los técnicos públicos muestren un estilo diferente y participativo también en los servicios centrales, y no sólo en los que están en la calle, entonces si podemos proclamar que estamos ante una verdadera revolución del Estado. El problema del Estado no es una cuestión de filosofías a debatir, sino de encarar de una vez sus procesos de renovación y motivación en los aspectos internos y externos. Quizás ya se han puesto buenas bases en lo que atañe a lo externo, en los equipos que trabajan con los dirigentes sociales (aunque se puede mejorar siempre), pero en los despachos hay que preconizar también sistemas de mayores motivaciones y dialécticas para la eficiencia pública. 

Otro reto más que se nos presenta a partir de esto es la articulación entre el Presupuesto Participativo y los Planes Estratégicos (Ciudade Constituinte) que relacionan a la ciudad con otras ciudades del cono sur (Mercocidade). Las ciudades como Montevideo, Porto Alegre, Córdoba, Rosario, Curitiba, están en el centro del Mercosur, y con gobiernos Progresistas cabe plantearse alternativas de cooperación en muchos temas de economía, de transportes, culturales, etc. más que competir entre ellas. ¿Cabe intentar algunas experiencias de "economía popular urbana" en estas ciudades y entre ellas, con el volumen de sus economías públicas y sociales, y la voluntad política que las anima? José Luis Coraggio (1994) ha sugerido para este tipo de ciudades de cierta importancia estratégica estas formas de “economías populares” donde, ante todo, se trata de apostar por la reproducción de la calidad de vida frente a la reproducción del capital. 

Si se juntan todas las entidades de interés más público en una coordinación especial sin especial ánimo de lucro, en un Plan concertado, pueden actuar en el mercado pero con otros criterios que no tienen que ser los dominantes en la economía de mercado actual. Son formas de resistencia a las crisis, que necesitan un cierto tamaño para ser viables, pero al tiempo son también formas de alternativas parciales, que van creando otros valores y otras viabilidades dentro de estar a la contracorriente del sistema vigente. En la lógica del trabajo de generar “redes de financiamientos locales” hay bastantes posibilidades de desarrollar otros sistemas que intenten ir más allá del actual sistema financiero internacional. No se trata solo de postular un cambio o una contraposición radical al mismo, que lo merece, cuanto de ir construyendo nuevas formas en el ánimo de otras lógicas de desarrollo (tanto sociales como en lo sustentable para futuras generaciones). El crédito que se tiene desde una popularidad de una política con cierto éxito se puede traducir en “bancas populares” locales y redes de las mismas entre ciudades. Serán sin duda mas lentas en sus desarrollos pero también más fiables. 

Los retos que están puestos por delante seguro que son muchos más, pero me parece que no es poco que nos atreviésemos con algunos de éstos. Por lo pronto el caso que estamos aquí analizando ya va muy por delante de otras muchas ciudades pioneras en haber superado algunos de los problemas previos planteados. El ánimo que nos da nos ha animado a plantearnos nuevas cuestiones fundamentales para el crecimiento de las formas democráticas realmente existentes. Porto Alegre más que un ejemplo acabado y pleno, con respuestas para todo, es un ejemplo instituyente con preguntas claves a las que va dando sus respuestas. Es uno de los mejores ejemplos de democracia participativa que se están reconstruyendo en la práctica, y por eso espero que ustedes vean algo más que una tecnología en sus sistemas de prioridades, o un caso exótico y raro. Que vean la osadía de los políticos, los técnicos y los ciudadanos, para poner en marcha los procesos instituyentes adecuados a este caso en particular, y a cada caso en las localidades donde ustedes estén. Porque es responsabilidad de todos mojarse con la democracia. 
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Pedagogía  en los tiempos del

Presupuesto Participativo en Porto Alegre

Posibles implicancias educativas 

en la ampliación de la esfera pública

Jaqueline Moll - Nilton Bueno Fisher 

Discutir las pedagogías generadas al interior de los processos sociales desarrollados por el Presupuesto Participativo (PP) se plantea como un gran desafío que, en esta reflexión, apenas comenzamos a enfrentar. 

Nuestro esfuerzo se dirige a intentar explicitar y entender pedagogías en las redes que son tejidas en lo cotidiano de la vida en la ciudad, tanto en las relaciones ocurridas en el seno de la sociedad civil, como en las relaciones de ésta con el Estado. Por lo tanto, buscamos primero recuperar brevemente ejemplos de procesos sociales caracterizados por el protagonismo de la sociedad civil, y con ello explicitar una cierta amalgama de participación a partir de la cual se puede pensar en los actuales procesos que colaboran para la consolidación del PP. 

Situamos, en este trabajo, las pedagogías como prácticas que se configuran en diferentes formas de organización y acción colectiva en la esfera pública, transcendiendo las situaciones específicas de escolarización. 

Aprendiendo con la historia

Considerando que nos encontramos en una tensa encrucijada histórica, en un tiempo de cambios y tránsitos que exacerba viejos fascismos y nuevas barbaries  -traducidas en exclusiones sociales, econ6micas, políticas y culturales de innumerables contingentes humanos- queremos referirnos a los procesos generados por la sociedad civil en relaciones diferenciadas con el Estado, como posibilidades para la ampliación de la esfera pública y para la reinvención de las dinámicas de la vida urbana que podrían traducirse como los inéditos viables, anunciados por Paulo Freire. 

En esta perspectiva, buscando los hilos de la historia, la discusión que proponemos nos conduce a pensar en la experiencia socio-política constituida, particularmente en el período de la vida republicana, y en la tradición así consolidada, de un Estado sin pueblo, de un espacio conceptualmente público y universal, pero concretamente centralizado por intereses privados. Según Houaiss & Amaral, un Estado constituido originariamente a partir del exilio del pueblo: 

Por cierto no seremos originales al afirmar que el exilio del pueblo es, dentro de todo, la característica más distintiva de nuestra historia, desde la Colonia a la República. Sin pueblo y sin opinión pública, en un país de parias e iletrados, hicimos la Independencia, nos libramos de la Monarquia e implantamos una República federativa y presidencialista (... ) Podríamos tambiém decir esclavos y esclavizables, de un lado, refiriéndonos a una masa de negros importados y sus descendientes y una masa de indígenas. Pero siempre diremos iletrados, teniendo en cuenta que si  hasta fines del siglo XVIII el segmento letrado en cualquier parte del mundo no superaba el 2% de la población, en el Brasil ese porcentual, hasta la Independencia, no habría de superar el 0,5% (1995, p. 15). 

En la conformación social brasileña, la relación entre poder público y sociedad civil se constituyó por el antagonismo entre un Estado de naturaleza centralizadora, esclavista, feudal, patrimonialista y oligopólico y una sociedad civil débil en relación al aparato institucional y, bajo la fuerza permanente de la represión, servil y conformista. 

Tributarios de una tradición monárquica y aristocrática como configuradora del Estado, que no atribuía ninguna “civilidad” a los grupos subalternos, la organización y la emergencia de la sociedad civil brasileña son acontecimientos tardíos. Y es, exactamente, en los meandros y en las tentativas de esta emergencia tardía, frente a un Estado, al mismo tiempo autoritario y ausente, que vamos a vislumbrar, sobre todo en el reciente siglo XX, la construcción de formas diversas de sobrevivencia, legitimación y consolidación de escenarios diferenciados que, constituyendo nuevos actores para la vida social, engendrara, poco a poco, nuevas relaciones de estos entre sí y con el Estado, fundando asi nuevas redes en el tejido social y nuevas posibilidades para la esfera pública, con el Estado o a pesar de él. 

En esta perspectiva, Norberto Bobbio nos remite concretamente a un concepto más amplio de sociedad civil, e la cual los grupos, los movimientos, las asociaciones, las organizaciones de los más diversos espectros, se constituyen en estos personajes que entretejidos entre sí en luchas y labores comunes o sectorialmente organizados, protagonizarán estos procesos produciendo, además de nuevas redes de poder, nuevas formas de trabajo y de organización, nuevas redes de convivencia y nuevos modos de vida:

En una primera aproximación, se  puede decir que la sociedad civil es el lugar donde surgen y se desarrollan los conflictos económicos, sociales, ideológicos, religiosos, que las instituciones estatales tienen el deber de “resolver” a través de la mediación o de la represión. Sujetos de esos conflictos y, por lo tanto, de la sociedad civil exactamente en cuanto contrapuesta al Estado son las clases sociales, o más ampliamente los grupos, los movimientos, las asociaciones, las organizaciones que las representan o se declaran sus representantes; al lado de las asociaciones de clase, los grupos de interés, las asociaciones de varios géneros con fines sociales, e indirectamente políticos (Bobbio, 1997, p. 35-6). 

Por lo tanto, la comprensión de procesos más recientes, como es el caso concreto del PP, organizado a partir de 1989 en la ciudad de Porto Alegre, requiere para su propia valoración, la consideración de procesos sociales y pedagógicos que se fueron constituyendo, sobre todo por la ausencia del Estado, marcados por las necesidades humanas en los diferentes contextos de exclusión. En este sentido nos permitimos hablar de pedagogías como formas de convivencia, aprendizajes colectivos y resolución de problemas en distintos espacios de la vida en sociedad que, ocurriendo históricamente al margen de la acción del Estado, pueden hoy colaborar para la reinvención del Estado, en una perspectiva efectivamente pública y democrática.

 Como referencia a los conceptos que comenzamos a desbrozar en este artículo podríamos tomar algunos elementos de la experiencia de organización de la acción educativa del Noroeste de Rio Grande do Sul, en el período que comprende desde el fin del siglo XIX hasta 1937 y que puede representar  una forma de acción colectiva, una forma de acción en red de la sociedad civil frente a la ausencia del Estado.

Las fuertes corrientes inmigratorias de italianos, polacos, judíos y alemanes hacia todo el sur del Brasil y específicamente para esta región (RGdoSul) en el período mencionado consolidarán nuevos patrones de productividad de la tierra, de colonización, de religiosidad, de organización de la vida individual y colectiva. Viniendo de países en los que la escolarización era apenas una “promesa” traían en su equipaje el deseo de mantener aquello que consideraban esencial: su religión, su forma de comunicarse, su concepción sobre las realidades históricas, geográficas y naturales, así como sus cantos y sentires.  

No hubo preocupación del Estado en concederles escuela. Venían (estos inmigrantes) apenas para tener un  lugar, producir granos y animales (...) Sobre la cuestión escolar, que cada comunidad tuviese el cuidado de tal preocupación (...) el Estado se aproximaba a los colonos después de instalados para cobrarles impuestos y pedirles sus votos (Both & Frantz, 1986, p. 33). 

Frente a la absoluta ausencia gubernamental ellos tomaban a su cargo la educación escolar de sus hijos y, con la colaboración del clero católico y protestante, organizaban la enseñanza. Con la formación de esta camada campesina en Rio Grande do Sul nace un tipo de educación escolar propia, no estatal, pero pública, comunitaria y de fuerte carácter religioso. Y, en la perspectiva de la presente reflexión, tal objetivo desencadenó movimientos pedagógicos, en la vida de las comunidades, relacionados a sus procesos de organización:

La escuela nacía por decisión de la comunidad. Cuando en las “líneas” o “picadas” se reunían 15 o 20  familias surgía, por fuerza de la costumbre, la Asociación de la Escuela. Se reunían en Asamblea los miembros de la comunidad y eran elegidos los responsables por la Asociación. Estaba dado el primer paso para la implantación de la Escuela. Faltaban mientras tanto dos acciones básicas para concretar el propósito: la construcción de la escuela y la elección del profesor. Para la construcción cada asociado daba de lo mejor que tenía: su trabajo o sus árboles. Participaban el carpintero, el dueño del aserradero, el ebanista y hasta el agricultor sin capacitación. Cada uno pagaba sus tributos a los fines comunitarios.(Both & Frantz, 1986, p. 36). 

La filosofía de la comunidad, los principios y valores de la vida en común y los conocimientos considerados importantes eran trabajados en este espacio, que puede representar un cierta “versión preliminar” de una esfera social pública, constituida -en este caso específico- más allá o a pesar del Estado. La concepción de este tipo de proposición comunitaria se expresa cuantitativamente en las 2000 escuelas de este género organizadas hasta 1938, al punto de que su existencia se consideró una amenaza a la llamada unidad nacional. En estas redes locales estaban implicadas las comunidades, las iglesias, además de muchas organizaciones de apoyo a los inmigrantes localizadas en sus países de origen.

La ruptura de tales procesos es abrupta, caracterizando la naturaleza autoritaria del Estado brasileño. A través de un decreto federal, en 1938, se propuso la nacionalización de las escuelas extranjeras y para la implementación de tal objetivo los recursos financieros destinados a la enseñanza primaria se duplicaron entre los años 1937 y 1940. Se vacía completamente la escuela de la presencia de las comunidades.

La escuela pasó a ser construida por las autoridades locales y regionales. Los profesores fueron siendo nombrados y escogidos en sintonía con las conveniencias de los partidos políticos y no en conformidad con los intereses de la comunidad y las familias. Los padres, la comunidad y la Iglesia fueron reducidos a meros espectadores de una educación lejana, divorciada y hasta lesiva a sus intereses  (Rambo en Both & Frantz, 1986, p. 35). 

Tales procesos marcan un tipo de presencia de la sociedad civil en la resolución de sus problemas y demandas, en este caso relacionados específicamente a la educación escolar, que puede ser tomado emblemáticamente para que pensemos en las redes latentes o visibles que son construidas como salidas o alternativas para los problemas colectivos y, por lo tanto, como pedagogías para la vida colectiva, portadoras de una cultura de participación presente en las actuales formas de intervención de la sociedad civil en acciones que implican o no la presencia del Estado.  

A lo largo de este siglo, las necesidades materiales presentes en lo cotidiano de las clases populares, constituidas no tanto por inmigrantes extranjeros sino más bien por inmigrantes campesinos, itinerantes en las zonas pobres de las grandes y medianas ciudades, consustanciados al ideario de proyectos alternativos que buscan salidas potenciando el uso comunitario de recursos públicos. La ausencia de proyectos institucionales y democráticos o, en otras palabras, la ausencia de la intervención del pueblo como protagonista, proponente de políticas sociales en las diferentes áreas de educación, salud, vivienda, infraestructura urbana, agrava, a lo largo del siglo XX las desigualdades sociales. Las dictaduras (del 37 y 64) y especialmente el milagro económico de los años 70 producirán formas de resolver problemas sociales a través de acciones centralizadas, de arriba para abajo, ignorando posibles alternativas producidas por la sociedad civil y asfixiando, en la mayoría de las veces de forma violenta, posiciones divergentes. Específicamente en los años 50 y 60, iniciativas de educación popular, que potenciaban diversos grupos de la sociedad civil, eran desarrolladas en casi todo el territorio nacional. Proyectos nacionalistas constituían el telón de fondo de tales procesos, que en el terreno institucional efectivizaban lo que aquellas iniciativas comenzaban a anunciar en el terreno de los derechos del pueblo, ente ellos, el derecho a la escuela y a la alfabetización.   

En el período de la dictadura, esos proyectos fueron, en cierta forma, canalizados hacia el campo de influencia de la Iglesia, en especial junto a las Comunidades Eclesiales de Base, ámbitos donde la influencia  del ideario y de las prácticas pedagógicas de Paulo Freire fue decisiva. De manera latente o visible estas acciones efectuadas por actores sociales diversos (asociaciones de moradores, grupos eclesiales, grupos de ayuda, grupos temáticos) constituían, de formas distintas en los diferentes períodos históricos, redes de acción colectiva y de solidaridad.  

Desde nuestra perspectiva, tal panorama esboza elementos que configuran una amalgama cultural, construida históricamente, definida básicamente por acciones desarrolladas por la sociedad civil, en función de la ausencia del Estado, o en contraposición a este. Al final de los años 70 y en los 80, sobre todo en los tiempos de la redemocratización del país, el espacio urbano (sobre todo antes del MST
) constituirse como un centro para lo cual se canalizan estudios, investigaciones y experiencias en función de los crecientes procesos de movilización, organización y acción colectiva (así p/ej. el Movimiento de la Amas de Casa contra la carestía en SP; Movim. de los Profesores en RGdoS y SP). Tales procesos consolidaban pedagogías de acción que apuntaban a la complejidad humana, cultural y política de los sujetos incluidos, categorizados hasta entonces, bajo el manto homogenizador
 de las palabras pueblo, clases sociales, etc.  

Los análisis de Sader y Paoli (1986), acrecentados con los de Lucio Kowarick (1987) y Ernesto Laclau (1986), fechados en los años ochenta ya anticipabam posibles y necesarias innovaciones de los análisis antes utilizados debido a su carácter unificador, homogenizador y unidireccional. Fischer
 dice lo siguiente: 

Las palabras de Laclau y Kowarick sonarían en extremo adecuadas a los tiempos que estamos viviendo en lo que se refiere a buscar categorías de análisis para mejor entender los movimientos sociales. Kowarick, después de comentar una literatura sobre los movimientos urbanos, se indaga a sí mismo y a sus lectores: "Más es para preguntarse, al final de este balance crítico, si el sentido y el significado de los movimientos urbanos se agotan en la versión clásica de la acción política que tiene por referencia fundamental a la representación, aglutinación y dirección partidaria y la conquista del Estado (1987, p.47). Y Laclau amplía las repercusiones de este tipo de abordaje para la América Latina: “Las movilizaciones populares no se basan ya en un modelo de sociedad total o en la cristalización en términos de equivalencia de un único conflicto que divide la totalidad de lo social en dos campos, pero en una pluralidad de exigencias concretas, conduciendo a una proliferación de espacios políticos”. Ambos señalaban lo emergente, casi quince años atrás, manteniendo algunas conexiones del ser político, instituyéndose en otros espacios de representación. Son innegables las características emancipatorias de lo que hoy se produce en ese campo, incluso por el coraje de sobrepasar los parámetros entonces vigentes, dentro y fuera de la academia.  (p. 7-8). 

Si, por un lado, la complejidad de las situaciones y de los escenarios creados por los nuevos actores sociales afectados exigía otras lecturas y categorías para su comprensión (más allá de la clase trabajadora), esta misma complejidad se explicitaba en la dilución de las demandas populares (antes centralizadas por la CEBS) en distintas formas concretas de organización: asociaciones de moradores (y no sólo sindicatos); emergencia de partidos (PT, como nuevo y la legalización de los PCs).

Es este escenario surgen y se consolidan el Partido de los Trabajadores y la Central Única de Trabajadores y, a partir de la segunda mitad de los años 80, se constituyen gobiernos populares en las ciudades
. A partir de allí se produce la necesidad, por parte de aquellos que comienzan a ejercer el poder, dentro del Estado (vía Municipios), de transformar aquello que antes eran instrumentos de lucha, demanda y confrontación, de las poblaciones en situación de pobreza, en instrumentos de políticas públicas de intervención y de acción concreta, en pedagogías de aproximación y de relación entre el Estado y los diferentes grupos de la sociedad civil. 

Pedagogías de Mediación: aproximando el Estado a la Sociedad 

Para reflexionar sobre las formas que construye la sociedad civil para participar de la vida pública, resolver sus problemas, hacerse presente frente a un Estado autoritario y centralizado por intereses económicos extraños y adversos a la población, podemos tomar como referencia teórica la dinámica de las tensiones, contradicciones, intersecciones entre sistema y el mundo de la vida -concebidos por Habermas (1987b) como estrategias conceptuales en cuya articulación localiza el problema central de toda teoría de la sociedad- que emblemáticamente pueden representar las intrincadas relaciones entre el Estado y la sociedad civil, a lo largo de la consolidación de la modernidad occidental-europea. 

Desde la perspectiva de la sociología comprensiva, Habermas presenta el mundo de la vida implicando el horizonte en el que los sujetos se mueven y producen la vida concreta: 

El significado de esta expresión puede aclararse intuitivamente como referencia de aquellos objetos simbólicos que generamos cuando hablamos y actuamos desde las manifestaciones inmediatas (como son los actos de habla, las actividades teleológicas, etc.), pasando por los sedimentos de tales manifestaciones (los textos, las tradiciones, los documentos, las obras de arte, las teorías, los objetos de la cultura material, los bienes, las técnicas, etc.), hasta los productos generados indirectamente, susceptibles de organización y capaces de estabilizarse a si mismos (como son las instituciones,los sistemas sociales y las estructuras de la personalidad) (1987a, p. 154). 

En el advenimiento de la modernidad, la diferenciación, el apartamiento y hasta el extrañamiento entre sistema y mundo de la vida son regulados por la organización del Estado y de la economía capitalista. El poder, regulador prepoderante de la vida social hasta entonces, queda subsumido a la esfera económica. La razón estratégica, instrumental, se trasmuta de los ejércitos hacia el mercado, no perdiendo por ello su significado original. El siguiente pasaje de Habermas es bastante esclarecedor acerca de este proceso:

El sistema económico capitalista marca la eclosión de un nuevo nivel de diferenciación sistémica; debe su nacimiento a un nuevo mecanismo, al medio de control sistémico que es el dinero (... ) base de un subsistema emancipado de contextos normativos (... ) El aparato del Estado se hace dependiente del subsistema económico regido por un medio de control sistémico; eso lo obliga a una reorganización que conduce, entre otras cosas, a que el poder político quede asimilado a la estructura de un medio de control sistémico, el poder queda asimilado al dinero (1987b, p. 242). 

Subsumido el mundo de la vida a las estructuras sistémicas –de la organización del Estado y de la economía- los procesos sociales son, de alguma forma, absorbidos por instituciones que al mismo tiempo: cumplen las tareas centralizadoras y homogenizadoras puestas por el nuevo modelo de Estado (el estado nacional) y “civilizan” a partir de los patrones racionales-iluministas. Así, la modernidad inaugura un orden definido por la lógica de intereses y acciones estratégicas del mercado al cual el Estado, en cuanto instancia reguladora, somete al conjunto de la sociedad. 

Es en el sentido del desbloqueo de estas relaciones que, en nuestra experiencia histórica, se organiza de diferentes formas la sociedad civil, creando sus propios espacios para la intervención colectiva en la vida pública, tejiendo en redes estos espacios entre sí y, también, reinventando la propia esfera institucional, a través de la llegada al aparato del Estado, por procesos electorales. 

A partir de este ámbito teórico, podemos pensar la aproximación entre los diferentes actores que componen la esfera pública como un proceso fuerte de descolonización del espacio sistémico y de su propia recreación, a partir de los horizontes y oxigenación del mundo de la vida de aquellos que efectivamente necesitan de la presencia mediadora, propositora y reguladora de la acción del Estado. En este sentido, pensamos el conjunto de los protagonistas que, desde el interior de las estructuras institucionales, representan al Estado (la burocracia, los militantes, el partido, el staff gubernamental) y desde “fuera” representan a la sociedad civil (las poblaciones, liderazgos comunitarios, grupos temáticos de mujeres, de ambientalistas, de expresiones culturales, etc.). 

En el caso específico del PP, desarrolado en la ciudad de Porto Alegre desde 1989, a partir del cambio de administración municipal para la gestión del Frente Popular (encabezado por el Partido de los Trabajadores), se instauraron concretamente un conjunto de condiciones que recrearon la acción del Estado, a partir de otras y diferenciadas relaciones con la población. Desde el principio se instauró una pedagogía de la mediación que, suplantando a la tradicional forma de tutelas y negociados, inaugura bellos y indescriptibles momentos de conocimiento en acciones de reciprocidad, entre cuadros técnicos del Estado y sectores de población. 

En el escenario desarrollado en estos cambios, más allá de una perspectiva iluminista que podría presuponer estrategias magistralmente definidas a priori, podemos evocar varios factores que se traman entre sí: la amalgama de organización y solidaridad existente en la ciudad; la voluntad política de aquellos que ocupa los espacios de poder en la estructura gubernamental de la ciudad y, aún, la admisión de muchos “profesionales contratados”, de varios campos del conocimiento, hacia adentro del aparato del Estado. En cierto modo, podemos afirmar que la tradición de muchos de esos cuadros, al estar junto a las reivindicaciones populares y en proyectos comunitarios, con financiamientos y ayudas externas y hasta inclusive en proyectos de investigación en las universidades, fue decisiva en la implantación de algunas políticas públicas vertebradas en la dirección de los intereses de las clases populares, de los trabajadores y de aquellos en situación de abandono y miseria. 

A partir de este escenario, se amplían las posibilidades de comprensión acerca de lo que hoy se está desarrollando en el sentido de la toma de decisiones, conjuntamente con la población, en el terreno específico del PP. Tal combinación consolida, en la ciudad de Porto Alegre, una esfera diferenciada de acciones y relaciones político-sociales, una esfera que transciende al poder público sin prescindir de él, una esfera que se puede configurar como una red. 

Pedagogías de la vida en la ciudad: la tesitura

Considerado como la realización más importante de la Administración Popular, el PP proporcionó a la ciudad la experiencia de la democracia directa, con la propia población discutiendo y deliberando sobre la utilización de los recursos, lo que significa concretamente la fiscalización y el control del Estado por parte de la sociedad civil y el fin del clientelismo en la elaboración del presupuesto. Genro (1994) apunta el PP como instrumento de diálogo y disputa con el parlamento local en un proceso combinado de democracia directa con la manutención y el fortalecimiento de la representación parlamentaria. 

Em su Disertación de Maestría, Fedozzi estudia la experiencia del PP bajo una perspectiva sociológica y apunta a la racionalización política contenida en la elaboración y aplicación del método del PP como rupturadora de las formas “tradicionales” de la relación del Estado con la población: 

(... ) una de las características principales de las prácticas patrimonialistas y su inherente carácter personalista, siendo la gestión del Estado tratada como si fuese propriedad personal del gobernante o del  funcionario. Todo pasa entonces por consideraciones personales o particularistas en la distribución de los beneficios y privilegios a través de la otorgación de bienes públicos concedidos por los gobernantes en cambio de apoyos (1997, p. 154). 

Invirtiendo la lógica de estas relaciones, el PP intenta despersonalizar el trato de los recursos públicos, que servían, muchas veces, a la lógica de los intereses privados: 

Ahora, el método del PP, al primar por reglas universales de participación y por criterios objetivos e impersonales para la selección de las prioridades reivindicadas por las comunidades, establece una dinámica de acceso a los recursos públicos, que se opone al particularismo de la justicia de gabinete (Weber, 1992) como práctica tradicional que caracteriza la gestión patrimonialista (Fedozzi, 1997, p. 154). 

En términos teórico-propositivos, el PP formula junto al gobierno, el planeamiento de la inversión de parte de las partidas públicas de la ciudad, a través de grandes plenarias-asambleas populares realizadas por criterios de base geográfica y de base temática y del trabajo sistemático con delegados electos en las propias asambleas. Un informe de la Prefectura Municipal de Porto Alegre (1993) aclara: 

En el PP la ciudad es dividida en 16 regiones que sirven como base para la distribución de los recursos. En cada una de ellas son realizadas reuniones (plenarias) donde son discutidas prioridades y electos los delegados y consejeros. El PP decide el plan de inversiones, que es montado teniendo en cuenta la realidad política, económica y social de las regiones. Es así que funciona: la población organizada decide dónde invertir para el año siguiente. 

La característica de la despersonalización favorece la reversión del cuadro de clientelismo histórico y tutelador, definidor de las relaciones del Estado brasileiño con la sociedad civil. Con todo, la despersonalización no puede confundirse con “impersonalización”, con anonimato de las comunidades, que tiene sus contornos singulares y sus trayectorias propias. 

El (re)diseño de las relaciones del Estado con la sociedad civil puede construirse también a través de la experiencia del PP, en la perspectiva de la humanización de las estructuras del aparato del Estado, sobre todo a través de la escucha respetuosa, de la información calificada, de la acojida por parte de los agentes políticos y de los funcionarios de carrera de la administración pública. Acciones que demandan procesos (re)significadores tanto del funcionamiento interno de estas estructuras, cuanto de la naturaleza de las relaciones con la población. 

Schmidt describe el análisis, en su Disertación de Maestría, del proceso del PP en Porto Alegre desde su inicio en 1989 hasta 1992, considerando como principales actores: el ciudadano, ligado o no a organizaciones comunitarias, y el Estado, en la figura de la Prefectura Municipal. Avala el PP como un proceso que posibilita la desidiotización de la ciudadanía, y retrata el terreno social en que la misma se constituye como una sociedad educativa, dividida en grupos: 

(... ) muchos alumnos en estado de idiotez, en el exclusivo interés de administrar su propio ombligo, esto es, hasta el límite de su calle y que no acompañan el ritmo de los iniciados del movimiento comunitario, no se hacen presentes en la sesión de la Cámara, el día que deben defender el porcentual referente a las invesiones; otros maestros en plena actividad -los líderes del movimiento comunitario-, estableciendo relaciones con otras “escuelas”, con el poder público, y con los moradores “pasivos”, aquellos “fieles” de un cuadro hegemónico que andan ciegos, que no se “meten” en asuntos de política, que solo delegan el mandato(... ) (1994, p. 156). 

Schmidt se refiere al Estado, en la perspectiva del PP, como una posible institución pedagógica. A pesar de los problemas y contradicciones del Estado –por la fuerza de diferentes "vicios de origen”- tales procesos pueden producir nuevos diseños y redefiniciones en términos del lugar clásico que ocupa en relación a la sociedad civil. 

De allí es posible pensar en la pedagogía política de que se reviste el PP, permitiendo al Estado este lugar educativo. En el habla de Doña Iara, delegada del PP, electa en asamblea por los vecinos de su barrio en la ciudad de Porto Alegre, se expresa un poco de esta pedagogía política de desidiotización que puede convertir al sujeto en parte de la polis: 

El PP es muy bueno, es una posibilidad que la gente tiene de conocer cómo funcionan las cosas. La gente quiere el asfalto, que sea rápido, pero no sabe como conseguirlo. Y  ahí nos dan una visión a cada una, la visión del tiempo, porqué es que tarda, de dónde tiene que venir, quién es el que tiene que quedarse a esperarlo, la disputa con otros barrios. Eso es importante porque la gente empieza a conocer a todos. Antes yo no tenía noción del Parque Lavoura y otros, la gente piensa, allá en el Morro Alto hay ocho famílias en zona de riesgo, con un árbol que puede caer encima de sus casas o vas a ver uno que está viviendo a orillas de un riacho, entonces lo otro queda insignficante para vos. Una vez nos hicieron, que a mi me gustó mucho eso, un recorrido por toda la comunidad para que nos conozcamos y fue gente a la Villa Pelin, visitó todas las villas y ahí una se apasiona y dice “cómo yo podía ser tan bruta”, y acabás viendo que hasta tenés que abrir la mano en ciertos casos, “yo tengo las ocho familias pero entre las 250 que viven en medio de las ratas, en medio de los piojos y hasta mis ocho familias, la gente, la comunidad puede meterse a colaborar para limpiar el patio o hacer algo más urgente y vamos a socorrer a aquellas que están en peor situación” esa visión se da mucho entre la gente cuando ves la disposición de las personas que hablan con vos (Moll, 1998, p.189). 

El proceso educativo, contado por ella, remite al carácter híbrido vivido en diferentes experiencias de organización de la población y que en la perspectiva específica del PP, articula a la comunidade del espacio local al conjunto de la ciudad. Con todo, se recoloca la cuestión de la participación puntual, marcada por el interés inmediato.  Dice Schmidt en sus palabras fínales: 

El PP proporciona la participación de muchos pero en forma pasajera. La mayoría, después de ver atendida su demanda, se aparta. Solamente el esfuerzo articulado sobre las etapas de esta participación, primero a la hora de la participación, después integrándose en las diferentes instancias organizativas de la sociedad, le darán la condición de ciudadanía -para ser primero ciudadano de la villa, del barrio, de la ciudad, como refería el Vice-Prefecto Tarso Genro en reunión con la comunidad, y entender el derecho que tiene a la ciudad, a las obras de la ciudad- el derecho a participar en la construcción de la ciudad (1954, p.159-60)  

La prerrogativa del uso de la palabra, otorgada a los representantes, sean ellos líderes comunitarios y/o delegados elegidos para el PP, despotencializa el proceso educativo. La intencionalidad educativa, tejida en la trama de relaciones con diferentes interlocutores, sean ellos Coordinadores Regionales del PP (CROPs
, designados por la PMPA
), funcionarios de la Prefectura, profesores de Escuelas Municipales o, lo misrno, agentes de mediación externos al poder público, podrían tener un papel central en la ruptura de la idiotez. Doña Iara, en la condición de participante activa del movimiento comunitario y protagonista de innumerables querellas internas de su barrio, reclama la necesidad de una “asesoría por afuera”, que podría ocurrir por la profundización pedagógica de las relaciones entre las comunidades y los diferentes “agentes externos”: 

En las comunidades tendría que haber algún control de afuera, porque la gente ve muchas cosas que ocurren.  La dirección de las Asociaciones de Moradores, muchas veces, no tienen interés que la comunidad se involucre, el camino es mezclar a la comunidad,  hacer conferencias, eso es una caravana, hace diez años que la gente está por este lado y hay gente que no participó todavía (Moll, 1998, p. 193). 

La posibilidad del movimiento comunitario -articulado o no al PP- como espacio educativo, que Schmidt afirma y Doña Iara reclama, está expresado por Maria Eunice Araújo (ex-CROP de la región sur de Porto Alegre), cuando relata el comentario de los participantes: 

Ellos mismos llegan a expresar, los propios consejeros llegan a identificar al PP como una ayuda. Llegan a decir: “Es nuestra universidad”. Es una escuela de ciudadanía, en cuanto proceso de constitución en la ciudad no le transfiere a otro el destino de su ciudad, cada uno también se siente dueño del destino de su ciudad (Moll, 1998, p. 193). 

El PP, en cuanto constitutivo de una esfera social que es pública, sin ser exclusivamente estatal, colabora para el (re)diseño de las relaciones entre Estado y sociedad civil, pudiéndose potencializar como espacio de educación para la vida en la ciudad. La ruptura de la representación viciada y muchas veces “tutelada”, sólo puede darse por procesos pedagógicos que cuestionen y transformen los lugares de los sujetos en la relación con las asociaciones y con el Estado y que, paulatinamente, transforme el propio Estado. ¡Y esta es una tarea de largo plazo! 

Maria Eunice Araújo indica elementos acerca de un posible dimensionamiento educativo del PP, apuntando a la necesidad de la (re)educación de sus propios agentes: 

Yo encuentro que más que una novedad, el PP es el fruto de una acumulación, que no surge de la nada; es una nueva posiblidad de construcción de un espacio público o de teorización sobre un nuevo papel del Estado. Y ese éxito, ese suceso pedagógico, en el sentido de ir apasionando y seduciendo a las personas para la cuestión del gobierno hacia su propio espacio. Ahora, esa dimensión pedagógica del PP, no es una cosa dada para todo el mundo que trabaja con el PP. Es una cosa que la gente tiene que ubicar al PP como espacio pedagógico y ello debe ser instalado de manera intencional. Porque no todo asesor comunitario, el CROP, tiene esa dimensión (Moll, 1998, p.193)

Tales procesos, forjados y consolidados, a contramano histórica de los viejos fascismos y de las nuevas barbaries, a que nos referíamos en el inicio de este artículo, recolocan la discusión acerca de la construción y la consolidación de una esfera pública en la cual diferentes y divergentes intereses de los distintos grupos sociales puedan tener espacio, articulándose por disputas explícitas y por consensos y escalonándose en la perspectiva de intereses efectivamente más comunes a intereses más particulares. Matemática de difícil resolución que sólo puede  consolidarse a través de inagotables procesos dialógicos. 

La experiencia histórica republicana en el Brasil conformó un Estado privatizado y centralizado por intereses de minorias económicas, imponiendonos la tarea de su recreación, en el sentido de que ser Estado sea igual a ser público. La esfera pública que el PP engendra nace de una interlocución entre el poder público y los grupos organizados antes o, a partir de la pedagogía de la vida en la ciudad, que  constituye y potencializa. Para comprenderlo, se impone que reavivemos permanentemente los hilos de la história -como brevemente intentamos esbozar en este estudio- que permiten encontrar elementos de “continuidade”, amalgamas de la cultura de organización y participación, especialmente en los enfrentamientos a los regímenes dictatoriales (sobre todo en las luchas por infraestructura en las periferias urbanas), más también en las experiencias recientemente construidas por diferentes gestiones populares de poder público. 

Pedagogias incompletas: de los desafíos que todavía se imponen 

No hay duda de que la vida se calificó en la ciudad de Porto Alegre, en los últimos doce años. Además del reconocimiento externo de organismos, como la Organización de las Naciones Unidas, y del propio Banco Mundial, los índices de desarrollo y de condiciones de vida de las poblaciones permitem verificar avances concretos en la ciudad, sobre todo si son comparados a los índices de otras capitales de estados brasileños. Más, además de esto, vivir y respirar la ciudad implica sentir estos avances: las calles pavimentadas, las ferias organizadas, la recolección selectiva de la basura y los galpones de reciclaje, los grupos de teatro de calle en las plazas, los parques limpios y organizados, la realización del Baile Municipal, conmemorativo del aniversario de la ciudad, a cielo abierto en el Parque de la Redención... La apropiación del espacio público se efectiviza, también, en ocasión de la rendición de cuentas, hecha en el Largo Glénio Perez, junto al Mercado Público, en el corazón de la ciudad. 

Datos presentados por la Prefectura Municipal (1999) señalan el crecimiento en las tasas de escolarización de adultos, jóvenes y niños, además de la elevación del número medio de años de estudio de la población que subió de 8 años en 1991 a 8,8 años en 1996. Dice también este informe que solamente el 1% de la población de la ciudad no tiene acceso al agua potable, por hallarse en áreas de riesgo o en loteos irregulares, que la red de cloacas sanitarias alcanza al 82% de la población y que el nivel de tratamiento de cloacas comprende el 15% de la red, debiéndose ampliar al 40% hasta el próximo año (2001), aportando, asi, mejores condiciones de vida y salud para el conjunto de la población. 

Tal pedagogía cuantitativa del PP es importante, reconozcamos, en la disputa por la hegemonía en términos de proyecto político y también como formadora de la opinión pública. Pero se impone que nos preguntemos permanentemente en qué manera tales cambios se configuran en términos de articulación o rediseño del tejido humano y social que compone la ciudad. ¿Qué diferencias, de hecho, representan tales cambios para la implicación de cada uno, a su modo, en la vida de la polis? 

Una de las fuentes calificadas para poder responder a esas preguntas es la Tesis de Doctorado del profesor Pedro de Carvalho Pontual
. En su estudio encontramos varios pasajes reveladores de la existencia de un intenso proceso inquietante de la vida política de la ciudad de Santo André (SP). Después de innúmeros registros obtenidos a través de entrevistas, documentos y enfrentamientos, via medios de comunicación de masas, Pontual concluye lo siguiente
: 

Ésta investigación mostró que, aun partiendo de las administraciones municipales la iniciativa de promover el PP es al interior de la máquina pública donde se encuentran las mayores dificultades para realizarlo y los factores que más dificultan el proceso de aprendizaje de los actores envueltos. Por otro lado, la dinámica participativa del PP y las crecientes exigencias de los actores que en ella se encuentran tienen  impulsada la máquina pública y sus agentes en el sentido de acelerar tales cambios. El proceso del PP presiona en el sentido de incrementar las exigencias de accountability (responsabilización del Estado en la rendición de cuentas de sus actividades y de la utilización de los recursos públicos) del poder público para con la sociedad, contribuyendo a la consolidación de una governabilidad democrática (por la agregación progresiva de nuevos actores de la sociedad civil en la definición de las políticas públicas) y para la calificación de los patrones de governabilidad (capacidad técnica y financiera) de las acciones del Estado a nivel local.

Esta perspectiva es reveladora de algunas preocupaciones que intentamos desarrollar a lo largo de este artículo: procurar comprender cómo se procesan cambios, en los actores involucrados, por la introducción de una práctica política innovadora con respecto a las decisiones, en torno de parte de los recursos del Estado, a nível municipal, destinados a las inversiones. 

Hay una concordancia entre autores, investigadores, militantes e incluso opositores a ese proceso: los actores se revisten de nuevos conocimientos, comportamientos, códigos y se tornan visibles en el escenario urbano. Entre tanto, quedan indagaciones a ser respondidas a partir de más estudios, registros, investigaciones y otras formas de acompañamiento de esa inovación política. Insistimos en la centralidad de la categoría “pedagogía” como posible filtro o también como un abordaje reflexivo en torno de los aprendizajes y desafios más permanentes junto a todos los protagonistas del PP.

En este sentido, Pontual señala entre los más importantes: “el interior de la máquina pública”! Si, de un lado, junto a las clases populares se observan positividades en el sentido de la ampliación de presencias ciudadanas en las discusiones y decisiones sobre las inversiones públicas, por otro lado, junto a los funcionarios públicos también se verifica un ritmo más lento de cambios. Vale recordar que el PP, como práctica política y administrativa reciente, en torno de una década, no puede ser comparado con la herencia secular de rutinas burocráticas. Se hace necesario aprovechar ese argumento de Pontual y osar arnpliarla junto al cuerpo político -cargos de confianza y funciones gratificadas- de las nuevas administraciones para observar cómo este espacio está siendo afectado por el dinámico proceso de participación popular. 

A partir de esta indagación, pensamos en la necesidad de una propuesta de problematización y acompañamiento, con respecto de los aprendizajes que estarían ocurriendo también junto a los que trabajan en administraciones populares bajo la delegación de confianza que incluye aquella proveniente de las marcas y orientaciones partidarias. Como decurrencia de esa reflexión es posible ampliar esa curiosidad científica también junto a los cuadros estrictamente partidarios. 

En una presentación en debate en la ciudad de Buenos Aires, la abogada Betánia Alfonsin propone algunas cuestiones en el mismo sentido que estamos apuntando ahora, pero con un foco más específico y del cual se podrían también sacar enseñanzas, tanto para la academia, para los partidos y militantes, como para el propio proceso de ampliación de la relación entre sociedad civil y estado. Una de las inovaciones de las administraciones populares, municipales, originada en las entrañas del PP, es aquella denominada de “Congreso de la Ciudad” o también las Conferencias como “Porto Alegre Más”. Esa inovación tiene un mérito en su propia definición: ampliar los horizontes de las demandas locales de una región u otra, de un misrno municipio, para además del tiempo inmediato del presupuesto de un año específico. Ese carácter pedagógico se muestra, entre tanto, aunque fuertemente marcado como iniciativa por parte del Estado, del poder público! Las presencias además son fuertemente representativas de instancias de las secretarías municipales, del partido y de intelectuales. Cuál sería o cuáles serían los mecanismos más adecuados para obtener una presencia más plena de los sectores populares o de moradores de periferias? Veamos lo que dice la llamada de atención de Alfonsín
: 

Aquí nos aproximamos desde otro punto en que la experiencia de Porto Alegre también se debe profundizar a fin de perfeccionar la práctica democrática: la participación popular sólo puede darse en condiciones dignas y eficientes para la gestión del planeamiento del desarrollo local, cuando hay información y formación adecuada de la población para incluirse en el proceso en condiciones de comprender, mínimamente, lo que está siendo discutido / decidido. 

Si en el proceso del PP ese punto parece haber sido objeto de preocupación por parte de la Administración popular desde el inicio, el proyecto PORTO ALEGRE MÁS - Ciudad Constituyente pecó por falta de preparación en la información y comunicación con los líderes comunitarios. Obviamente, estaba la voluntad política de incorporar la participación popular en la discusión del nuevo proyecto, pero hubo mucha dificultad en traducir esa vonluntad en metodología. 

Por las cuestiones técnicas incluidas en una discusión sobre el Plan Director es evidente que solo es posible esperar que haya efectiva participación popular en la discusión sobre el mismo si la población dominara mínimamente los conceptos incluidos en el análisis sobre la ciudad y el planeamiento urbano. La construcción de ese estadio mínimo de entendimento, algo que podríamos llamar de “estadio mínimo conceptual”, sin lo cual la población llamada a participar del proceso es mera figura decorativa, fue un proceso muy difícil en Porto Alegre. 

Una fuerte tradición de Planeamiento centralizado es autoritario, hecho en gabinete desde los tiempos de la Dictadura militar hizo como que hubiese, inicialmente, fuerte resistencia de los técnicos municipales en aceptar la participación popular.  Al principio, las  propuestas metodológicas operaban, de hecho, con critério de exclusión: sólo podría participar quien tuviese curso superior... A  poco,  por la insistencia de ONGs, del movimiento popular y por la progresiva comprensión del propio Gobierno de que era posible incorporar la participación popular desde que se construyese la posibilidad de una intervención informada, las propuestas se fueron  abriendo en el sentido de ampliar esa participación. Un tratamiento pedagógico de las informaciones, datos y conceptos, a través de la formulación de cartillas y videos; la realización de reuniones en las regiones del PP es la admisión de lideranzas comunitarias en las reuniones de trabajo fueron pasos conquistados por el movimiento comunitario y no ofrecidos por una Administración que comprendiese de antemano la importancia de esa participación popular para que el Plan Director sea una pieza útil (1998, p. 8-9). 

Tal vez esa larga cita casi debiera ser el centro de nuestro argumento acerca de las incompletudes, pues ella señala la incuestinable y necesaria pedagogía del tempo. En ese sentido, tal vez estemos trayendo un nuevo tema, considerada su complejidad: frente a las (im)posibilidades e (in)compatibilidades entre los tiempos de la acción (política, partidaria y administrativa) y los de la reflexión (asesorías, investigadores, mundo académico), entre la prisa en demostrar los cambios y la dinámica de un aprendizaje enraizado de -todos- los protagonistas envueltos, directa e indirectamente, con la introducción del PP, se hacen necesarias mediaciones radicales. No se puede trabajar con categorías cuyos registros se procesaran por lo inmediato o por lo relativo como serían las adhesiones o los repudios a lo nuevo del PP y también no se puede prescribir y en cierto modo “juzgar” por la actitud distante, casi prescriptiva. Por simples que sean las palabras de Ecléa Bosi, en torno de lo que ella llama de (re)enraizamiento de las poblaciones del interior, migrantes en los centros urbanos, el proceso de construcción de nuevas y sólidas raíces requiere una pedagogía, freireanamente elaborada de escucha densa! 

Considerando esa misma dinámica, de cambios, adaptaciones, ajustes que se producen en la ciudad de Porto Alegre, se hace inevitable que surjan preguntas con respecto a ¿cómo se relacionan los poderes instituidos que coexisten, y precisan continuar existiendo en virtud de los diferentes proyectos, formas e intereses que componen de forma plural a la ciudad: el poder popular, el poder económico, el poder judicial, el poder legislativo y el poder ejecutivo? ¿cómo aproximar la pedagogía de la democracia directa y deliberativa con la democracia representativa? ¿cómo relacionar las redes creadas a partir de los Consejos (de la mujer, del negro, del medio ambiente, entre otros) y los clásicos Consejos de Educación e de la Salud, Tutelar y Consejo Municipal de los Derechos del Niño y del Adolescente? ¿cómo el poder público municipal, en el caso de Porto Alegre, con definiciones por principios democráticos y populares, potencializa esos otros mecanismos políticos, asumiendo el principio radical de “gobernar con y para todos”? 

Aunque no esté en nuestro artículo, la relación entre el ejecutivo y el legislativo merecería calificados acompañamientos para verificarse como se podrían romper los estereotipos: de un lado, el PP como mejor, revolucionario, y más válido proceso de democracia directa, y del otro, las reacciones del legislativo al sentirse desvalorizado, apuntando ser el PP más una práctica que representaría tanto un brazo del Estado (poder público municipal) y también un brazo del partido (o de los partidos de los denominados frentes populares). 

Para profundizar estos aspectos, apostamos también a la pedagogía, en relación a qué responsabilidad nos cabe, como educadores e investigadores: ser partícipes de dinámicas y prácticas sociales que, como el PP, consolidan y reinventan la democracia, centrándose en el mejoramiento de la calidad de vida de la inmensa mayoria del pueblo brasileño. Al mismo tiempo, deseamos, en estas reflexiones, aportar límites, proponer preguntas, expresar dudas y, hasta, encaminar procedimientos de calificación del PP. La señal concreta de ese desafío puede ser resumido casi en una constatación: el PP como práctica político-administrativa se tornó en un principio irruptor de acomodaciones, tanto en la esfera de los poderes instituidos, como en los sectores formadores de opinión pública y en el propio movimiento comunitario. Al tornarse un principio generador de “pertenencias” el PP requiere, casi por definición, de análisis transdisciplinarios para su profundización. 

De nuevo Alfonsín refleja esa, nuestra preocupación: 

La democracia participativa tiene además, en Porto Alegre, un claro papel pedagógico: comunidades enteras, literalmente aprenden y se apropian de habilidades democráticas. Escuchar al otro, ejercer la capacidad de argumentación y convencimiento, inscribirse y aguardar su turno para hablar, respetar el tiempo colectivamente acordado para las intervenciones y para el término de la reunión, afirmar la parte sin perder de vista el todo de la ciudad, constituyen, sin duda,  fantásticos legados a los participantes de procesos como el Presupuesto Participativo, por ejemplo. 

La importancia de la democracia representativa, en tanto, es la posibilidad de una profundización real del ejercício de la democracia por la combinación de la democracia representativa con la democracia directa, es un punto que tiene que ser mejor trabajado junto a los ciudadanos participantes del PP, ya que los límites prácticos entre esa “aversión” popular al poder legislativo y una propuesta dictatorial de supresión del poder legislativo puede ser bastante tenue, lo que, considerando el imaginario latino-americano, es bastante peligroso (1998, p. 5). 

Las incompletudes que se anuncian en ese tipo de argumentos son señales de vulnerabilidad que necesitan ser enfrentadas. 

En las experiencias del PP, en el Brasil y, en especial, en la ciudad de Porto Alegre, hay un proceso irreversible de nuevos conocimientos siendo producidos, tal vez hasta no previstos por sus proponentes y que, por eso mismo, los compromete en procesos de evaluación y calificación “permanente” de aquello que no puede ser más propiedad de partidos, administraciones municipales o aun de la academia: el PP se produce como capital cultural de una república tercer-mundista fertilizada y fertilizadora de procesos participativos de la vida, de todos y de cada uno. Asi siendo, las pedagogías del mundo de la vida pueden ser parte del ideario del PP, para además de los porcentuales y de las estadísticas ya alcanzadas, bien como en los estrechamientos entre sociedad y estado, con dinámicas sociales que se amplían hacia otras instancias ciudadanas, que trasciendan los tiempos y espacios de demandas materiales y del reino de las necesidades. La pedagogía de la cual hablamos en este capítulo está profundamente relacionada a su tentativa de captar las inovaciones participativas en la ciudad de Porto Alegre y, al mismo tiempo, es exigente, tanto de los autores de este ensayo como de sus lectores, en la perspectiva que requiere cuadros conceptuales que no sean ajustes de las categorías existentes, sino rupturas en busca de mejores interpretaciones del emergente en la vida de los ciudadanos porto-alegrenses. 
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� Estas ideas están en GENRO Tarso, “Nuevo Estado para Nueva Ciudadanía” en Rev. Direito, Sta. Cruz do Sul, n.9/10, Ene/Dic. 1998, p.112-113
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�  Estas ideas, con rectificaciones formales en su texto, están en GENRO, Tarso “Los espacios públicos no estatales” en Anales de la XVI Conferencia Nac. de la Orden de los Abogados del Brasil, 1996, p.152-153


� Estas ideas, con rectificaciones formales en su texto, están en GENRO, Tarso “Reflexión preliminar sobre la influencia del neoliberalismo en el Derecho”, en Revista de Jurisprudencia del Trabajo de Rio Grande do Sul”, n.166, HS Editora, 1997, p.66


� PRZEWORSKI, Adam. Entrevista en Veja, Edit. Abril, 18/10/95, p.10


� Prefecto de Porto Alegre (finalizó su mandato al fines del 2000) Conferencia realizada en el Seminario Internacional sobre Democracia Participativa, Porto Alegre, 11/11/99. 


� En el original se incluye este concepto “prPPietarista”. En la traducción se incluyo este vocablo pese a que no se acostumbra usarlo en las versiones en idioma español de este autor. (n.t.) 


� En Brasil este cargo es equivalente al de Concejal o Legislador (n.t.)


� Participó en la implantación del PP como Coordinador de Gabinete de Planificación de la Prefectura Municipal de Porto Alegre (1989-1992). Es autor del libro “Presupuesto Participativo – reflexiones sobre la experiencia de Porto Alegre”. Actualmente es profesor y doctorado del Dpto. de Sociología de la Univ. Federal de RGdoS donde continúa la investigación sobre la experiencia del PP en PoA.


� Dentro de otras experiencias de participación en la gestión local en las décadas 1970/80 pueden ser citados los casos de Lages (SC), Boa Esperanza (ES), Diadema (SP), y Recife (PE). Ver respectivamente Alves (1988), Simoes (1992, Souza (1992) y Soares (1992). Como se sabe, el poder local se constituye en un espacio privilegiado para la práctica de la democracia participativa. Mientras tanto, a pesar de los argumentos clásicos a favor de la descentralización del Estado –pues ella permitiría mejores condiciones para la participación social, la visibilidad pública y el control del poder (Castells, 1980; Borja, 1987; Bobbio, 1986 – el análisis de experiencias de descentralización en la última década en América Latina, como discusión teórica sobre ese tema, revela las ambigüedades existentes del vínculo entre los temas de la gestión local, de la democracia y de la ciudadanía (Nunes, 1990; Cohn, 1994; Melo, 1993, 1993b; Arretche, 1996; Santos, Junior, 1994). El presente adopta el punto de vista de que no hay una virtud democrática intrínseca a la descentralización político-administrativa, una vez que a ella corresponde una igual descentralización de las relaciones de poder y de los conflictos que transforman a los Municipios en territorios de disputa e incertidumbre en cuanto al futuro de la democracia y de la ciudadanía. Así, la autonomía municipal puede favorecer nuevos patrones de gestión pública democrática o reproducir prácticas políticas tradicionales contrarias a la promoción de la ciudadanía (Fedozzi, 1997, p.23-24) Sobre el carácter conservador de la “ideología municipalista” en la historia del Brasil, ver Melo (1993)


� Conforme al relevamiento preliminar realizado por FASE/RJ en 1999.


� Ver Fedozzi, 1997


� El término es utilizado para designar la forma peculiar con que la ciudadanía aparece en la época moderna. Es sabido que el surgimiento de la ciudadanía en la historia de la civilización occidental está ligado al fenómeno de la democracia antigua. Histórica y etimológicamente derivada del término “ciudad” el concepto de ciudadanía surgió con el advenimiento de las ciudades-Estado en la civilización greco-romana, siendo ellas comprendidas en el sentido clásico de sociedad política: polis para los griegos o civitas para los antiguos romanos. En el origen del término la ciudadanía poseía un significado esencialmente político, toda vez que denota la participación activa en la vida de la ciudad, entendida como espacio público para la toma de decisiones colectivas. Para una amplia reflexión sobre el significado de la ciudadanía antigua ver, entre otros, Rousseau (1973); Castoriadis (1987); Arendt (1974) y Bobbio et al (1993).


� Kant considera “concepto trascendental del derecho público” el siguiente principio: “Todas las acciones relativas al derecho de otros hombres, cuya máxima no es susceptible de hacerse pública, son injustas” (Kant, 1989, p.73)


� Bobbio parece no haber comprendido el sentido histórico y sociológico de Cambio Estructural de la Esfera Pública cuando, al comentar el estudio de Habermas lo considera “discutible” por no contemplar la distinción de los dos significados de lo “público” arriba mencionados (Bobbio, 1986, p.89). Ahora, Habermas no desprecia ese doble sentido del pensamiento clásico pero su innovación está exactamente en apuntar el surgimiento histórico de una tercera arena “pública” que no es ni estatal, en el sentido de la res pública ni propiamente “privada”. En ese sentido me parece fundamental resaltar la complementariedad del “triple” sentido de lo “público” como principio de res pública, como principio de visibilidad del poder y como locus societario de generación y fundamentación del poder legítimo.


� En el ámbito de la teoría pluralista de la democracia, la esfera pública cumple un papel funcional de actuación,  junto a los mecanismos institucionalizados de representación política como “sistema intermediario cuya función política consiste en la absorción (input) y en el procesamiento (throughput) de determinados temas y opiniones así como en la transmisión de las opiniones públicas que resultan de este procesamiento (output) tanto a los ciudadanos como al sistema político” (Gerhards, Jürgen y Neihardt, Friedhelm según Costa, 1997, p.181) Una discusión crítica de esa concepción de la esfera pública es realizada por Costa (1997). Para una discusión sobre la categoría “esfera pública” en el ámbito de las teorías democráticas, ver Benhabib, Seyla (1992).


�  Para un amplio análisis sobre las reflexiones de Hannahh Arendt, ver Telles (1990) y Lafer (1988).


� Inspirado en el pensamiento de Hannahh Arendt y de Claude Lefort, Vera Telles (1990-1994) propone una interpretación de la esfera pública como el local donde los conflictos y las diferencias pueden ser mediados y repensados teniendo como medida común el reconocimiento de los derechos. Los derechos son definidos como prácticas, discursos y valores que afectan el modo como las desigualdades y las diferencias aparecen en el escenario público, se expresan los intereses y los conflictos se realizan” (1994, p.91). Por eso los derechos deben ser entendidos como forma de sociabilidad y como regla de reciprocidad, que no están referidas tan solo a leyes e instituciones sino a una forma específica de regulación de las relaciones sociales y de los conflictos sociales.


� Según Avritzer, uno de los más brillantes intérpretes de la teoría habermasiana en el Brasil, la divergencia empírica que Habermas expone con relación a las categorías marxianas en Cambio Estructural... asume en las demás obras habermasianas el carácter de divergencia teórica, a través de la crítica sistemática al llamado “paradigma de la producción” marxiano. El mismo es entendido como “la idea de que habría una ligazón entre el proceso de autoproducción de los individuos a través del trabajo social y el proceso de esclarecimiento político acerca de la emancipación humana” (1996, p.24). Las críticas hechas por Habermas a Marx implicarían así un cambio de posición del lugar de la política, una vez que ella, al interior del paradigma habermasiano de la comunicación, pasaría a constituir una dimensión práctico-moral capaz de establecer los fundamentos de la emancipación humana. No obstante, siempre según Avritzer, tanto la negación de los fundamentos filosóficos del “paradigma de la producción” cuanto de los fundamentos sociológicos del análisis del modo capitalista de producción, no es suficiente para que Habermas deje de reivindicar la tradición marxiana. Para la discusión de la relación entre Habermas y Marx y entre Habermas y Weber ver el excelente trabajo de Avritzer (1996).


� Para Marx, la proclamación de los Derechos del Hombre apenas materializaba la cesión, típica de las sociedades burguesas, entre el Hombre y el Ciudadano, pues los derechos surgidos en el siglo XVIII promovieron la disociación de los individuos en el seno de la sociedad y la separación entre esa sociedad atomizada y la comunidad política. La posición marxiana contenida en La Cuestión Judía fue transformada en una canon de amplia influencia en el movimiento comunista de ese siglo (Bobbio, 1983; Lefort, 1987; Hobsbawn, 1987). En efecto, la crítica de la crítica marxiana sobre los derechos humanos y sobre la ciudadanía está menos asociada a la lectura de Marx sobre los derechos en la forma establecida por las Declaraciones Francesa y Americana (aunque ese aspecto no sea secundario) y además su impotencia para descubrir lo que estaba latente con el surgimiento de los llamados derechos del hombre y del ciudadano a partir de las revoluciones burguesas. Para Bobbio (1983) Marx confundió una cuestión de hecho (la ocasión histórica que dio origen a esos derechos representada por la revolución burguesa contra el Estado absoluto) por una cuestión de principio. Para Lefort (1987) Marx no percibe lo que aparece al margen de la ideología en el propio texto de la Declaración, y no examina su significado práctico –la revuelta que habían promovido en la vida social – pues su teoría no permite concebir el sentido de cambio histórico en el cual el poder se encontraba confinado a límites y el derecho plenamente reconocido en exterioridad al poder: es doble aventura, se hace ilegible, simple señal de ilusión. Por eso Marx no capta la dimensión universal de los derechos, cual es, la independencia del pensamiento y de la opinión hace al poder, del clivaje entre poder y saber y no solamente de la cesión entre el burgués y el ciudadano, entre la propiedad privada y la política. Por otro lado Habermas (1984) entiende que la condición de burgués es precondición para la condición de hombre y de ciudadano. El autor de Cambio Estructural de la Esfera Pública “apunta hacia la complementariedad de las tres condiciones en la medida en que la necesidad de privacidad y de publicidad instauran principios compatibles con la ciudadanía civil y política” (Avritzer, 1996, p.33)


� El paradigma de la comunicación y de la ética discursiva (Teoría de Acción Comunicativa, 1984) y el resultado de un largo diálogo de Habermas respectivamente con Kant y la tradición de la filosofía moral y cognoscitiva e iluminista, Weber, Marx, Durkheim y Parsons además de los representantes del estructuralismo genético, el epistemólogo suizo Jean Piaget y el psicólogo norteamericano Lawrence Kohlberg. Para un excelente debate sobre la construcción conceptual en Habermas, ver Freitag (1985, 1989, 1992) y Avritzer (1996). 


� Habermas rescata el concepto del mundo de la vida de Husserl y Shultz al que él asigna dimensión parsoniana inspirada en la categoría de comunidad societaria (societal community). De Husserl y Shultz rescata la idea de un telón de fondo cultural que permite a los individuos interactuar en un mundo predeterminado. De Parsons, rescata la idea de una sociedad especializada en la integración social. El mundo de la vida Habermasiano no se limita tan sólo a la idea de un telón de fondo cultural. Tiene también, como telón de fondo, normas y experiencias subjetivas  así como prácticas y habilidades individuales. De ese modo, para Habermas, el mundo de la vida se constituye en una esfera de reflexivilidad de la cultura, de las normas y de las prácticas institucionales (Avritzer, 1996, p.45). Conforme Freitag (1997, p.239) en la Lebenswelt son reencontrados los elementos de la vida social que Tönies idealizaba en la Gemeinshaft, pues aquí también la sociedad es una verdadera Kommunicationsgemeinshaft, una comunidad en la cual prevalecen la comunicación y la interacción volcadas al entendimiento entre sus miembros. Ver también Freitag (1985).


� Como destaca Freitag (1989), un lenguaje proporciona, para Habermas, el denominador común que permite integrar las perspectivas filosóficas, sociológica y psicológica posibilitando la unidad en la inter y multidisciplina. Cuando Habermas habla de lenguaje no lo hace como lingüista, interesado exclusivamente en la riqueza del vocabulario, en las categorías sintácticas, en las reglas gramáticas, o sea, en el lenguaje como sistema lingüístico autónomo. Habermas está interesado en el lenguaje como un medio en el cual se realizan interacciones. En otras palabras, está interesado en las interacciones linguísticas mediadas (pragmática).


� Nos servimos aquí de las reflexiones propuestas por Costa (1997a) a partir del Nuevo Prefacio a la edición alemana de Cambio Estructural de la Esfera Pública (1990). Para una discusión más amplia sobre algunas revisiones de Habermas efectuada en esa edición, ver Costa (1997b) UFSC, mimeo.


� Dice Habermas: “Según la concepción republicana, la formación de la opinión y de la voluntad políticas de los ciudadanos consiste en el medio por el cual se constituye la sociedad como un todo políticamente organizado. La sociedad se centra en el Estado; (...) La democracia es sinónimo de la auto-organización política de la sociedad. De eso resulta una comprensión de la política que se vuelve polémicamente en contra del aparato estatal”. En los escritos políticos de Hannah Arendt se puede ver bien la embestida de la argumentación republicana contra la ciudadanía privatista de una población despolitizada y en contra de crear legitimación por parte de partidos cuya referencia primaria es el Estado. Sería preciso revitalizar la esfera de la opinión pública hasta el punto en que una ciudadanía regenerada pudiese (re)apropiarse, en forma de autogestión descentralizada, del poder burocráticamente autónomo del Estado (Habermas, 1995, p.46) (Destacado del autor). 


� Para una crítica a los presupuestos del “elitismo democrático” a partir de la teoría habermasiana, ver Avritzer (1996, p.99-123)


� Souza (1983) invierte el modelo dominante de análisis del sistema partidario del país (1930-1964) que ve a los partidos en términos de sociedad actuando sobre el Estado, para aprehender la estructura estatal como condicionante de la formación, evolución y actuación de los partidos políticos. Su hipótesis es que la importancia del partido como institución (o el grado de institucionalización del sistema partidario) en relación con otras fuerzas que componen la estructura del Estado, puede estar en relación inversa con la centralización de este. En ese sentido el clientelismo declina en importancia como forma de control y utilización de recursos políticos cuando la estructura del Estado favorece la consolidación de los partidos como articuladores de alternativas y objetivos nacionales;de modo inverso, la existencia de una estructura estatal centralizada antes del surgimiento del sistema partidario constituyó, por si misma, una dificultad a su institucionalización y un estímulo a la política clientelista. A partir de ese enfoque el clientelismo deja de ser comprendido como algo “residual” del tradicionalismo para constituirse en un “componente estructural” del sistema político.


� Ver: Paoli (1992); Benevides (1991); Comparato (1994); Castro (1988).


� Entre una vasta literatura se destacan los estudios de Sader (1988); Cardoso (1983); Durham (1984); Scherer-Warren (1983); Telles (1994); Dagnino (1994); Jacobi (1980); Costa (1994) y Doimo (1995).


� Sobre la evolución histórica del presupuesto en el Estado moderno y en el Brasil, ver Nascimento (1986) y Giacomoni (1992, 1993b). Para una reflexión sobre la superioridad de la práctica del PP-PoA sobre las demás “técnicas” de elaboración presupuestaria (especialmente sobre el tradicional “incrementalismo”) ver el estudio de Giacomoni (1993b). Una reflexión sobre la importancia del presupuesto público para la gestión del Estado, sus marcos legales y la práctica de la elaboración presupuestaria en el Brasil puede ser encontrada en Fedozzi (1997, p.105-11).


� La propuesta presupuestaria de la Unión para 1993 recibió más de 72 mil enmiendas y fue ampliamente informado por la prensa la adjudicación de recursos hacia entidades “fantasmas”. Según el informe de la CPI del Presupuesto, que culminó con la casación y/o renuncia de siete diputados, el desvío de las asignaciones sociales llegó al 64% (diario Zero Hora 18-1-94, p.15 y Editorial del diario Correo do Povo 3-7-93. Sobre el clientelismo con el presupuesto de la Unión, ver diarios Folha de Sao Paulo, 11-11-94, Especial A-4 y Jornal do Brasil, 24-10-93, p.8. La crisis de 1993 provocó algunos cambios en la elaboración del presupuesto de la Unión en el Congreso Nacional. Mientras tanto no fue alterada su lógica fragmentaria ni tampoco fueron promovidos mecanismos de transparencia y democratización de ese instrumento fundamental. Para un seguimiento permanente de la elaboración y ejecución de los presupuestos de la Unión, ver Boletín Presupuesto y Democracia, Rio de Janeiro, IBASE.


� Para conocer de manera más amplia el proceso histórico de construcción del PP-PoA y su método de funcionamiento, ver Fedozzi,(1997).


� El vocablo”pobladores”  aparecerá, de ahora en más, como traducción de la palabra portuguesa “moradores” la cual tiene una acepción más amplia que la elegida en nuestro idioma ya que puede significar al mismo tiempo “vecinos”, “residentes”, “habitantes”, “ocupantes”, “inquilinos”, en definitiva, “quien o quienes viven en una morada (casa) o barrio” etc. (n.t.)


� En esta sigla COP, de aquí en adelante, se respeta la inicial O que responde a la palabra Orçamento (Presupuesto) (n.t.) 


� El término “vereadores” sería el equivalente a Ediles, Concejales, Legisladores (los eventuales integrantes del Concejo Deliberante y/o Cuerpo Legislativo de un Municipio) (n.t.) 


� Este criterio fue excluido por el Consejo de Presupuesto a efectos de la distribución de los recursos de inversión a partir de 1996.


� Según investigación realizada sobre los participantes del PP en 1995: el 39,55% tienen un ingreso familiar de hasta 3 salarios mínimos(1 salario mínimo = U$S 100) (el 9% reciben sólo 1 salario mínimo o menos); el 17,85% entre 3 y 5 salarios y el 34,08% más de 5; el 8,52% no respondieron o no tienen ingreso alguno. Al mismo tiempo): el 5,47% no tienen instrucción alguna; el 36,5%  primer grado (ciclo primario) incompleto; el 53,87% primer grado completo;  el 30,71% el segundo grado (ciclo secundario) incompleto y completo y el 13,99% con algún curso superior. Los datos sobre el asociativismo de los integrantes del PP indica el papel destacado de las Asociaciones de Pobladores de Barrios (Vecinales) ya que, entre el total de los entrevistados, el 50,48% declaró participar en ese tipo de entidades (Fedozzi y otros, 1995).   


� Porto Alegre tiene (tenía en 1995) 1,263 millones de habitantes y, en general, posee índices de calidad de vida superiores a las demás capitales del país (fue elegida en 1997 por la revista Amanhá como la capital con la mejor calidad de vida), la ciudad también reproduce el modelo de urbanización excluyente verificado en el Brasil, especialmente desde la década de 1960. Según datos oficiales la ciudad cuenta hoy con cerca de 1/3 de la población viviendo en condiciones precarias en cerca de 254 villas irregulares. 


� Las ideas de “accountability” y de representación así como la distinción entre las esferas pública y privada, forma la dimensión republicana de las democracias contemporáneas. La accountability, término que, como llama la atención O´Donnell (1988a y 1991), tal vez no casualmente carezca de traducción literal para nuestros idiomas, comprende dos aspectos principales: a) la obligación del gobernante y del funcionario de ajustar sus actos a la ley; y b) la obligación del gobernante de dar cuenta de sus actos, con suficiente transparencia para que la ciudadanía pueda avalar su gestión y, mediante procedimientos democráticos, aprobarla o rechazarla. 


Para una problematización sobre las limitaciones de la noción de accountability, en las llamadas “democracias delegativas” o sea, democracias con baja densidad institucional, ver O´Donnell, 1991, p.93. La aplicación de ese concepto para el análisis del PP de PoA  puede encontrarse en Fedozzi, 1997, p.93 y 168-173.


� Como se sabe, en el pensamiento democrático, la noción de democracia directa se refiere a las "decisiones tomadas sin intermediarios", en asambleas populares (como en las antiguas ciudades-Estado de Grecia) o a través de institutos modernos, tales como el plebiscito y el referendo. En el caso específico del PP-PoA, hay elementos de democracia directa cuando la población toma decisiones –fuera de los marcos del Estado representativo– como es el caso de la selección de las demandas prioritarias en cada región o temática. Entre tanto, una parte significativa de las decisiones que aluden a las reglas de participación y de distribución de los recursos de inversión entre las regiones, como por exemplo los criterios, son deliberados por los representantes de las comunidades en el trabajo del Consejo del Presupuesto. De ahí que el concepto de democracia directa por sí misma es insuficiente e inadecuada para interpretar el proceso empírico de la experiencia de Porto Alegre. 


La discusión clásica sobre la relación entre democracia representativa y democracia directa es abordada por diferentes corrientes teóricas. Entre la vasta bibliografía, ver Bobbio (1983; 1986) y Benevides (1991).


� Para Habermas, las esferas públicas autónomas son aquellas "que no son creadas ni mantenidas por el sistema político a los fines de ser legitimadas" (Habermas, 1990).


�  El método para la distribución de las inversiones consolidado a partir de la discusión del presupuesto para el ejercicio de 1991 fue construido con la participación de tres representantes del Consejo de Presupuesto que, juntamente con el GAPLAN y la CRC, elaboraron la propuesta posteriormente sometida a la apreciación del mismo. También descansa en la dinámica del Consejo la rediscusión anual de los criterios utilizados para la atención de las demandas. Así sucedió con el proceso de definición de la regionalización y de las reglas de participación. 


Ver al respecto los documentos Prefectura Municipal de Porto Alegre. “Proceso de Evaluación de la Gestión del Frente Popular”, 1992 y Fedozzi, 1992.


�  El "auto-reglamento” es uno de los argumentos más utilizados por la Administración Popular y por el PT para  contraponerse a las tentativas de reglamentación legal del PP propuestas por la Cámara de Vereadores de Porto Alegre. Sobre las posibles implicancias de esa polémica, ver Fedozzi (1997).


� Doctorada en Derecho – CPGD / UFSC. Profesora de Derecho Económico - Facultad de Derecho - UFRGS. 


� Sobre las cualidades del derecho moderno, ver, Max Weber, la 7ª reimpresión de” Economía y Sociedad”, México, Ed. Fondo de Cultura Económica, 1984, p.648-653.


� MARSHALL, T.H. Cidadania, Classe Social e Status. Rio de Janeiro Zahar Editores, 1967. Ver principalmente el capítulo III - Cidadania e Classe Social (57-107), donde el autor analiza el concepto a partir de tres partes o elementos: civil, político y social. 


�  Sobre la relación dialéctica entre el desarrollo del mercado y la participación de los individuos en el proceso de la transformación, ver HIRSHMANN, De Consumidor a Ciudadano-Actividad privada y participación pública. Ed. Brasiliense, Sáo Paulo, 1983. 


�  En obra teórica sobre la economía matemática de 1970, analiza el problema de las externalidades. La Science economique; ses problemas et ses dificultes. Paris: Dunod, 1970, 300 p. Sobre el tema también el artículo de MAURÍCIO FUCKS  "Indeterminaçao entrópica na economia: a exaustáo dos recursos naturais", en Rev. Brasileira de Economía, vol. 48, nº. 2 abr/ jun. 1994 (223-229). 


�  ELY, Aioísio. Economia do Meio Ainbiente, 4º edición. Ediçáo da Secretaria de Coordenaçáo e Planejamento do Estado, FEFJRS, 1990, 180 p., 97-98. 


� Metamorfoses do Espaço Habitado, Sáo Paulo, Ed. Hucitec, 1988 - ver principalmente el capítulo 3 (37-45) sobre la explotación urbana y metropolitana. 


�  Sobre la relación de las externalidades y de la apropiación, desarrollé el artículo "Externalidades e apropriaçao: Projeçoes sobre o Direito Económico na nova Ordem Mundial", en Desenvolvimento Economico e Intervençao do Estado na Ordem Constitucional - Estudios Jurídicos en homenaje al Profesor Washington Peluso Albino de Souza, Sérgio Fabris Editor, 1995 (139-160, en que propongo una definición original a la norma del Derecho Económico, como es la que tiene por objeto regular el régimen de apropiación. Esto es  porque no me fío de la gran mayoría doctrinaria que restringe el objeto de esta disciplina como la de regular la Política Económica del Estado. Defiendo la definición antes mencionada con base al raciocinio lógico de que, inexistente una política económica de Estado, este campo del Derecho dejaría de existir. Lo que no tiene sentido, considerando que el impacto de la acción económica y la causa de la degradación del Planeta Tierra (fuente primitiva para la apropiación y la acumulación). De allí, por ser una disciplina jurídica pan-social que no se sitúa ni como pública ni como privada, es que el Derecho Económico, ocupado con la dimensión económica de los hechos en general, transciende la clásica y ya ultrasuperada dicotomía. Ver a propósito de la intrínseca relación del Derecho Económico con el Derecho Ambiental el libro recientemente actualizado de ANTUNES, P.B. Direito Ambiental, Rio de Janeiro, Ed. Lumen Juris, 1996, 446 p. (8-14).


�  Diccionario de Ciencias Sociales,. 2ª  edición. Rio de Janeiro: Fundaçáo Getúlio Vargas, 1987 (377-379).


� "Human ecology and population studies" in HAUSER, P.M. & DUNCAN, O.D. The Study of population, Chicago Univ. of Chicago Press, 1959, p. 681.


�  La nota fue extraída del libro FEDOZZI, L. Orçamento Participativo - Reflexoes sobre a experiencia de Porto Alegre. Porto Alegre: Tomo Editorial, 1997. Ver, ap. 230, la nota nº 137, donde el Autor, toma prestado de David Harvey, quien desarrolla el concepto ambiente construido para el análisis de la cuestión urbana en el modo de producción capitalista avanzado. "Conceptualmente, el ambiente construido puede ser dividido en elementos de capital fijo, a ser utilizados en la producción (fábricas, autopistas, ferrocarril, etc.) y en elementos de un fondo de consumo, a ser utilizados para el consumo (casas, calles, parques, paseos, etc.). 


�  FEDOZZI, op. cit, p. 230.


� Desde 1989 a la fecha de escrito este trabajo (n.t.)


�  Análisis más profundo sobre esta cuestión ver en CÁNEPA, E.M. "A economía do cow-boy e da espaçonave: os direitos de propriedade". Conferencia realizada en el Seminário Meio Ambiente e Qualidade de Vida - Uma perspectiva interdisciplinar", realizado entre 22 y 23 de agosto de 1991 por el TRF da 4ª  Región de Porto Alegre, abierto a la comunidad.


� BOULDING, Kennet E. 0 Significado do Século - A grande transiçao. Lisboa, Ed. Fundo de Cultura, 1964 (66). Nota de la Autora: hoy la población mundial sobrepasa los seis mil millones.     


�  Sobre el desarrollo del análisis de la noosfera, idem, ibidem, p. 118 y siguientes. 


� idem ibidem p.79


� VACCA, Roberto. A próxima Idade Média - A degradaçao do grande sistema, Rio de Janeiro: Ed. Pailas SIA, 1975. El autor analiza nuestra incapacidad e incompetencia de programación que nos llevará a enfrentar serios problemas de sobrevivencia. 


�  SANTOS, M. A Natureza do Espaço - Técnica e tempo, razao e emoçao. 2º edición, Sáo Paulo: Ed. HUCITEC, 1997 (18-19).


� Idem, ibidem, p. 20.


� HORKHEIMER. Eclipse da razao, 1976, p.107


� Como referencia más importante de este concepto, ver la publicación que reúne los debates realizados durante el encuentro ECO 92 en Rio de Janeiro. Conferencia de las Naciones Unidas sobre Medio Ambiente y Desarrollo: la Agenda 21. Brasilia, Senado Federal, Subsecretaría de Ediciones Técnicas, 1996, 585 p. 


�  Sobre Economía y Sociedad, la obra reciente de Belluzzo, esboza bien el horizonte que se revela a los Estados en la era del mercado globalizado, BELLUZZO, L.G. La declinación de Bretton Woods y la emergencia de los mercados globalizados. Economía y Sociedad, Campinas: UNICAMP/IE,jun. 1995.
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